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Introducción

La Defensoría Pública Electoral (dpe)1 del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación (tepjf) es el órgano auxiliar de la Comisión de 
Administración encargado de prestar a los grupos en situación de vul-
nerabilidad o desventaja histórica los servicios de orientación, asesoría, 
representación jurídica en materia electoral, así como coadyuvar en los 
servicios de mediación en aquellos casos que así lo prevean las leyes.

Actualmente, los servicios que se prestan tratan de los derechos  
político-electorales de las personas históricamente discriminadas, entre  
las que se encuentran las comunidades y los pueblos indígenas y equi-
parables; las personas residentes en el extranjero; las niñas, los niños y 
las y los adolescentes; las juventudes; las personas afromexicanas, con 
discapacidad, adultas mayores, de la diversidad sexual y de género, en 
prisión preventiva u otras, que lo justifiquen al solicitar los servicios 
de la Defensoría.

Aunado a ello, la dpe cuenta con las atribuciones para difundir sus 
servicios y para dar a conocer el trabajo que realiza. Con ese fin, se ela-
boró este libro, el cual tiene por objetivo destacar los casos que han 
sido atendidos por este organismo y que han derivado en sentencias 

1	 Este organismo surgió en 2016 como Defensoría Pública Electoral para Pueblos y Comunida-
des Indígenas. Después de una reforma en 2022, que entró en vigor el 1 de enero de 2023, am-
plió su población objetivo, sus atribuciones y su denominación. 
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Introducción

relevantes, precedentes o criterios orientados a garantizar los derechos 
político-electorales de las personas indígenas.2 

Así, la Defensoría se propone difundir cuáles son los retos y obstácu- 
los a los que se han enfrentado las personas, los pueblos y las comuni-
dades indígenas para ejercer sus derechos, teniendo en cuenta que el ser  
indígena converge, en algunos casos, con otros sistemas de opresión 
que complejizan las condiciones de desigualdad y discriminación,  
en medio de las cuales las personas buscan votar, ser votadas o ejercer 
el cargo para el que hayan sido electas. 

De esa manera, cuatro años después de la publicación del primer  
libro, Casos relevantes de la Defensoría Pública Electoral de Pueblos y  
Comunidades Indígenas, se advierten ajustes en el horizonte del acceso  
a la justicia en materia electoral, lo que ha implicado renovados debates y 
estrategias para hacer exigibles los derechos político-electorales.

Con base en lo expuesto, el presente libro está integrado por 11 ca-
pítulos, mediante los cuales Janine M. Otálora Malassis, magistrada de 
la Sala Superior del tepjf, Marina Martha López Santiago, titular de la 
Defensoría, y el equipo de personas defensoras comparten cómo han  
hecho justiciables los derechos político-electorales de las personas  
indígenas mayores, indígenas en desplazamiento forzado interno,  
mujeres indígenas, indígenas con discapacidad, así como pueblos y  
barrios originarios, por mencionar algunos. A continuación, se describe  
brevemente cada capítulo.

En primer lugar, Janine M. Otálora Malassis, en “Derechos político-
-electorales indígenas y desplazamiento”, expone el contexto en el cual 
las personas indígenas en desplazamiento forzado interno han exigi-
do que se garantice su derecho al voto, tanto en el proceso electoral de 
2021 como en el de 2024. Al respecto, detalla las particularidades de sus 
demandas y las acciones concretas solicitadas a la autoridad responsa-
ble para que pudieran emitir su voto en ambos procesos.

En “El concejo autónomo de gobierno de San Luis Tlaxialtemalco,  
Xochimilco”, Atzimba Alejos da cuenta de cómo el cambio admi-
nistrativo del Distrito Federal a Ciudad de México implicó ajustes  
legislativos, pero, también, políticos y organizativos en el interior de lo 
que hoy se conoce como alcaldías (antes delegaciones), y cuál fue la vía  
mediante la cual la Defensoría acompañó a las personas pobladoras para  

2	 En una publicación posterior se prevé abordar los casos de otras poblaciones que la Defensoría  
atiende actualmente. 
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pugnar por el reconocimiento de un órgano colegiado, en cuanto figura 
de representación política de las personas originarias del pueblo.

En el tercer capítulo, “Derecho al voto de personas no activas en la co-
munidad. Caso San Pedro Mártir Yucuxaco, Oaxaca”, Yasmín Betanzos  
expone el proceso mediante el cual la Defensoría contribuyó a que  
las personas con discapacidad, adultas mayores, jóvenes y mujeres, que no  
fungían como jefas de familia, pudieran votar y hacer valer el principio 
de igualdad y no discriminación en un municipio regido por los siste-
mas normativos indígenas. 

Más adelante, Rosita Cancino, en “Ejercicio del cargo y derechos re-
productivos”, da cuenta de la violencia contra una mujer por razones de 
género al momento de ejercer su cargo, la cual afectó no solo sus dere-
chos político-electorales, sino también reproductivos. Así, se narra la 
estrategia legal emprendida para que se le garantizara, de manera inte-
gral, su derecho a ejercer el cargo. 

El quinto artículo, “Constitucionalidad de requisitos para cargos de 
representación de pueblos originarios”, de Rafael Cruz, plantea la ten-
sión entre los derechos individuales y los colectivos bajo los sistemas 
normativos internos, y refiere la argumentación vertida para pugnar 
por un equilibrio que implicara el respeto al derecho de una persona a 
participar por un cargo de elección. 

En “Derechos político-electorales de personas con discapacidad  
visual. Primera sentencia en braille”, Eginardo Hernández aborda la  
intersección entre ser una persona indígena y con discapacidad y la exi-
gencia de que se tenga en cuenta el principio de accesibilidad de ma-
nera transversal para garantizar la participación político-electoral de 
quienes viven con alguna discapacidad. Asimismo, destacan los obstá-
culos en el trato durante el primer contacto, así como los impedimen-
tos legales y materiales que vulneran los derechos político-electorales 
de las personas con discapacidad.

Por otra parte, en “Legitimación de autoridades tradicionales para 
proponer regidurías étnicas”, de Carlos López, se da cuenta de los obs-
táculos para la designación de las regidurías étnicas, como parte del 
ejercicio del derecho colectivo de las comunidades indígenas a elegir 
a sus representantes ante los ayuntamientos; destaca como uno de los 
problemas más comunes que las personas se ostenten como portavo-
ces de las comunidades sin que sean reconocidas de este modo por la 
población.
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En “Caso Ruperta Nicolás Hilario y el acceso a la justicia en ma-
teria electoral”, Marina López comparte el proceso mediante el cual 
se logró que se ordenara la reparación integral del daño por violencia  
política en razón de género contra una mujer indígena y se da cuen-
ta de cómo esta problemática puede incidir en los resultados ante una 
contienda altamente competitiva. Asimismo, se identifican las caracte-
rísticas de los recursos legales y administrativos disponibles para hacer  
frente a esta violencia. 

En lo que respecta al artículo “Personas adultas mayores y su derecho  
a ejercer el cargo electo sin violencia”, Juan Carlos Martínez pone  
de manifiesto el conjunto de afectaciones a los derechos político- 
-electorales de una persona mayor para ejercer su cargo y se advierte 
cómo se configura la violencia política, en este caso, por razón de edad. 

En “El caso de una mujer que logró el acceso a un cargo público”, 
Ariadna Ortega informa cómo se logró que una mujer indígena pudiera  
contender y ejercer un cargo de elección popular, hecho que no había 
ocurrido en el municipio en cuestión. 

Finalmente, en “Acción afirmativa para personas indígenas migrantes  
y afromexicanas”, de Carmela Ramírez, se expone el litigio empren-
dido en torno a la omisión legislativa por parte del Congreso de Baja  
California Sur de regular el derecho de participación y representación 
política de las personas indígenas migrantes residentes en ese territo-
rio y se da cuenta de los logros al respecto. 

Mediante los trabajos brevemente referidos, se busca que la Defen-
soría Pública Electoral contribuya a difundir aquellos casos en los que 
se han sentado precedentes que impactan en la vida de las personas, en 
el ejercicio de sus derechos y, en conjunto, en el fortalecimiento de una 
democracia plural e incluyente, que reconozca y atienda las desigual-
dades desde las cuales se pugna por la participación político-electoral. 

Marina Martha López Santiago
Titular de la Defensoría Pública Electoral
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Derechos político-electorales  
indígenas y desplazamiento

Janine M. Otálora Malassis

Introducción

En 2016, el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) 
tomó una decisión de mayor relevancia: crear la Defensoría Pública 
Electoral para Pueblos y Comunidades Indígenas (actualmente Defen-
soría Pública Electoral [dpe]), con el fin de proteger y defender los  
derechos político-electorales.

Ello, a partir de lo establecido en el artículo 2 constitucional —así 
como en los tratados internacionales suscritos por México—, referen-
te a que los pueblos y las comunidades indígenas tienen derecho a la 
autonomía y al autogobierno; lo cual, en los hechos, se ha traducido en 
el reconocimiento de los sistemas normativos internos, que son reglas 
de las comunidades indígenas para elegir a sus ayuntamientos y órga-
nos de gobierno.

A su vez, eso ha significado, en el ámbito jurídico, un plano de igual-
dad entre los sistemas de partidos políticos y los normativos internos, 
sin que haya subordinación entre ellos.

Adicionalmente, los sistemas normativos internos no implican un 
cheque en blanco para hacer lo que se quiera, sino que la autonomía tie-
ne como límite el respeto a los derechos humanos de todas y todos los 
integrantes de la comunidad. En este sentido, se ha velado por el pleno 
respeto del derecho de las mujeres a votar y ser votadas, en un plano de 
igualdad con los hombres, en las comunidades indígenas.
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Eso ha representado, por una parte, que los sistemas normativos in-
ternos no sean usos y costumbres inamovibles, sino reglas dinámicas 
de comunidades vivas que pueden cambiar y evolucionar conforme a 
las necesidades y los acuerdos de su población. Por otra parte, se ha re-
flexionado acerca de que los derechos de las personas que integran los 
pueblos y las comunidades indígenas no se limitan a los sistemas nor-
mativos internos, sino que, además, estas deben tener presencia y re-
presentación en los órganos de decisión del Estado mexicano. De allí 
que se hayan impulsado acciones afirmativas en favor de las personas 
indígenas, tanto en la Cámara de Diputaciones como en el Senado de 
la República, en el ámbito federal, así como en los congresos estatales 
y los ayuntamientos de los municipios con una importante presencia  
indígena.

El tepjf ha velado por estos derechos mediante la dpe, así como por 
las decisiones de sus órganos jurisdiccionales y el establecimiento de 
tesis y jurisprudencias en su favor.

En cuanto a la Defensoría, el tepjf buscó saldar por medio de ella, 
justamente, una deuda del Estado mexicano con las comunidades indí-
genas, con la consideración de que el derecho del acceso a la justicia es 
fundamental para el goce efectivo de cualquier otro derecho humano.

Sin duda, este acceso a la justicia electoral era crucial para las  
comunidades indígenas y sus integrantes, porque, con frecuencia, se  
enfrentaban, y continúan haciéndolo, a obstáculos derivados de las con-
diciones socioeconómicas, geográficas y lingüísticas en las que viven.

De esa manera, desde 2016, la dpe se ha establecido como un puente  
entre los pueblos indígenas y las instituciones de justicia electoral y ha 
recibido, incluso, un amplio reconocimiento internacional.

La Defensoría ha apoyado y acompañado a las comunidades y per-
sonas indígenas en diversos asuntos, muchos de ellos icónicos, que han 
permitido la ampliación de los derechos a otros más, como, por ejem-
plo, el derecho a votar de las personas privadas de su libertad, que se 
encuentran en prisión preventiva.

Sin embargo, incluso en el interior de los pueblos y las comunidades 
indígenas, existen aún grupos invisibilizados, por lo que es es impor-
tante emplear una lupa para defender sus derechos político-electorales  
rumbo al futuro.
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Se mencionan dos de estos grupos invisibilizados a manera de 
ejemplo: uno de ellos son las personas indígenas migrantes, quienes se  
desplazan a otros estados y regiones del país en busca de mejores opor-
tunidades laborales, económicas y de ingreso, como pueden ser las 
personas indígenas zapotecas en Ciudad de México, Sinaloa, Baja Ca-
lifornia y Baja California Sur, y que se encuentran en esos lugares de la 
república trabajando en sembradíos como jornaleras o jornaleros. Su 
derecho no solo a votar, sino también a ser votadas y votados, aún es 
un desaf ío para la justicia electoral y sus instituciones.

Es importante considerar que, tanto en México como en otros países,  
los pueblos indígenas no son ajenos a la migración como dinámica  
social. Efectivamente, un gran número de ellos se desplaza o migra de 
sus tierras ancestrales por diversos motivos, como la pérdida de sus tie-
rras y recursos naturales o los efectos del cambio climático, entre otros. 
También debe tomarse en cuenta que muchas de las personas indígenas  
que migran terminan asentándose en áreas urbanas en expansión.

Otro grupo invisibilizado son, precisamente, las y los indígenas des-
plazados por hechos de violencia y, respecto a esta problemática versa  
el presente capítulo.

Juicio 366/2018.  
Personas indígenas desplazadas  
por violencia

De acuerdo con la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Refugiados, las personas en desplazamiento forzado interno son:

Las personas o grupos de personas que se han visto forzadas u obliga-
das a escapar o huir de su hogar o de su lugar de residencia habitual, 
en particular como resultado o para evitar los efectos de un conflicto 
armado, de situaciones de violencia generalizada, de violaciones de 
los derechos humanos o de catástrofes naturales o provocadas por el 
ser humano, y que no han cruzado una frontera estatal internacional-
mente reconocida. (Deng, 1998, p. 5)

Un asunto relevante que puso el foco de la justicia electoral, y en es-
pecial de la Sala Superior del tepjf, en esta problemática fue el juicio 
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para la protección de los derechos político-electorales de la ciudada-
nía (jdc) (Sentencia SUP-JDC-366/2018, 2018), con el que se impulsó 
el derecho a votar de una comunidad indígena desplazada de su terri-
torio por hechos de violencia.

Justamente, el caso que se comenta surgió como consecuencia de 
los hechos ocurridos en mayo de 2016, en los que, al menos 240 perso-
nas indígenas tzotziles, de Chiapas, se vieron obligadas a desplazarse a 
otro territorio para que su vida no estuviera en peligro.

La comunidad desplazada no estaba en condiciones de ejercer sus 
derechos político-electorales en las elecciones federales y concurren-
tes de 2018, en las que se renovaron los cargos de la presidencia de la  
república, las senadurías y las diputaciones del Congreso de la Unión, en  
el ámbito federal, así como los de representación popular en Chiapas, 
lo que incluyó la gubernatura, las diputaciones del Congreso estatal y 
los ayuntamientos.

Algunas de las personas indígenas desplazadas no contaban con 
la credencial para votar por haberla perdido o haberla dejado en los  
domicilios de los que huyeron; otras, porque habían cumplido la edad 
suficiente para votar mientras vivían en el campamento como refugia-
das. Las demás personas que sí la tenían tampoco podían ejercer su  
voto, ya que acudir a la casilla que les correspondía, en función de  
su antiguo domicilio, implicaba poner en riesgo tanto su integridad  
f ísica como su vida.

En ese contexto, la comunidad solicitó los servicios de la Defensoría.  
A partir de ello, un grupo especializado visitó el campamento de las per-
sonas indígenas desplazadas. El objetivo era conocer las necesidades de 
la comunidad respecto al ejercicio de sus derechos político-electorales. 
Como resultado del diálogo que se entabló, se identificaron las barreras  
que les impedían a las y los habitantes del campamento ejercer su dere-
cho al voto.

Particularmente, se examinó la petición hecha al Instituto Nacional 
Electoral (ine) de instalar una casilla extraordinaria. Además, se estu-
dió la ruta jurídica a seguir, a fin de subsanar la falta de una respuesta 
oportuna por parte del ine.

A partir de la intervención de la Defensoría, la comunidad hizo tres 
solicitudes al Consejo General del ine:
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1)	 Instalar una casilla especial en el campamento en el que se encontra-
ban para que pudieran votar en las elecciones federales y locales, esto 
es, para la presidencia de la república, las senadurías, las diputacio-
nes federales, la gubernatura, la diputación local y el ayuntamiento 
de su origen.

Cabe señalar que las casillas especiales se instalan para que 
el electorado esté en la posibilidad de votar fuera de su sección 
correspondiente.1

2)	 Realizar la reimpresión de las credenciales para votar de aquellas 
personas que no contaban con ella.

3)	 Tramitar una credencial para votar a las personas que habían cum-
plido la edad suficiente para sufragar.

Ante la falta de una respuesta pronta y oportuna por parte del ine, 
la Defensoría representó a la comunidad justamente en la presentación 
de un jdc ante la Sala Superior del tepjf.

Al resolver el juicio SUP-JDC-366/2018 en el pleno de la Sala Supe-
rior, se determinó que, efectivamente, en el contexto fáctico y jurídico 
en el que se había presentado la petición, la autoridad responsable fue 
omisa en responder, en un plazo breve, a su solicitud, con lo que violó 
el derecho de petición, previsto en el artículo 8 de la Constitución Po-
lítica de los Estados Unidos Mexicanos.

En consecuencia, la Sala Superior ordenó al Consejo General del ine 
que, en ejercicio de sus facultades, diera respuesta a la solicitud, veri-
ficara si las personas indígenas que se encontraban en el campamen-
to cumplían con los requisitos para votar por los cargos de elección 

1	 La Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales señala, en su artículo 258, que:
“1. Los consejos distritales, a propuesta de las juntas distritales ejecutivas, determinarán la 

instalación de casillas especiales para la recepción del voto de los electores que se encuentren 
transitoriamente fuera de la sección correspondiente a su domicilio.

2. Para la integración de la mesa directiva y ubicación de las casillas especiales, se aplicarán 
las reglas establecidas en el presente Capítulo.

3. En cada distrito electoral se podrán instalar hasta diez casillas especiales. El número y ubi-
cación serán determinados por el consejo distrital en atención a la cantidad de municipios com-
prendidos en su ámbito territorial, a su densidad poblacional, y a sus características geográficas 
y demográficas. La integración de las mesas directivas de las casillas especiales se hará prefe-
rentemente con ciudadanos que habiten en la sección electoral donde se instalarán, en caso de 
no contar con el número suficiente de ciudadanos podrán ser designados de otras secciones 
electorales” (Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, 2023).

Este apartado pertenece a la obra 
Casos relevantes de la Defensoría Pública Electoral, la cual es acervo del TEPJF.

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



Derechos político-electorales indígenas y desplazamiento

20

popular y que, de ser así, emprendiera las acciones necesarias para ase-
gurar el ejercicio de su derecho al voto para todos los cargos de elec-
ción popular que, en condiciones ordinarias, podrían elegir.

Con base en lo determinado por la Sala Superior, las personas des-
plazadas internas pudieron emitir su voto, en su campamento, el 1 de 
julio de 2018.

Cabe mencionar también que —como es sabido— la credencial para 
votar es un documento oficial de identificación en el país, por lo cual, 
este es otro de los beneficios de que se les haya podido expedir a mu-
chas personas integrantes de la comunidad desplazada.

Quien suscribe, considera que el ejercicio de los derechos político- 
-electorales de las y los indígenas desplazados y el reconocimiento de 
este derecho por parte del Estado mexicano, finalmente, permitirá el 
reconocimiento y ejercicio de otros derechos humanos en su favor.

Ese fue un asunto sin precedentes en México, que hizo visible la si-
tuación de las personas desplazadas internas indígenas en el país por 
hechos de violencia. De esta manera, el trabajo de la Defensoría pudo 
incidir en referentes jurídicos importantes que impulsaron los dere-
chos político-electorales de los pueblos y las comunidades indígenas.

Un nuevo caso, el juicio  
de la ciudadanía 810 de 2024

Al momento de escribir el presente artículo, seis años después de aquel 
asunto y en el contexto de las elecciones federales y concurrentes de 2024, 
la Sala Superior del tepjf —de la cual es integrante quien suscribe—  
resolvió un asunto similar, con datos protegidos y también llevado por 
la Defensoría Electoral.

Se trató del juicio de la ciudadanía 810 de 2024 (Sentencia SUP-JDC- 
-810/2024, 2024), resuelto en sesión pública el 1 de junio de 2024, en 
el que las personas integrantes de una comunidad indígena desplaza-
da acudieron ante el Tribunal Electoral, después de haber ejercido su 
derecho de petición ante la autoridad administrativa electoral, para 
cuestionar tanto su respuesta como una supuesta omisión en ella por 
parte del ine.
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En concreto, la parte recurrente controvirtió dos puntos:
Primero. Un acuerdo mediante el cual el Consejo General del ine 

dio respuesta a la solicitud de las personas peticionarias, entre ellas, 
la parte actora, acerca de la instalación de una casilla extraordinaria 
(que atiende al electorado de una sección que, por condiciones de vías 
de comunicación o socioculturales, tiene un dif ícil acceso a las casi-
llas básicas).2

Segundo. La supuesta omisión, tanto del Consejo General del ine, 
de responder a su solicitud de 22 de mayo de 2024, como de la Secre-
taría Ejecutiva del ine, de dar respuesta en 72 horas, de conformidad 
con lo instruido en el punto quinto del acuerdo impugnado.

Sin embargo, del análisis del caso se advirtió que el ine sí había 
llevado a cabo las tareas necesarias para instalar la casilla extraordinaria 
en el campamento de las personas desplazadas, así como las labores 
relacionadas con la credencial para votar de las y los integrantes de la 
comunidad. Incluso, se incorporó a 20 personas (adicionales a las pro-
moventes) en el listado nominal del electorado.

Por tanto, a partir del acuerdo reclamado, no se advirtió que se hu-
biera considerado exclusivamente a las personas promoventes para votar  
el día de la jornada electoral, sino que, específicamente, se señaló que 
podían hacerlo quienes integraran el listado nominal de electores, ya 
sea con su credencial para votar o con los puntos resolutivos que para 
el efecto otorgara la autoridad jurisdiccional.

De igual forma, se efectuaron las acciones necesarias a fin de que  
la ciudadanía de esa comunidad que se encontraba hospitalizada  
pudiera ejercer su derecho a votar en la jornada electoral del 2 de  
junio de 2024, tal y como lo habían solicitado las y los promoventes  
del juicio electoral.

En suma, las autoridades electorales realizaron, en la medida en 
que las condiciones jurídicas y materiales lo permitieron, las acciones  
necesarias para que las personas desplazadas de esa comunidad 

2	 Conforme a la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales, en su artículo 253, 
numeral 5:  “Cuando las condiciones geográficas de infraestructura o socioculturales de una 
sección hagan dif ícil el acceso de todos los electores residentes en ella a un mismo sitio, po-
drá acordarse la instalación de varias casillas extraordinarias en lugares que ofrezcan un fácil 
acceso a los electores. Para lo cual, si técnicamente fuese posible, se deberá elaborar el listado 
nominal conteniendo únicamente los nombres de los ciudadanos que habitan en la zona geo-
gráfica donde se instalen dichas casillas” (Ley General de Instituciones y Procedimientos Elec-
torales, 2023).
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pudieran ejercer su derecho al voto en las elecciones federales y loca-
les del 2 de junio de 2024.

Conclusión

Sin duda, si fue posible que, en 2024, la autoridad electoral instalara de  
manera proactiva una casilla extraordinaria en un campamento  
de desplazados, fue gracias al precedente establecido en el juicio SUP-
-JDC-366/2018. De esta manera, se reitera que la gran importancia 
de este asunto fue hacer visible a una comunidad indígena desplazada  
por hechos de violencia, así como lo complejo de esta problemática. 
Asimismo, resalta la oportunidad de proteger los derechos político-
-electorales de sus integrantes.

En algunas ocasiones y asuntos, lo que empezó como la exigencia de 
los derechos político-electorales de las personas indígenas, terminó sien-
do un derecho para otras en la misma situación, fueran indígenas o no.

Otra sentencia icónica, por ejemplo, fue la SUP-JDC-352/2018 
(2018) y su acumulado, que fue la primera resolución jurisdiccional 
mexicana en la que se reconoció plenamente el derecho al voto activo 
de las personas en prisión preventiva. En ese caso, fueron dos perso-
nas indígenas las que solicitaron la protección de su derecho mediante  
los servicios de la Defensoría.

Conforme a la interpretación evolutiva del derecho al voto y la pre-
sunción de inocencia, la Sala Superior consideró que las personas en 
prisión que no hayan sido sentenciadas y estén amparadas con la pre-
sunción tienen derecho a votar.

De esa manera, lo que comenzó con una sentencia que resolvió a  
favor de dos personas indígenas, se extendió para que, en las elecciones 
de 2024, pudieran votar 32, 798 personas en prisión preventiva (Insti-
tuto Nacional Electoral, 2024).

Se tiene confianza en que, también, los juicios de la ciudadanía  
SUP-JDC-366/2018 y SUP-JDC-810/2024 serán la base para que todas 
las comunidades del país desplazadas por hechos de violencia, sean in-
dígenas o no, puedan ejercer su derecho al voto durante los procesos 
electorales locales y federales y que, mediante la elección de sus repre-
sentantes populares y gobernantes, y las políticas públicas que diseñen, 
puedan abonar a la solución del desplazamiento que les aqueja.
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El Concejo Autónomo de Gobierno  
de San Luis Tlaxialtemalco,  

Xochimilco

Atzimba Xitlalic Alejos Arredondo

Introducción

El ámbito de la justicia electoral ha sido sumamente relevante en la  
consecución de los derechos políticos de los pueblos originarios en  
México, particularmente la autonomía y libre determinación. El  
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) ha abierto 
un camino en el acceso y la administración de la justicia y ha marcado una  
línea jurisprudencial encaminada al reconocimiento de las distintas  
formas de organización comunitaria, tal y como se expresa en la Consti-
tución Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum) y los diversos  
instrumentos internacionales ratificados por el gobierno del país.

La Defensoría Pública Electoral (dpe) ha acompañado importantes 
procesos autonómicos de los pueblos y barrios originarios, como San 
Andrés Totoltepec, Tlalpan, y San Luis Tlaxialtemalco, Xochimilco; este  
último constituye un ejemplo de la defensa legal implementada para el 
reconocimiento de un órgano colegiado en cuanto figura de represen-
tación política de las personas originarias del pueblo. En el presente 
documento se compartirá la estrategia legal implementada por la dpe 
a partir de un diálogo de saberes con las y los integrantes del Concejo 
de San Luis Tlaxialtemalco.
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Marco contextual de la participación política  
de los pueblos y barrios originarios

Participación de los pueblos y barrios originarios  
a raíz de las reformas político-administrativas  

de Ciudad de México

Ciudad de México ha transitado por una serie de reformas político-
-administrativas que han impactado en la participación de las colec-
tividades originarias, quienes históricamente han buscado diversas 
formas de resistencia para su reconocimiento y persistencia cultural 
en la megalópolis.

La actual complejidad político-administrativa se originó en 1928, 
cuando se modificó el régimen político de Distrito Federal: desapare-
cieron los municipios y se convirtieron en delegaciones. Asimismo, se  
suprimió la posibilidad de que la ciudadanía eligiera a su autoridad  
política, ya que la Presidencia de los Estados Unidos Mexicanos nom-
braba directamente a las gubernaturas y estas, a su vez, designaban a 
las delegaciones (Medina, 2009, p. 17). Los pueblos originarios pasaron 
a ser componentes de la estructura administrativa de las delegaciones, 
cuya autoridad política fue el subdelegado, quien era electo de manera 
directa por la jefatura delegacional (Topete y Vargas, 2017).

Andrés Medina (2009) señala que una modificación relevante a la 
estructura político-administrativa de Distrito Federal ocurrió durante 
la aprobación de la reforma de 1993, impulsada por un plebiscito con-
vocado por un grupo de asambleístas y un colectivo de 500 ciudada-
nas y ciudadanos —intelectuales, sector empresarial y artístico, líderes 
religiosos, así como dirigencias sociales—, en la que se determinó la 
elección de una jefatura de gobierno y la conformación de una asam-
blea legislativa.

En 1997, se eligió la jefatura de gobierno y se instituyó la Asamblea  
Legislativa, cuya primera legislatura fungió de 1997 a 2000. Se crearon los  
consejos de ciudadanos como figuras de participación ciudadana,  
los cuales fungían como una instancia de mediación con las institucio-
nes de gobierno de la ciudad y cuyos integrantes eran electos, en cada 
una de las 16 delegaciones, mediante el sufragio directo y secreto de 
cada área vecinal.
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En 1998, la Asamblea Legislativa del Distrito Federal emitió el Es-
tatuto de Gobierno y se publicó la Ley de Participación Ciudadana, en 
la que los denominados consejos ciudadanos pasaron a ser comités ve-
cinales, electos por primera vez en 1999. Cabe señalar que la elección 
de dichos comités se generó en medio de una gran confusión entre la 
ciudadanía, puesto que no se consideró la organización territorial de  
las unidades habitacionales, los barrios, los pueblos y las colonias, sino la  
demarcación de los 40 distritos electorales locales. Las personas  
candidatas postuladas para integrar tal órgano colegiado ya se habían 
desempeñado como autoridades tradicionales en sus pueblos (Robin-
son, 1998), lo que refleja la lógica de la participación política que rige la 
elección de las autoridades de los pueblos y barrios originarios, donde  
la honorabilidad y el cumplimiento del sistema de cargos son requisi-
tos fundamentales para fungir como autoridad.

Desde 2000, las luchas de los pueblos y barrios originarios en Dis-
trito Federal iniciaron los procesos de organización que pugnaron por 
el reconocimiento de sus formas de organización, participación y re-
presentación política. Para ello, se creó el Consejo de Pueblos y Barrios 
Originarios del Distrito Federal, que fungió como el ente político de 
representación y participación; sin embargo, fue disuelto tras un largo 
proceso social de luchas y de conflictos internos entre la coordinadora 
y los representantes de los pueblos (Romero, 2013).

En 2016, Distrito Federal se reconfiguró en Ciudad de México. La 
Asamblea Legislativa fue transformada en la Legislatura de la Ciudad 
de México y las delegaciones pasaron a ser alcaldías. Respecto al reco-
nocimiento de los derechos de los pueblos y barrios originarios, en la 
Constitución Política de la Ciudad de México (cpcm) (2017) se recono-
ció, en los artículos 58 y 59, la composición pluricultural, plurilingüe y 
pluriétnica de Ciudad de México; además, se estableció que estas co-
lectividades tienen derecho a la libre determinación y autonomía, con 
reconocimiento del carácter de sujetos colectivos de derecho público 
con personalidad jurídica y patrimonio propio.

En 2019, se abrogó la Ley de Participación Ciudadana del Distrito 
Federal y se expidió la Ley de Participación de la Ciudad de México. Es-
tas reformas legales afectaron de manera directa a las figuras de parti-
cipación política de los pueblos y barrios originarios, al sustituirse los 
consejos de los pueblos y los comités ciudadanos por las comisiones de 
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participación comunitaria. Previo a dicha reforma, los consejos de los 
pueblos fungían como un órgano de participación directa de las colec-
tividades originarias, mientras que los comités ciudadanos representa-
ban a la población no originaria.

Estas modificaciones legales provocaron distintas inconformidades 
y movilizaciones por parte de los pueblos originarios, a fin de denun-
ciar un desplazamiento de las autoridades electas mediante el sistema 
normativo interno por figuras de participación ciudadana, inconfor-
midad que fue resuelta por la Sala Superior del tepjf en la sentencia 
SUP-REC-35/2020. Se sostuvo que las comisiones de participación ciu-
dadana constituyen un retroceso para los derechos de participación de 
los pueblos y barrios originarios.

Además, los pueblos y barrios originarios de Ciudad de México se 
quejaron de que la Ley de Derechos de los Pueblos y Barrios Originarios 
y Comunidades Indígenas Residentes y la Ley Orgánica de Alcaldías 
fueron expedidas sin un proceso de consulta legitimada y avalada por  
ellos, lo que hizo el escenario todavía más complicado para el ejercicio 
de los derechos de autonomía y libre determinación. Lo anterior, dado  
que la Ley Orgánica de Alcaldías reguló la figura de coordinación  
territorial y la situó como órgano auxiliar de la persona titular de esta.

Las modificaciones legales tuvieron como consecuencia una afec-
tación a los derechos autonómicos de las colectividades originarias.

Cuadro 1. Modificaciones legales  
de los derechos autonómicos

Año Ordenamiento constitucional y legal Acciones

2017 Constitución Política de la Ciudad  
de México, artículos 57, 58 y 59

- Reconocimiento de la ciudad pluricultural
- Adopción del concepto de pueblos y  
  barrios originarios
- Reconocimiento como sujetos colectivos 
  de derecho público

2018 Ley Orgánica de Alcaldías, artículos 
76 al 80

Regulación de la coordinación territorial 
como persona subordinada a la alcaldía

Ley Orgánica de Alcaldías, artículos 
215 y 218

Establece que la ley preverá el mecanismo 
para los procesos electivos de las represen-
taciones de los pueblos y barrios originarios 
electos mediante el sistema normativo 
interno
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Año Ordenamiento constitucional y legal Acciones

2019 Abrogación de la Ley de Participa-
ción Ciudadana del Distrito Federal

Eliminación de los consejos de los pueblos  
y comités ciudadanos

Expedición de la Ley de Participa-
ción de la Ciudad de México

Creación de las comisiones de participación 
comunitaria

Fuente: Elaboración propia.

Desde 2016, el reclamo principal de las comunidades originarias 
movilizadas en Ciudad de México ha sido el ejercicio del derecho a la 
libre determinación y autonomía, a efectos de modificar el sistema de 
elección de las coordinaciones territoriales y las subdelegaciones para 
evitar la intervención de las alcaldías en su designación y funciones. En 
otras palabras, demandan una representatividad directa y efectiva y re-
tomar el control de los procesos electivos de sus autoridades, reclamos 
que han sido atendidos en el ámito de la justicia electoral. La Defensoría 
ha acompañado distintos procesos de reconocimiento y protección de  
los derechos político-electorales de los pueblos y barrios originarios  
de Ciudad de México y ha logrado sentencias favorables que recono-
cen el ejercicio de la autonomía y libre determinación.

Procesos autonómicos de los pueblos  
y barrios originarios

Los pueblos y las comunidades indígenas han encontrado en la justicia  
electoral un campo para dotar de contenido sus derechos político- 
-electorales. Por supuesto que lo anterior no significa que los sistemas 
normativos internos dependan del reconocimiento normativo, sino,  
más bien, del uso instrumental del derecho como un mecanismo de  
defensa para sus diferentes luchas (Aragón, 2013).

Por cuanto hace a los pueblos y barrios originarios de Ciudad de Mé-
xico, la judicialización de los procesos autonómicos en materia político- 
-electoral se ha centrado en la reconfiguración de las autoridades de 
participación y representación política. Los casos paradigmáticos han 
sido San Andrés Totoltepec, Tlalpan, y San Luis Tlaxialtemalco, Xochi-
milco; estos son claros ejemplos. El reclamo fundamental consistió en 
que las figuras de la subdelegación de pueblo y coordinación territorial, 
respectivamente, se habían desnaturalizado a partir de la intervención 

Continuación.
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de la alcaldía en el método electivo, puesto que, lejos de fungir como 
una autoridad representativa de los pueblos originarios, realizaban fun-
ciones de personas empleadas de la autoridad. Estas figuras políticas 
nunca han quedado del todo claras en términos políticos y jurídicos, 
puesto que muchas de ellas, como lo señala Mario Ortega (2010), son 
anfibias, por la hibridez conceptual entre el hecho jurídico y el social.

Los casos de San Andrés Totoltepec, Tlalpan, y San Luis Tlaxialte-
malco, Xochimilco, son similares, toda vez que en ambos se ordenó la 
realización de una consulta para determinar el método de elección de las  
autoridades enlaces entre las personas originarias de los pueblos y  
la alcaldía, por lo que el planteamiento central de las demandas acom-
pañadas por la Defensoría se basó en la desnaturalización de las figuras  
de la subdelegación y la coordinación territorial.

Ambos asuntos obtuvieron una sentencia favorable en las instancias 
jurisdiccionales electorales. Se ordenó la realización de estudios antro-
pológicos para recabar información acerca de su método electivo para 
que, posteriormente, se desahogara un proceso de consulta, cuyos resul-
tados fueron retomar el método de elección mediante asambleas en las  
que participan las personas originarias de los pueblos. Asimismo, se 
dio la transición de una figura unitaria hacia una colegiada por medio 
de la conformación de concejos. Una característica del asunto de San 
Luis Tlaxialtemalco fue la aportación de un escrito de amicus curiae  
por parte del Colectivo Emancipaciones, en el cual fue abordado el tema  
de los alcances de los derechos políticos originarios.

A partir del caso emblemático de San Andrés Totoltepec, Tlalpan, la 
Sala Regional Ciudad de México reconoció la conformación de la figura  
de los concejos, con lo que se transitó de la conformación de un órgano  
unitario (subdelegado) a uno colegiado, y se optó por una interpreta-
ción judicial que reconoce el derecho a la libre determinación y la auto-
nomía de los pueblos y barrios originarios, al determinar en el Acuerdo 
plenario de incidentes de inejecución y de incumplimiento de sentencia  
1, 2 y 3 lo siguiente:

la finalidad de la consulta ordenada era que el Pueblo Originario 
determinara la forma de elección de la persona que fungiría como 
enlace entre éste y la Alcaldía lo que, en esencia, se logró; ello, pues el 
cambio de un cargo unipersonal a un órgano colegiado se realizó de 
conformidad con el derecho a la auto determinación de la Comunidad 
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y con la intención de que dicho órgano funcione como vínculo con la 
Alcaldía. (2016, p. 26)

En consecuencia, en el caso de San Andrés Totoltepec se privilegió 
el principio de maximización de la autonomía. La Sala Regional Ciu-
dad de México concluyó que los actos derivados del cumplimiento de la 
sentencia SDF-JDC-2165/2016, llevados a cabo por la alcaldía Tlalpan, 
en coordinación con las autoridades tradicionales y el Instituto Elec-
toral de la Ciudad de México, no resultaron en una consulta al pueblo 
originario para que este determinara libremente la forma en que debía 
elegirse a la persona titular de la subdelegación, sino que concluyeron 
con la creación de una autoridad distinta. Sin embargo, en atención al 
principio de autodeterminación de los pueblos originarios y al derecho 
de estos a establecer sus propias formas de organización interna, se de-
be tener por cumplida la referida sentencia (Alejos, 2020).

Dicho precedente judicial fue retomado como base para la defensa 
legal del reconocimiento del Concejo Autónomo de Gobierno de San 
Luis Tlaxialtemalco en los medios de impugnación sustanciados ante la  
Sala Regional Ciudad de México del tepjf, órgano jurisdiccional que 
validó la integración del Concejo, en cuanto que figura colegiada, con 
lo que se hicieron efectivos jurídicamente los derechos de las comuni-
dades originarias movilizadas.

Defensa legal

Conformación del Concejo Autónomo  
de Gobierno de San Luis Tlaxialtemalco

San Luis Tlaxialtemalco es un pueblo originario de Xochimilco, ubicado  
al sur de Ciudad de México. El nombre se tomó como advocación de 
San Luis de Tolosa, al que se agrega su topónimo antiguo en náhuatl, 
que significa “el lugar donde se fabrican los braseros”. El pueblo fue 
fundado el 25 de julio de 1603, de acuerdo con las fuentes históricas, 
y su principal actividad agrícola fue en torno a las chinampas (Mora, 
2007). Actualmente, su actividad económica y comercial es la venta de 
flores ornamentales y medicinales. Su extensión territorial es limitada, 
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pero uno de ellos es de los últimos pulmones verdes al sur de Ciudad 
de México y conserva las tradiciones y la cultura de los antiguos pue-
blos originarios nahuas.

El acompañamiento legal de la dpe con los pueblos y barrios origi-
narios de Xochimilco surgió en febrero de 2017. En este año, se contro-
virtió ante el Tribunal Electoral de la Ciudad de México (tecdmx) la  
convocatoria para la elección de la coordinación territorial, en la que se 
señaló que su emisión vulneraba los derechos de libre determinación y 
autonomía, al establecer reglas específicas para la elección de una au-
toridad que le correspondía a las personas originarias, por lo que la  
entonces delegación debió tomar en cuenta los sistemas normativos  
para su designación por medio de una asamblea.

El tecdmx dictó la sentencia en el juicio para la protección de  
los derechos político-electorales de la ciudadanía (jdc) TEDF-JDC- 
-013/2017 y acumulados y, al analizar su naturaleza y sus funciones, ca-
lificó a la coordinación territorial como autoridad tradicional; sostuvo 
que se trata de un ente que ejerce representación política de los pueblos 
y realiza labores de gestoría entre el pueblo y el gobierno.

A la luz del criterio previamente emitido por la Sala Regional Ciudad de  
México en el caso de San Andrés Totoltepec, Tláhuac, el tecdmx  
determinó que necesario vincular a la alcaldía de Xochimilco que, en 
coordinación con las autoridades tradicionales, los consejos de ca-
da uno de los pueblos y el Instituto Electoral de la Ciudad de Méxi-
co (iecm), convocara a la celebración de una asamblea comunitaria en 
cada una de las localidades en las que se renovarían las coordinacio-
nes territoriales, a fin de que las personas originarias determinaran el 
método electivo de dicha autoridad. Se requerían datos culturales ne-
cesarios para conocer la organización del sistema cultural de cada uno  
de los pueblos originarios de Xochimilco, con el fin de que la informa-
ción recabada fuera puesta a consideración de las personas integrantes  
de cada uno de los pueblos presentes en la asamblea comunitaria, a 
efectos de que decidieran si continuaban con la forma tradicional de 
designación de su representante o, en uso de su derecho de autodeter-
minación, determinaban modificarla.

En cumplimiento de la sentencia del tecdmx, la Dirección de  
Etnograf ía y Antropología Social del Instituto Nacional de Antropología e  
Historia realizó el dictamen antropológico que mostraba las 
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modificaciones al sistema normativo interno de los pueblos y barrios de  
Xochimilco por cuanto hace a la elección de la coordinación territorial.

El desarrollo de las asambleas derivó de la promoción de distintos  
incidentes del incumplimiento de la sentencia. En noviembre y diciembre  
de 2018, así como en enero y febrero de 2019, en los pueblos y barrios 
originarios de Xochimilco, el iecm y la alcaldía acudieron a realizar las 
asambleas informativas de consulta. Las autoridades tradicionales pro-
pusieron que se sometiera a consideración de la asamblea si se estaba  
de acuerdo con la conformación de un concejo o si se continuaba con  
la figura de la coordinación, considerando que se lograría un mejora-
miento en la representatividad de las necesidades de cada pueblo me-
diante un órgano colegiado, puesto que, históricamente, los pueblos 
han trabajado desde la comunalidad como forma de organización po-
lítica, religiosa e institucional. En dichos términos, fue constituido el 
Concejo Autónomo de Gobierno de San Luis Tlaxialtemalco.

Lo anterior, de conformidad con las asambleas informativas y de 
consulta siguientes:

1)	 Reunión informativa. En noviembre de 2018, se llevó a cabo una re-
unión informativa en el auditorio Quirino Mendoza, ubicado en la 
alcaldía Xochimilco, a la que acudió personal de dicha autoridad, el 
iecm y las autoridades tradicionales de cada pueblo. En esa reunión 
de trabajo, se acordó la fecha de la asamblea informativa en cada co-
munidad. Por lo que corresponde a San Luis Tlaxialtemalco, se de-
terminó que se llevaría a cabo el 17 de noviembre de 2018, en la calle 
Floricultor, esquina con Magdalena Moreno, de la misma población.

2)	 Asamblea informativa. El 17 de noviembre de 2018 se desarrolló la 
asamblea informativa a la que acudió personal del Instituto Elec-
toral de la Ciudad de México, de la alcaldía Xochimilco, así como 
diversas autoridades tradicionales del pueblo de San Luis Tlaxial-
temalco. Se acordó que la fecha de la asamblea deliberativa sería el 
12 de enero de 2019, a fin de que el pueblo de San Luis Tlaxialte-
malco determinara la figura de autoridad que lo representaría ante 
la alcaldía: un concejo de gobierno o una coordinación territorial. 
Se decidió que la alcaldía emitiría la convocatoria para la asamblea 
deliberativa y que la difundiría ampliamente en el pueblo; sin em-
bargo, ante la falta de cumplimiento de los acuerdos, las autoridades 
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tradicionales asumieron un papel activo en la divulgación de las 
convocatorias mediante panfletos y pancartas que fueron coloca-
das en el pueblo.

3)	 Primera asamblea deliberativa. Tuvo lugar el 12 de enero de 2019. 
Se optó por la constitución de un órgano colegiado, denominado 
Concejo Autónomo de Gobierno. Asimismo, se acordó que la fe-
cha de la elección de sus integrantes sería el 2 de marzo y que los 
requisitos de elegibilidad de sus integrantes serían fijados por la 
comunidad.

4)	 Segunda asamblea deliberativa. El 16 de febrero de 2019, en la calle  
Floricultor, esquina con Magdalena Moreno, del pueblo de San Luis 
Tlaxialtemalco, Xochimilco, se desarrolló una asamblea delibera-
tiva, convocada por las autoridades tradicionales, con el objeto de 
ratificar la figura del concejo de gobierno electo en la asamblea del 
12 de enero de 2019. 

5)	 Asamblea electiva. El 2 de marzo de 2019, en la calle Floricultor,  
esquina con Magdalena Moreno, en San Luis Tlaxialtemalco, se 
desarrolló la asamblea electiva en la que fueron reiterados los re-
quisitos de las personas aspirantes para formar parte del Concejo 
Autónomo de Gobierno, así como el método de elección a mano al-
zada. Posteriormente, fueron electas, por unanimidad de votos, las 
personas que formarían el Concejo 

Durante el desarrollo de esta asamblea electiva estuvieron presen-
tes las autoridades tradicionales del pueblo de San Luis Tlaxialtemalco,  
las personas representantes de los 13 barrios que conforman el pueblo  
y las y los integrantes del Consejo del pueblo, quienes dieron fe de  
lo acontecido.

Para la realización de la asamblea electiva, las autoridades del pueblo  
solicitaron la asistencia de la alcaldía, el iecm y la entonces Secreta-
ría de los Pueblos Indígenas, quienes no acudieron, con el argumen-
to de que la sentencia dictada por el tecdmx obligaba a la celebración 
de una consulta a fin de determinar la forma en la que nombrarían a la 
coordinación territorial, por lo que la conformación de un concejo im-
plicaría vulnerar sus alcances.

El 6 de marzo de 2019, el tecdmx emitió un acuerdo plenario de 
cumplimiento de sentencia en el juicio TEDF-JLDC-013 y acumulados, 
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en el que sostuvo que no podía pronunciarse respecto a la designación 
de un órgano colegiado o unipersonal, porque dicha pretensión no for-
maba parte de la litis central. En consecuencia, revocó las convocato-
rias a asambleas comunitarias realizadas para determinar el método de 
elección de las coordinaciones territoriales de los pueblos originarios y 
colonias pertenecientes a la demarcación de Xochimilco.

Las personas integrantes del Concejo Autónomo de Gobierno de 
San Luis Tlaxialtemalco acudieron a la Defensoría a solicitar el ser-
vicio de asesoría electoral, a fin de sostener ante los tribunales elec-
torales la legalidad de la asamblea electiva. La estrategia legal estuvo 
encaminada a argumentar las razones por las cuales la conformación de  
un órgano colegiado se apegaba a los derechos de autonomía y libre  
determinación. El éxito de la defensa legal se debió a que, a lo largo del 
estudio y la implementación de la estrategia legal, se entabló un diá-
logo de saberes con las personas integrantes del Concejo de San Luis 
Tlaxialtemalco, quienes compartieron cómo el ejercicio de las prácti-
cas comunitarias históricamente implementadas había sido la base para  
alcanzar un acuerdo en el pueblo originario respecto a la elección de la 
autoridad y, a la par, la manera en que habían buscado encaminar las 
causas sociales mediante la judicialización de sus derechos colectivos 
en el ámbito electoral.

Litigio estratégico

En marzo de 2019, el acuerdo plenario emitido por el tecdmx fue con-
trovertido mediante un juicio para la protección de los derechos político- 
-electorales, promovido ante la Sala Regional Ciudad de México.

Se planteó como agravio la vulneración a los derechos de libre de-
terminación, autonomía y autogobierno reconocidos a los pueblos 
originarios de Ciudad de México. El tecdmx sostuvo dos premisas 
fundamentales: 

1)	 La sustitución de Coordinación Territorial por otra forma de re-
presentación no podría ser analizada, ya que lo relacionado con la 
conformación unipersonal o colegiada de quien ocupa la coordina-
ción territorial respectiva no puede ser determinado por los pue-
blos originarios.
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2)	 Tal como había razonado la Sala Regional Ciudad de México en su 
momento, la forma de integración de las coordinaciones territo-
riales trascendía la materia electoral y versaba, más bien, acerca de 
una cuestión del ámbito administrativo, toda vez que, a su parecer, 
lo que estaban buscando los pueblos originarios era sustituir una 
figura que forma parte de la estructura orgánica de la alcaldía.

Los argumentos centrales de la demanda fueron los siguientes. En 
relación con la primera de sus consideraciones, en la demanda se adujo 
que el tecdmx había incurrido en dos imprecisiones que evidenciaban 
la ilegalidad de su determinación: por un lado, atribuyó a la pretensión 
de los pueblos originarios un sentido y alcance que no tiene, y, por otro, 
inadvirtió que la litis en realidad versa acerca la expresión del derecho 
de libre determinación, autonomía y autogobierno de los pueblos ori-
ginarios de Xochimilco.

Se sostuvo que, contrario a lo argumentado por la autoridad res-
ponsable, la pretensión de los pueblos, en ningún momento, había sido 
modificar o sustituir la figura de coordinador territorial; más bien, lo  
que estos pretendían era que se respetara y garantizara su derecho de 
libre determinación, autonomía y autogobierno en toda su amplitud, 
lo que conlleva la potestad de determinar si la figura de coordinador 
territorial debe radicar en una sola persona o en un órgano colegiado.

Eso significa que las personas originarias no estaban buscando que 
se sustituyera la figura, puesto que no estaban planteando modificar su  
naturaleza o sus funciones, sino únicamente que se les permitiera, al 
amparo de sus derechos colectivos, determinar si se sentían mejor re-
presentadas por una persona o por medio de un órgano colegiado, con  
el argumento de que no se podía pasar por alto que la coordinación te-
rritorial fungía como una estructura tradicional de los pueblos origi-
narios y no como una figura creada directamente desde el Estado; esta 
cuestión la coloca en el ámbito del derecho de libre determinación, 
autonomía y autogobierno. De ahí que les correspondía a los pueblos 
originarios definir esta debe instituirse como un órgano colegiado o 
mediante una única persona.

Por lo que respecta al razonamiento relativo a que la conformación 
de la coordinación territorial no forma parte de la litis original, se se-
ñaló que, en oposición a lo que sostuvo el Tribunal, esa cuestión está 
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directamente relacionada con la materia de la controversia, toda vez 
que se encontraba involucrada con los derechos de autonomía y libre 
determinación de los pueblos originarios. Lo anterior implica, dados  
los alcances del ámbito de protección del derecho, no solo que los pue-
blos originarios puedan definir los métodos de elección de las autorida-
des que forman parte de sus estructuras electas por sistema normativo 
interno, sino también establecer la forma de organización de estas, lo 
cual incluye la manera en que estas se encuentran estructuradas o se 
habrán de conformar.

Admitir lo contrario conllevaría, por un lado, realizar una inter-
pretación limitada del derecho y, por otro, restringirlo de manera 
injustificada. En consecuencia, se debía privilegiar el principio de maxi-
mización de la autonomía, por lo que lo relativo a la conformación de 
la coordinación territorial se encuentra incluido en el ámbito de pro-
tección del referido derecho colectivo.

Por cuanto hace al razonamiento del tecdmx en cuanto a la sus-
titución de la figura de coordinación territorial por otra forma de re-
presentación, en la demanda se sostuvo que lo que realmente se estaba 
buscando era la aplicación del conocimiento colectivo para lograr que 
la figura que actualmente está reconocida por el marco legal represente 
realmente a los intereses de los pueblos originarios. Por lo que, si bien, 
aparentemente, podría suponer la sustitución de la figura de coordina-
ción territorial, lo que en verdad se buscaba era reflejar los saberes y 
las experiencias para fortalecer al ente que, previo a la intervención del 
Estado, constituía un enlace entre los pueblos originarios y la alcaldía.

Lo precedente encontraba su lógica en que los pueblos originarios 
estiman que la conformación de un órgano colegiado traería como con-
secuencia mayor representatividad, y la labor que realizaría un conce-
jo podría ser objeto de escrutinio por parte de las personas originarias 
de los pueblos. En dichos términos, se buscaba retomar las experien-
cias comunitarias, lo que se encontraba amparado en el derecho a la 
libre determinación, particularmente en su vertiente de la facultad de 
autodisposición normativa, mediante la cual los pueblos indígenas u 
originarios tienen el derecho de emitir sus propias normas jurídicas, a 
efectos de regular las formas de convivencia interna.

Uno de los argumentos centrales fue que el tecdmx dejó de observar  
que la Sala Regional Ciudad de México, en el acuerdo de cumplimiento  
de la sentencia SDF-JDC-2165/2016 y acumulados, determinó que,  
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aunque se haya elegido un concejo —en el caso de San Andrés Totol-
tepec, Tlalpan— en vez de la persona titular de la subdelegación, ello 
no implicaba un desacato a la sentencia, pues, en términos del artículo 
2 constitucional, los pueblos y las comunidades indígenas tienen dere-
cho a la autodeterminación y la autoorganización.

En esa medida, se sostuvo que, si la Sala Regional Ciudad de Méxi-
co, en un asunto que guardaba especial identidad —como el relativo a 
San Andrés Totoltepec—, había resuelto que el hecho de que el pueblo 
originario decidiera de manera autónoma y en ejercicio de sus dere-
chos colectivos que la figura de la subdelegación no era la más acorde 
a sus circunstancias y necesidades, era una determinación que debía 
ser respetada; en consecuencia, el tecdmx debería aplicar ese criterio. 
Así, el razonamiento efectuado por el órgano jurisdiccional responsable 
era contrario a los principios de maximización de la autonomía y de-
jaba de observar los criterios emitidos por los órganos jurisdiccionales 
federales; lo anterior, en perjuicio del derecho a la libre determinación 
y autonomía.

Por consiguiente, se solicitó a la Sala Regional Ciudad de México 
que revocara el acuerdo plenario dictado por el tecdmx y se pronun-
ciara respecto a la posibilidad de que las personas originarias sometie-
ran a consideración de la asamblea lo relativo a la conformación de la 
coordinación territorial, específicamente, si esta debería recaer en una 
sola persona o en un órgano colegiado.

En la sentencia SCM-JDC-69/2019 y acumulados (2019), la Sala Re-
gional Ciudad de México determinó modificar el acuerdo del tecdmx.  
Razonó que la coordinación territorial y el Concejo son entidades  
distintas. Sostuvo que, una vez dictada la sentencia TEDF-JDC- 
-013/2017 y acumulados, la estructura política de Ciudad de México fue 
reformada y entraron en vigor la cpcm y la Ley Orgánica de Alcaldías, 
hecho por el que cambió la situación jurídica, al quedar reguladas de 
forma específica, por una parte, las coordinaciones territoriales y, por 
otra, las autoridades electas por los pueblos originarios.

En ese sentido, la Sala Regional Ciudad de México sostuvo que las 
coordinaciones territoriales nacieron jurídicamente a partir de la en-
trada en vigor de la Ley de Alcaldías, por lo que, pese a lo ordenado  
en la sentencia TEDF-JDC-013/2017 y acumulados, las figuras que rea-
lizaban las funciones de enlaces entre los pueblos y las comunidades 
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originarias en las entonces delegaciones no tenían una denominación 
ni facultades precisas, ya que su existencia y funcionamiento se encon-
traban sujetos a la normatividad interna de la autoridad, así como a 
los sistemas normativos de las comunidades y los pueblos originarios.

Se concluyó que las coordinaciones territoriales, al constituir un 
cargo en la estructura de las alcaldías, sus atribuciones, elección y fun-
cionamiento se encuentran enmarcados dentro de lo establecido en  
los artículos 76 a 80 de la Ley Orgánica de Alcaldías de la Ciudad de 
México (2018). Mientras que las autoridades electas por los pueblos y 
barrios originarios coinciden con la figura establecida en el artículo 218 
de la Ley de Alcaldías, al realizar una función de representación para 
el enlace entre los barrios y pueblos originarios y la alcaldía, cuyo fun-
damento constitucional se encuentra en el artículo 2, apartado a, frac-
ción VII, de la cpeum, que reconoce a los pueblos y a las comunidades 
indígenas el derecho de elegir, en los municipios con presencia indíge-
na, representantes ante los ayuntamientos; derecho del que gozan los 
pueblos y barrios originarios de Ciudad de México, al ser considera-
das auténticas comunidades indígenas que cuentan con la naturaleza 
y los derechos que se les reconoce constitucional y convencionalmen-
te a aquellas.

Conclusiones

La justicia electoral, a partir de una perspectiva intercultural, ha tomado  
en consideración el contexto social, histórico y político de los pueblos 
originarios movilizados. En el caso de San Luis Tlaxialtemalco, Xochi-
milco, la Sala Regional Ciudad de México fijó otro precedente acerca 
del ejercicio de los derechos a la autonomía y libre determinación de  
las colectividades originarias. La lección que aporta este asunto es que la  
justicia electoral continúa siendo un espacio para recuperar la visión 
colectiva de su participación política, mediante el uso de sus saberes y 
experiencias, como un mecanismo de resistencia ante la afectación de 
su territorio y recursos naturales.

Pese a los importantes precedentes judiciales, a la fecha, el Concejo 
Autónomo de Gobierno de San Luis Tlaxialtemalco continúa exigiendo 
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a la alcaldía el respeto a su libre determinación, consulta y participa-
ción en aquellos aspectos que están estipulados no solo en el plano na-
cional e internacional, sino también en la Constitución Política de la 
Ciudad de México. Actualmente, la judicialización de los derechos se 
encuentra en el cumplimiento de las sentencias, en el que el acceso a la 
justicia integral es uno de los grandes retos para el reconocimiento de 
las diferencias culturales.
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Derecho al voto de personas  
no activas en la comunidad.  

Caso San Pedro Mártir Yucuxaco, Oaxaca

Yasmín Betanzos Torres

El derecho de voto es un derecho que nada
 ni nadie puede quitar a los ciudadanos.

Jean Jacques Rousseau

Introducción

El derecho al voto es uno de los pilares fundamentales de la democracia  
moderna, pues representa la capacidad de la ciudadanía para parti-
cipar activamente en la toma de las decisiones políticas de su país.  
Este derecho implica la potestad de una persona para emitir un sufragio 
mediante el cual elige a sus representantes y tiene dos vertientes princi-
pales: el sufragio activo, que es el derecho a votar, y el pasivo, esto es, a  
ser votada. El sufragio activo permite a la ciudadanía elegir a sus  
representantes, mientras que el pasivo le da la oportunidad de postu-
larse para cargos públicos.

En México, el derecho al voto está consagrado en el artículo 35 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum) (2024) 
y establece como derecho de la ciudadanía votar en las elecciones popu-
lares y ser votada, en condiciones de paridad, para todos los cargos de 
elección popular. Este derecho se ha desarrollado a lo largo de la histo-
ria del país y ha evolucionado de un sistema de comicios no auténticos a 
instituciones robustas que garantizan la autenticidad del voto.

Enmarcado en este derecho fundamental, el presente trabajo se 
centra en el caso de San Pedro Mártir Yucuxaco, Oaxaca, relativo al  
derecho al voto de las personas no activas en la comunidad y se divide  
en tres apartados. En primer lugar, se introduce el marco jurídico  
de protección nacional e internacional; en segundo, se explica el ca-
so específico de San Pedro Mártir Yucuxaco, que dio lugar a la 
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intervención de la Defensoría Pública Electoral (dpe), a fin de salva-
guardar los derechos político-electorales de su ciudadanía. Finalmen-
te, se exponen algunas conclusiones al respecto.

Derecho al voto. Marco jurídico  
de protección nacional e internacional

El derecho al voto es esencial para la legitimidad de un sistema demo-
crático. Por medio de él, la ciudadanía expresa su voluntad política  
y contribuye a la formación de los poderes públicos. Es la base de la  
soberanía popular y permite la renovación periódica de las y los repre-
sentantes, así como la adopción de decisiones que afectan a la comu-
nidad en su conjunto.

En México, este derecho fundamental ha transitado por un largo 
proceso lleno de complejidades y ha estado marcado por diversas re-
formas y luchas sociales. Desde la Independencia hasta la actualidad, 
el derecho al sufragio ha avanzado para incluir a diferentes sectores de 
la población, como reflejo de cambios políticos y sociales significativos. 
Históricamente, el sufragio ha evolucionado: de ser un privilegio para  
unas pocas personas, se ha convertido en un derecho universal que 
abarca diferentes grupos sociales, económicos y de género.

De ese modo, en México, el derecho al voto se ha ido afianzando 
paulatinamente conforme se han dado los diversos avances democráti-
cos, sobre todo en los últimos 25 años, con la consolidación de un sis-
tema electoral que, si bien es robusto y altamente complejo, descansa 
esencialmente en el voto de la ciudadanía y en el anhelo de una libre 
determinación del pueblo. En este sentido, 

entre más grande sea la participación ciudadana en la toma de  
decisiones de su comunidad y entre más esté vinculado el pueblo a su 
gobierno, más se ha de reflejar la pluralidad y la diversidad del país, 
ampliando la representación de cada sector poblacional en búsqueda 
del respeto pleno de sus derechos humanos. (Franco, 2016, p. 13)

El derecho al voto es reconocido en los ámbitos nacional e interna-
cional. En México, su marco jurídico está determinado en la cpeum:
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Artículo 35.- Son derechos de la ciudadanía:
I.- Votar en las elecciones populares;
[…]

Artículo 36. Son obligaciones del ciudadano de la República:
[…]
III. Votar en las elecciones, las consultas populares y los procesos 

de revocación de mandato, en los términos que señale la ley;
[…]

Artículo 41. La renovación de los poderes Legislativo y Ejecutivo se 
realizará mediante elecciones libres, auténticas y periódicas. (Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículos 35, 36 y 
41, 2024)

Este derecho fundamental se complementa con el reconocimiento  
de la nación mexicana como una composición pluricultural, sustentada 
en sus pueblos indígenas, cuya libre determinación y autonomía debe 
garantizar que las mujeres y los hombres indígenas disfrutarán y ejer-
cerán su derecho de votar y ser votados en condiciones de igualdad:

Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e indivisible.
[...]
Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquellas 

que formen una unidad social, económica y cultural, asentadas en un 
territorio y que reconocen autoridades propias de acuerdo con sus 
usos y costumbres.

[...]
A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los 

pueblos y las comunidades indígenas a la libre determinación y, en 
consecuencia, a la autonomía para:

I. Decidir sus formas internas de convivencia y organización so-
cial, económica, política y cultural.

II. Aplicar sus propios sistemas normativos en la regulación y solu-
ción de sus conflictos internos, sujetándose a los principios generales 
de esta Constitución, respetando las garantías individuales, los dere-
chos humanos y, de manera relevante, la dignidad e integridad de las 
mujeres. La ley establecerá los casos y procedimientos de validación 
por los jueces o tribunales correspondientes.

III. Elegir de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas 
tradicionales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de 
sus formas propias de gobierno interno, garantizando que las mu-
jeres y los hombres indígenas disfrutarán y ejercerán su derecho de 
votar y ser votados en condiciones de igualdad; así como a acceder y 
desempeñar los cargos públicos y de elección popular para los que 
hayan sido electos o designados, en un marco que respete el pacto 
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federal, la soberanía de los Estados y la autonomía de la Ciudad de 
México. En ningún caso las prácticas comunitarias podrán limitar los 
derechos político-electorales de los y las ciudadanas en la elección de  
sus autoridades municipales. (Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, artículo 2, 2024)

En el caso de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 
de Oaxaca, cuya entidad es la ocupa a este capítulo, el derecho al voto  
se establece como obligación y prerrogativa de la ciudadanía, en sus 
artículos 23 y 24. Asimismo, en ella se decreta la protección y promo-
ción de las prácticas democráticas en todas las comunidades indígenas 
y afromexicanas del estado para la elección de sus ayuntamientos, así 
como los mecanismos para garantizar la plena y total participación de 
la mujer en los procesos electorales y el ejercicio de su derecho a votar 
y ser votada en condiciones de igualdad; su contravención será sancio-
nada. De igual modo, destaca la prohibición de que, en ningún caso, las 
instituciones y prácticas comunitarias podrán limitar los derechos po-
lítico-electorales de las personas oaxaqueñas, lo que garantiza la uni-
versalidad del sufragio.

En el ámbito internacional, el derecho al voto está previsto en diver-
sos instrumentos jurídicos, como los siguientes.

1) Declaración Universal de los Derechos Humanos:

Artículo 21
1. Toda persona tiene derecho a participar en el gobierno de 

su país, directamente o por medio de representantes libremente 
escogidos.

2. Toda persona tiene el derecho de acceso, en condiciones de 
igualdad, a las funciones públicas de su país.

3. La voluntad del pueblo es la base de la autoridad del poder 
público; esta voluntad se expresará mediante elecciones auténticas que 
habrán de celebrarse periódicamente, por sufragio universal e igual y 
por voto secreto u otro procedimiento equivalente que garantice la 
libertad del voto. (Declaración Universal de Derechos Humanos, 1948)

2) Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos:

Artículo 25
Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distinciones 

mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de los 
siguientes derechos y oportunidades:
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a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente 
o por medio de representantes libremente elegidos;

b) Votar y ser elegidos en elecciones periódicas, auténticas, reali-
zadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice 
la libre expresión de la voluntad de los electores;

c) Tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las fun-
ciones públicas de su país. (Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, 1966)

3) Convención Americana sobre Derechos Humanos (Pacto de San José): 

Artículo 23. Derechos Políticos
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y 

oportunidades:
a) De participar en la dirección de los asuntos públicos, directa-

mente o por medio de representantes libremente elegidos;
b) De votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, rea-

lizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice 
la libre expresión de la voluntad de los electores, y

c) De tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las 
funciones públicas de su país.

2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportu-
nidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones 
de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil 
o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal. (Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos [Pacto de San José], 
1978, p. 7)

Estos instrumentos internacionales obligan a los estados parte, inclu-
yendo a México, a garantizar el ejercicio efectivo de este derecho. Aho-
ra bien, cuando se habla de sistemas normativos internos, se encuentran 
escenarios en los cuales se pueden presentar

distintas tensiones surgidas entre el efectivo ejercicio del derecho a 
la autonomía y la libre determinación, y los derechos de las personas 
pertenecientes a las comunidades indígenas, como son sus derechos de 
participación, así como al voto activo y pasivo. (Bustillo, 2016, p. 42).

Esto implica una colisión de los derechos fundamentales, por lo que 
le tocará a la persona juzgadora determinar cuál es la norma que menos 
vulnera, la que más protege y la que resulta más favorable a las perso-
nas involucradas, además de tener en cuenta los factores en los que se 
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da el ejercicio de dichos derechos, considerando que todos tienen re-
glas y principios (Bustillo, 2016).

Derecho al voto de personas  
no activas en la comunidad

En julio de 2023, personas indígenas mixtecas originarias de San Pedro 
Mártir Yucuxaco, Oaxaca, entablaron comunicación con la dpe, con la 
pretensión de impugnar el resultado de la Asamblea General Extraordi-
naria de Consulta, celebrada en esta comunidad el 23 de julio de 2023. 
En ella se determinó que únicamente las personas activas, mayores de 
18 años de edad, originarias de la citada localidad, tendrían el derecho 
de votar y ser votadas para la elección extraordinaria de concejales para  
el trienio 2023-2025, lo que les causaba agravio, al impedirles ser per-
sonas activas conforme a los usos y costumbres de la comunidad, por 
lo que se vulneraba su derecho al voto.

A partir de estos planteamientos, se levantaron 4 solicitudes de ser-
vicio: 1) 1 persona con discapacidad indígena mixteca; 2) 1 mujer adulta 
mayor; 3) 1 joven estudiante, y 4) 1 mujer, esposa de un jefe de fami-
lia, a fin de promover, ante el Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca 
(teeo), un juicio para la protección de los derechos político-electora-
les de la ciudadanía en el régimen de sistemas normativos internos. El 
resultado de la mencionada asamblea se controvirtió, y se excluyó del 
derecho al voto activo y pasivo, en la elección de las personas conceja-
les, a aquellas que no son activas ni originarias de dicho municipio, para  
hacer valer lo siguiente.

1)	 La vulneración del principio de igualdad y no discriminación.
	 Se señala el ejercicio excesivo de la facultad de la Asamblea General 

Comunitaria de San Martín Yucuxaco, la cual reservaba el uso del 
derecho a votar a quienes aportaran una cantidad pecuniaria (per-
sonas activas), disposición discriminatoria basada en una catego-
ría sospechosa.

Y, no obstante que se trate de un régimen bajo sistemas normati-
vos indígenas, este no escapa del cumplimiento de los parámetros de 
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constitucionalidad y convencionalidad; de lo contrario, implicaría  
que cualquier autoridad tradicional podría imponer restricciones y 
requisitos internos que pudieran resultar discriminatorios.

2)	 La vulneración del derecho al voto pasivo y activo.
	 Si bien se reconoce y garantiza el derecho de las comunidades in-

dígenas a la vigencia y aplicación de sus sistemas normativos inter-
nos —específicamente el derecho de llevar a cabo el procedimiento 
deliberativo y la elección en asamblea general, en la que se eligen 
a las personas depositarias del poder público—, también lo es que 
tal derecho no es ilimitado o absoluto; su ejercicio debe estar inva-
riablemente supeditado a los principios y normas establecidas en 
la Constitución federal y en los tratados internacionales, como es el 
caso del sufragio universal, libre, secreto y directo de la ciudadanía.

Por tanto, los resultados de la asamblea, previos a la realización de 
la elección de las concejalías, deben satisfacer el principio de universa-
lidad del sufragio en sus diversas vertientes.

Además de ello, se señaló el marco normativo de cada grupo en si-
tuación de vulnerabilidad, así como la perspectiva para juzgar a las 
personas con discapacidad, adultas mayores, juventudes y de género.

Como resultado, el teeo, por unanimidad de votos, el 9 de agosto  
de 2023, en el juicio identificado con el número de expediente  
JDCI/78/2023 y acumulados, resolvió declarar fundados los agravios 
hechos valer por la parte actora y señaló que la dinámica del sistema 
normativo interno propicia una exclusión injustificada de la ciudada-
nía indígena basada en tres categorías sospechosas, lo cual excluye,  
de manera desproporcionada, a las personas que carecen de dicho  
estatus, y las limitaciones no están justificadas. 

En ese sentido, la resolución señaló lo siguiente:

3. Decisión.
[…]
en el caso se tiene que en el Municipio de San Pedro Mártir Yucuxaco,  
Oaxaca; existe un conflicto intracomunitario originado respecto de 
las personas que pueden votar y ser votadas para ser autoridades 
municipales.

De tal manera que, si bien estas modificaciones provienen de la ex-
presión de la mayoría de las personas que integran la Asamblea General  
Comunitaria, lo cierto es que esta dinámica del sistema normativo 
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interno propicia una exclusión injustificada de la ciudadanía indígena 
basada [énfasis añadido] en tres categorías sospechosas como lo es 
la discriminación por la condición de las personas adultas mayores, 
de personas con discapacidad y mujeres que no son jefas de familia 
[énfasis añadido].

En efecto, el criterio de condicionar el ejercicio del voto y de  
ser votados a las personas que obtengan el estatus de activo, enten-
diéndose a este, los que han prestado servicio comunitario, los que 
aportan cooperación económica y los que son jefe o jefa de familia 
[énfasis añadido], excluye de manera desproporcionada a las personas 
que carecen de este estatus, limitando y circunscribiendo el ejercicio  
del voto activo y pasivo a un grupo reducido de personas con el estatus de  
activos [énfasis añadido].

Además, se observa que, si bien las comunidades indígenas pue-
den limitar el ejercicio del derecho fundamental del voto, esas limita-
ciones deben estar vinculadas con criterios razonables de pertenencia 
o identidad a la comunidad.

Así, al no evidenciar las autoridades señaladas como responsables, 
las razones por las cuales consideran que las personas activas pueden 
votar y ser votados, constituye una restricción interna válida, se puede 
afirmar que la condición del estatus activo obedece a un factor de po-
der que en nada privilegia la pertenencia a la comunidad ni fortalece 
las relaciones de solidaridad entre sus integrantes, ni el respeto y la 
conservación de su cultura [énfasis añadido].

En tales consideraciones, este Tribunal considera fundados los 
agravios hechos valer por la parte actora. (Sentencia JDCI/78/2023 y 
acumulados, 2023)

De esa manera, se dejó sin efectos el acuerdo determinado en la 
Asamblea General Extraordinaria de Consulta, en la que se decretó que 
únicamente las personas activas mayores de 18 años de edad, origina-
rias de San Pedro Mártir Yucuxaco, Oaxaca, tendrían derecho a votar 
y ser votadas para la elección extraordinaria de concejales.

Asimismo, para que dicha disposición no fuera aplicable a las perso-
nas adultas mayores, personas con discapacidad y mujeres que no son  
jefas de familia, se ordenó que dicha leyenda fuera señalada al momento  
de emitir la convocatoria para la elección, a fin de que pudieran parti-
cipar en el ejercicio del derecho al voto.

SÉPTIMO. EFECTOS DE LA SENTENCIA
[…]

2. Se ordena al Comisionado Municipal Provisional que, al momento 
de emitir la convocatoria, emita la leyenda siguiente: únicamente las 
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personas activas mayores de dieciocho años de edad, originarios de 
San Pedro Mártir, Yucuxaco, Oaxaca; tendrán derecho de votar y ser 
votados para la elección extraordinaria de concejales para el periodo 
comprendido del (2023-2025), “quedando exceptuadas las personas 
mayores, las personas discapacitadas y las mujeres que no son jefas de 
familia”, para que puedan votar y ser votados para la elección extraor-
dinaria de concejales para el periodo comprendido del (2023-2025). 
(Sentencia JDCI/78/2023 y acumulados, 2023)

Así, las personas asesoradas pudieron participar con el ejercicio de 
su derecho al voto el día de celebración de la asamblea electiva.

Conclusiones

Como se puede advertir, el papel de la Defensoría en el presente asunto  
adquirió relevancia al garantizar el respeto del derecho a votar de las 
personas no activas en la comunidad en las normas de derecho consue-
tudinario, con lo que se determinó que los sistemas normativos internos 
no pueden vulnerar la participación de las personas con discapacidad, 
adultas mayores, jóvenes y mujeres no jefas de familia, lo cual incide en 
una mayor participación en la vida política de sus comunidades.

Es imprescindible garantizar el efectivo ejercicio de los derechos 
político-electorales de uno de los sectores más vulnerados en el país 
y brindar las herramientas para un acceso a la justicia en igualdad de 
condiciones.

De ahí la importancia del trabajo que realiza la Defensoría, a partir 
de sus servicios gratuitos, con atención especializada y perspectiva in-
cluyente, con precedentes que marcan diferencias sustanciales para el 
pleno ejercicio de los derechos.
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Ejercicio del cargo  
y derechos reproductivos

Rosita de Lourdes Cancino Verdi

La fortaleza de la mujer no se mide en cuánto aguanta,
sino en cuánto lucha para lograr lo que se proponga.

Anónimo

Introducción

En México, los factores que han provocado el aumento de la violencia  
de género son diversos. En los estudios realizados durante años se 
afirma que existe un sentimiento generalizado de banalización de la 
vida humana y de los derechos personales, que otorgan un sentido 
radical de incertidumbre como horizonte de vida. (Incháustegui, 2018, 
p. 12).

El registro de estos hechos, al igual que el resto de las formas de 
violencia en contra de las mujeres, es una condición necesaria para su 
atención, prevención o sanción. También constituye un requisito para  
impulsar la política y las acciones preventivas o correctivas tenden-
tes a erradicar las modalidades de la violencia contra ellas, como lo ha  
señalado la Organización de las Naciones Unidas (onu), a partir de la 
recomendación general número 19 del Comité de la Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer 
(cedaw, por sus siglas en inglés).

Elementos contextuales

La recomendación general número 19 indica explícitamente que los es-
tados parte alienten la recopilación de las estadísticas de investigación de  
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la amplitud, las causas y los efectos de la violencia, así como la eficacia  
de las medidas para prevenir y responder a ella. Derivado de esto,  
a continuación se muestran las cifras de los juicios por violencia polí-
tica contra las mujeres en razón de género (vpmrg), tramitados en el 
Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca (teeo), en 2019 y 2020.

Cuadro 1. Juicios resueltos de violencia 
política contra las mujeres

2019 2020

Juicios por vpmrg: 30 Juicios por vpmrg: 47

12 % 23 %

Nota: vpmrg, violencia política contra las mujeres en razón de género.
Fuente: Elaboración propia con base en Martínez (2020). 

Es necesario insistir en que los datos, en efecto, son importantes, 
pues con las cifras obtenidas se puede valorar el porcentaje de ascenso  
y descenso anual, condición que ayuda a estimar el trabajo de preven-
ción o el incremento de los actos de violencia contra las mujeres y, de  
alguna manera, encontrar la forma de garantizar su integridad, su  
libertad y sus derechos.

No se debe dejar de mencionar que, en ese sentido, el Observatorio 
de Participación Política de las Mujeres en Oaxaca realiza una loable 
labor, al propocionar las cifras de los casos de vpmrg en su informe; lo 
anterior, debido a que está integrado por varias instituciones públicas  
del estado que coadyuvan, de forma coordinada, a detectar el incre-
mento o la disminución de dichos casos.

Litigio en torno al caso

Planteamiento del caso

El caso aconteció en un municipio de Oaxaca. Una regidora, de ori-
gen mixteco, electa por el sistema de partidos políticos para el periodo  
2019-2021, acudió a solicitar los servicios de la Defensoría Pública 
Electoral (dpe). La persona fue atendida y se decidió optar por un juicio 
para la protección de los derechos político-electorales de la ciudadanía 
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(jdc), para poner de manifiesto el asunto ante la autoridad correspon-
diente y facilitar su acceso a la justicia.

En la narrativa de los hechos, se hicieron patentes las discriminacio-
nes de las cuales era objeto la regidora, pues era evidente que no podía  
ejercer de forma plena su cargo, sobre todo cuando dio a conocer que 
estaba embarazada. No se le permitía opinar ni tener injerencia res-
pecto a los temas del ayuntamiento, principalmente los que tenían que 
ver con los recursos o la cuenta pública, y, más grave aún, no se le 
respetó su derecho a gozar de la licencia de maternidad, derivado de  
todos los obstáculos que enfrentó desde que no se le permitió presentar  
el escrito en el que daba a conocer que tenía que irse en el periodo que 
comprendía la licencia de maternidad.

Ante su insistencia, solo algunos regidores le recibieron su constan-
cia; los demás le plantearon que tenían instrucciones de la presidenta 
municipal de no hacerlo. De igual modo, la regidora intentó, en varias 
ocasiones, hablar con la presidenta municipal, y ella siempre le ponía 
pretextos para no recibirla; sin embargo, debido a la insistencia, esta 
solo le recibió la copia del certificado médico con el que contaba, sin 
firmarle el acuse, al grado de decirle que “no la presionara y que, si no 
podía con el compromiso, para qué se embarazaba”, entre otras cosas 
discriminatorias hacia su persona. Así, le negó el goce de un derecho 
humano, como la licencia de maternidad para poder cuidar de su bebé.

En consecuencia, en el escrito de demanda se alegó que, además 
de los hechos que se indican, se hicieron valer los siguientes agravios: 

1)	 Derecho de ser votada, en su vertiente del pleno ejercicio y desem-
peño de su cargo como regidora de Hacienda.

2)	 Violencia política y el derecho de vivir una vida libre de violencia. 
3)	 Derecho de ser votada, en su vertiente del pleno ejercicio y desem-

peño de su encargo, relativo al pago de sus dietas de forma completa  
y puntual.

Asimismo, se aportaron las pruebas que sustentaban lo dicho por 
la regidora; no obstante, el asunto fue presentado ante el teeo, el 
cual, al momento de resolver, llevó a cabo un análisis sin perspectiva 
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intercultural y de género, que puede consultarse en el estudio de fondo 
del expediente JDCI-90/2019,1 y resolvió de la siguiente forma:

Primero. Este Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca es competente 
para resolver el presente juicio ciudadano.

Segundo. Se declara parcialmente fundado el agravio relativo a la  
obstrucción del ejercicio del cargo de la actora como integrante de 
la Comisión de Hacienda, por parte de la Presidente Municipal, pues 
no ha sido convocada a las sesiones que ha realizado dicha Comisión.

Tercero. Se declara infundado el agravio hecho valer por la actora,  
consistente en la omisión de pagarle sus dietas de manera puntual  
y completa.

Cuarto. Se declara inexistente la violencia política por razones de 
género denunciada por la actora Laura Cuenca Chávez.

Quinto. Se ordena a la Presidenta Municipal del Ayuntamiento de 
Ahuehuetitlán, Silacayoapan, Oaxaca, dé cumplimiento a lo ordenado 
en el apartado de efectos de la presente sentencia.

Sexto. Se dejan sin efectos las medidas de protección dictadas a 
favor de Laura Cuenca Chávez, mediante acuerdo plenario de quince 
de Julio del año en curso. (Sentencia JDCI-90/2019, 2019)

Estrategia para la defensa legal

Como parte del litigio estratégico, se llevó a cabo un análisis de la re-
solución considerando que no se juzgó con perspectiva de género ni 
con perspectiva intercultural, debido a que la regidora de Hacienda es 
una mujer indígena. Por lo tanto, se debió tomar en cuenta el Protocolo 
de Actuación para Quienes Imparten Justicia en Casos que Involucren 
Derechos de Personas, Comunidades y Pueblos Indígenas, así como el 
Protocolo para la Atención de Violencia Política contra las Mujeres en 
Razón de Género.

En la demanda presentada, se plantearon argumentos válidos que 
exponen el error en el momento de resolver el asunto por parte del 
teeo, además de un análisis minucioso de la normatividad constitu-
cional y convencional, en el que se explicó la vulneración a su derecho 
a que se juzgue su caso con perspectiva de género e intercultural y que 
no acreditar la vpmrg daba como resultado que seguía presente la vul-
neración de los derechos humanos de la regidora.

1	 El testado es añadido de la autora.
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Máxime porque, como se sabe, en el ámbito de la competencia, 
las autoridades tienen la obligación de promover, respetar, proteger y  
garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios 
de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad 
(Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 2023). En tal 
virtud, el Estado deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las vio-
laciones a los derechos humanos, en los términos que establezca la ley,  
como en el caso que se planteaba.

De tal manera, se hizo valer como acto impugnado la sentencia emi-
tida el 30 de agosto de 2019, por el teeo, en el expediente JDC/90/2019, 
en la parte relativa al estudio de fondo del asunto, por lo que hace a la  
vpmrg planteada y la declaratoria de su inexistencia. Debido a ello,  
la Sala Regional Xalapa del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación dio entrada al medio de impugnación referido.

La dpe, con sensibilidad y perspectiva de género en el caso, arribó 
a la conclusión de que era necesario hacer uso de la cadena impugnati-
va para hacer valer el derecho a ejercer el cargo sin menoscabo del res-
peto a sus derechos reproductivos y libre de violencia, para lo que se 
presentó el jdc, el cual fue radicado por la Sala Regional Xalapa con el 
número de expediente SX-JDC-326/2019.

Este medio de impugnación es importante, pues se hace valer, me-
diante un análisis razonado, la vulneración de la sentencia del Tribunal 
local, y se concluyen los argumentos con dos puntos importantes: 

1)	 Falta de congruencia interna y externa.
2)	 Falta de perspectiva de género, elemento esencial para alcanzar el 

acceso a la justicia en condiciones de igualdad.

Con base en tales explicaciones, se pone en evidencia la falta de 
perspectiva de género en este caso particular.

Resalta la importancia de que exista este tipo de impugnaciones, de-
bido a la complejidad que implican estos casos de vpmrg, así como la 
invisibilización y normalización en la que se encuentra este tipo de si-
tuaciones. Se instó a que se analizara en forma detallada y de acuerdo al 
Protocolo para la Atención de la Violencia Política contra las Mujeres en 
Razón de Género.

Lo anterior, porque el derecho de las mujeres a una vida libre de dis-
criminación y de violencia se traduce en la obligación de toda autoridad 
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de actuar con la debida diligencia y de manera conjunta para prevenir, 
investigar, sancionar y reparar una posible afectación a sus derechos.

La Sala Regional Xalapa radicó la demanda con la clave SX-JDC- 
-326/2019 y concluyó, en su estudio de fondo, que se trata de conductas  
estereotipadas que demuestran la violencia ejercida en agravio de la  
regidora de Hacienda por cuestiones de género, toda vez que se menos-
preció su derecho a la salud y su vida reproductiva y se reforzaron los 
estereotipos que prevalecen acerca de la condición de mujer, los cuales 
han tenido un impacto diferenciado en el ejercicio de un cargo público 
de elección popular, en el que las mujeres históricamente han enfren-
tado una situación de desventaja.

De ahí que esté acreditado que la violencia ejercida en contra de  
la actora se dirigió a ella por ser mujer y tuvo como base elementos  
de género, puesto que, en términos simbólicos, se demeritó la participa-
ción de una mujer, en el ejercicio de sus funciones, en un cargo público 
de un ayuntamiento, por estar embarazada, con lo que se reproducen 
estereotipos de los roles que normalmente se asignan a ellas.

La Sala Regional Xalapa consideró que los actos desplegados en con-
tra de la actora tuvieron un impacto diferenciado en las mujeres, puesto 
que la dejaron en estado de vulnerabilidad en el desempeño del cargo. 
Por tanto, al encontrarse en estado de gravidez, que requiere de aten-
ción y cuidados especiales, el trato recibido produce condiciones de 
desventaja en las mujeres embarazadas que optan por incorporarse a la 
esfera pública y, particularmente, a un cargo de representación popular.

Además, también reflexionó y fue concluyente al mencionar en la 
resolución que sí hubo afectación de manera desproporcionada, pues-
to que no solo se vulneró su derecho al pleno ejercicio del cargo, sino 
que se perjudicaron sus derechos humanos y los de su hija o hijo en 
gestación, al no brindarse la atención que era debida en la condición 
que guardaba la enjuiciante.

En ese sentido, la Sala Regional Xalapa, al realizar debidamente 
el estudio de fondo respecto de los criterios tomados en la sentencia 
del teeo, el 4 de octubre de 2019, resolvió de la siguiente manera sus 
efectos:2

2	 El testado es añadido de la autora.
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Declara la existencia de violencia política en razón de género en agra-
vio de Laura Cuenca Chávez, en su calidad de Regidora de Hacienda 
del Ayuntamiento de Ahuehuetitlán, Silacayoapam, Oaxaca.

En consecuencia, se ordena a todos los integrantes del Ayunta-
miento abstenerse de realizar acciones u omisiones que de manera 
directa o indirecta tengan por objeto o resultado, intimidar, molestar o 
causar daño, perjuicio u obstaculizar el ejercicio del cargo de Regidora 
de Hacienda de la ahora actora.

Asimismo, se destaca que esta Sala Regional en diverso precedente 
judicial (Sentencia SX-JRC-140/2018), ha sostenido que este tipo de 
conductas son reprochables, al haber considerado que, quien las co-
mete no cuenta con un modo honesto de vivir, y consecuentemente, 
dicha circunstancia podría derivar en la inelegibilidad para ocupar un 
cargo de representación por haber cometido actos de violencia política 
en razón de género.

Por ende, se vincula a la presidenta municipal del Ayuntamiento 
de Ahuehuetitlán, Silacayoapam, Oaxaca, para que, como medidas de  
no repetición, con el apoyo de las diversas instituciones públicas  
defensoras de los derechos humanos y de la mujer, solicite, imple-
mente y participe en programas de capacitación y sensibilización en 
materia de género y derechos de la mujer, dirigidos a los integrantes 
del propio Ayuntamiento tales como:

Para tales como efectos se vincula a las instituciones siguientes:

a)	 Defensoría de los Derechos Humanos del Pueblo de Oaxaca.
b)	 Secretaría de las Mujeres de Oaxaca.
c)	 Fiscalía General del Estado de Oaxaca.
d)	 Comisión Especial de Seguimiento a la Alerta de Violencia de 

Género contra las Mujeres en el Estado de Oaxaca, del Congreso 
del Estado.

A fin de que en el ámbito de sus atribuciones brinden el apoyo que 
les solicite el ayuntamiento de Ahuehuetitlán, Silacayoapam, Oaxaca, 
para la implementación de los referidos programas de capacitación.

Asimismo, el Ayuntamiento de Ahuehuetitlán, Silacayoapam, 
Oaxaca, deberá proveer lo necesario a efecto de que se subsanen las 
irregularidades derivadas de la sustitución de la actora por su suplente,  
toda vez que se ha estimado como indebido que la Regidora de Hacien-
da hubiera tenido que asumir el pago de las dietas que correspondía  
a la aludida suplente.

Además, en razón de que la suplente desempeñó de manera pro-
visional el cargo de Regidora de Hacienda, durante la ausencia de la 
propietaria en el propio ayuntamiento, deberá ser restituida en las 
prestaciones o derechos que dicho ayuntamiento dejó de reconocerle 
durante el ejercicio de dicha función.
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Se instruye al ayuntamiento, para que rinda un informe mensual 
al Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca, hasta que concluya el pe-
riodo de la actora como Regidora Municipal, respecto de las acciones 
que instrumenten para cabal cumplimiento de lo ordenado.

Además, como garantía de satisfacción, se ordena al Tribunal local 
que el resumen de la presente sentencia, que se inserta a continuación, 
sea fijado en el espacio destinado para los estrados del Ayuntamiento 
Ahuehuetitlán, Silacayoapam, Oaxaca, por el actuario que al efecto 
designe el Tribunal local.

Se deja firme la determinación de la responsable de declarar fun-
dado el agravio relativo a la obstrucción del cargo de la actora y, por 
consecuencia, lo ordenado en el apartado de efectos de dicha ejecu-
toria. (Sentencia SX-JDC-326/2019, 2019)

Destaca, en los efectos, que los actos atribuidos a la presidenta mu-
nicipal y a varios regidores más del ayuntamiento constituían vpmrg en 
perjuicio de la regidora de Hacienda, lo que le daba la razón, al estimar  
que se incumplió con el deber de juzgar con perspectiva de género.

Lo anterior, dada la importancia por su condición de mujer y el estado  
de embarazo de la representada, ya que es evidente que la presidenta 
municipal, en el ejercicio de sus funciones, no hizo lo necesario para 
garantizar los derechos humanos de la regidora, al ser omisa en aten-
der su solicitud de licencia de maternidad y proveer lo conducente pa-
ra suplir su ausencia durante el tiempo en el que debía separarse del 
cargo, además de consentir que, con sus propios recursos económicos, 
pagara a su suplente las dietas correspondientes por el desempeño de 
sus funciones.

Derivado de ello, se solventó la vulneración de la cual había sido 
objeto la afectada, al modificar la sentencia del 30 de agosto de 2019, 
emitida por el teeo en el juicio de la ciudadanía JDC/90/2019, por las 
razones ya mencionadas en esta narrativa, las cuales se precisan en el 
considerando último de la ejecutoria.

Lo más importante de este simbólico caso fue que originó que se in-
cluyera la afectación a los derechos reproductivos como supuesto de 
vpmrg en la normativa, tanto federal como local.
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Conclusiones

De casos como el anterior, se destaca que se han logrado reformas que 
ayudan a tener un avance ante las conductas constitutivas de violencia 
contra las mujeres. Cabe mencionar que, en Oaxaca, la Ley Estatal de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia de Género ha sido  
medular para que este tipo de conductas sean visibilizadas en el estado  
y para que ellas tengan un pleno acceso a la justicia.

Consecuencia de ello fue que, el 13 de abril de 2020, la Cámara de Di-
putaciones del Estado de Oaxaca aprobó diversas disposiciones que reco-
nocen la existencia de la problemática de la vpmrg; esto conllevó reformar  
y adicionar disposiciones en las leyes específicas en la materia, como la  
Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y  
la Ley General en Materia de Delitos Electorales, entre otras. Por consi-
guiente, el objetivo principal de esta reforma es armonizar el marco jurídi-
co local con las disposiciones federales ya aprobadas y, con ello, garantizar 
que las mujeres participen en la política sin violencia, es decir, asegurar su 
acceso a una vida libre de violencia antes, durante y después de los proce-
sos electorales, en el desempeño de sus cargos públicos y en todo tipo de 
participación o actuación en dicho ámbito.

Un ejemplo de ello se contempla en la reforma a la Ley General de 
Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, que, en su artículo  
20 ter, fracción XV, a la letra dice:

Articulo 20 Ter. La violencia política contra las mujeres puede expre-
sarse, entre otras, a través de las siguientes conductas:

XV. Discriminar a la mujer en el ejercicio de sus derechos políticos 
por encontrarse en estado de embarazo, parto, puerperio, o impedir o 
restringir su reincorporación al cargo tras hacer uso de la licencia de 
maternidad o de cualquier otra licencia contemplada en la normativa. 
(Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia, 
artículo 20 ter, fracción XV, 2021)

Derivado de lo anterior, es importante reiterar la armonización rea-
lizada a la Ley Estatal de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Vio-
lencia de Género, de Oaxaca, la cual refiere lo siguiente:

Artículo 11 Bis. Se consideran actos de violencia política, entre otros, 
aquellos que: “n) Discriminen a la autoridad electa designada o en el 
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ejercicio de la función político-pública, por razón de su género o por 
encontrarse en la etapa de embarazo, parto y puerperio […]”. (Ley 
Estatal de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia de 
Género, artículo 11 bis, 2009)

En consecuencia, se considera que el asunto abordado —y que tuvo 
un seguimiento jurisdiccional al agotarse la cadena impugnativa, a fin 
de hacer valer los derechos de la regidora— es un caso relevante deri-
vado de las peculiaridades que se refieren, pues sentó los precedentes 
para que se estableciera este tipo de conducta como una de las moda-
lidades de violencia política en razón de género, l cual fue inclusiva al 
armonizarse las normas federales y las locales de Oaxaca.

El caso analizado permite advertir la doble discriminación de que 
son objeto, o pueden ser, las mujeres, debido al hecho de serlo y a su 
procedencia indígena, más aún cuando se vincula un asunto al derecho  
de salud reproductiva y estas se encuentren ocupando cargos públicos de  
elección popular. 

De ahí la importancia de la sentencia emitida, cuyo fin es evitar que 
este tipo de conductas sigan normalizándose, para lo que es importante  
el aporte de las reformas para prevenir y eliminar todas las formas  
de discriminación y violencia contra las mujeres, y que ellas, por medio de  
la Defensoría, puedan tener acceso a la justicia, con resoluciones que 
hagan valer sus derechos político-electorales, y que sean restituidas,  
de manera efectiva, en el ejercicio y desempeño de los cargos para los 
que fueron electas.

Este apartado pertenece a la obra 
Casos relevantes de la Defensoría Pública Electoral, la cual es acervo del TEPJF.

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



63

Casos relevantes de la Defensoría Pública Electoral

Referencias

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. (2023). https://
legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wfArticuladoFast. 
aspx?q=b/EcoMjefuFeB6DOaNOimNPZPsNLFqe0s7fey1Fqricr 
Qza8We7yhvIbcaG5V5q+xgHNlW9SYsJjqdW/fIiVTw==

Incháustegui, Teresa. (2018). Violencia feminicida en México. onu  
Mujeres. https://mexico.unwomen.org/sites/default/files/ 
Headquarters/Attachments/Sections/Library/Publications/ 
2013/2/Feminicidio_Mexico-1985-2010%20pdf.pdf

Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia. 
(2021). https://www.cndh.org.mx/sites/defaut/files/documentos/ 
2019-04/Ley_GAMVLV.pdf

Ley Estatal de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia  
de Género. (2009). https://www.congresooaxaca.gob.mx/
legislacion_estatal.

Martínez, Maribel. (2020, 20 de diciembre). En 2020, crece violencia 
política contra las mujeres en Oaxaca: Observatorio de Género. 
RIOaxaca. https://www.riooaxaca.com/2020/12/22/en-2020 
-crece-violencia-politica-contra-las-mujeres-en-oaxaca 
-observatorio-de-genero/

Recomendación general N.°. 19. (1992). Comité de la Convención para 
la Eliminación de todas las Formas de Discriminación Contra la  
Mujer, Organización de las Naciones Unidas. https://violencia 
genero.org/web/wp-content/uploads/2017/07/cedaw_1992.pdf

Sentencia SX-JRC-14/2018, Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca. 
(2018). https://www.te.gob.mx/EE/SX/2018/JRC/140/SX_2018_
JRC_140-762023.pdf.

Sentencia JDCI-90/2019, Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca.  
(2019). https://teeo.mx/index.php/actividad-jurisdiccional/
sentencias 

Sentencia SX-JDC-326/2019, Tribunal Electoral del Poder Judicial de 
la Federación. (2019). https://www.te.gob.mx/sentenciasHTML/
convertir/expediente/SX-JDC-326-2019.

Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. (2017). Protocolo  
para la atención de la violencia política contra las mujeres en  
razón de género (3.ª ed.). 

Este apartado pertenece a la obra 
Casos relevantes de la Defensoría Pública Electoral, la cual es acervo del TEPJF.

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

https://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wfArticuladoFast.aspx?q=b/EcoMjefuFeB6DOaNOimNPZPsNLFqe0s7fey1FqricrQza8We7yhvIbcaG5V5q+xgHNlW9SYsJjqdW/fIiVTw==
https://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wfArticuladoFast.aspx?q=b/EcoMjefuFeB6DOaNOimNPZPsNLFqe0s7fey1FqricrQza8We7yhvIbcaG5V5q+xgHNlW9SYsJjqdW/fIiVTw==
https://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wfArticuladoFast.aspx?q=b/EcoMjefuFeB6DOaNOimNPZPsNLFqe0s7fey1FqricrQza8We7yhvIbcaG5V5q+xgHNlW9SYsJjqdW/fIiVTw==
https://legislacion.scjn.gob.mx/Buscador/Paginas/wfArticuladoFast.aspx?q=b/EcoMjefuFeB6DOaNOimNPZPsNLFqe0s7fey1FqricrQza8We7yhvIbcaG5V5q+xgHNlW9SYsJjqdW/fIiVTw==
https://mexico.unwomen.org/sites/default/files/Headquarters/Attachments/Sections/Library/Publications/2013/2/Feminicidio_Mexico-1985-2010%20pdf.pdf
https://mexico.unwomen.org/sites/default/files/Headquarters/Attachments/Sections/Library/Publications/2013/2/Feminicidio_Mexico-1985-2010%20pdf.pdf
https://mexico.unwomen.org/sites/default/files/Headquarters/Attachments/Sections/Library/Publications/2013/2/Feminicidio_Mexico-1985-2010%20pdf.pdf
https://www.cndh.org.mx/sites/defaut/files/documentos/2019-04/Ley_GAMVLV.pdf
https://www.cndh.org.mx/sites/defaut/files/documentos/2019-04/Ley_GAMVLV.pdf
https://www.congresooaxaca.gob.mx/legislacion_estatal
https://www.congresooaxaca.gob.mx/legislacion_estatal
https://www.riooaxaca.com/2020/12/22/en-2020-crece-violencia-politica-contra-las-mujeres-en-oaxaca-observatorio-de-genero/
https://www.riooaxaca.com/2020/12/22/en-2020-crece-violencia-politica-contra-las-mujeres-en-oaxaca-observatorio-de-genero/
https://www.riooaxaca.com/2020/12/22/en-2020-crece-violencia-politica-contra-las-mujeres-en-oaxaca-observatorio-de-genero/
https://violenciagenero.org/web/wp-content/uploads/2017/07/cedaw_1992.pdf
https://violenciagenero.org/web/wp-content/uploads/2017/07/cedaw_1992.pdf
https://www.te.gob.mx/EE/SX/2018/JRC/140/SX_2018_JRC_140-762023.pdf
https://www.te.gob.mx/EE/SX/2018/JRC/140/SX_2018_JRC_140-762023.pdf
https://teeo.mx/index.php/actividad-jurisdiccional/sentencias
https://teeo.mx/index.php/actividad-jurisdiccional/sentencias
https://www.te.gob.mx/sentenciasHTML/convertir/expediente/SX-JDC-326-2019
https://www.te.gob.mx/sentenciasHTML/convertir/expediente/SX-JDC-326-2019


Este apartado pertenece a la obra 
Casos relevantes de la Defensoría Pública Electoral, la cual es acervo del TEPJF.

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



Constitucionalidad de requisitos  
para cargos de representación  

de pueblos originarios

Rafael Cruz Vargas

Introducción

El control de constitucionalidad acerca de las reglas relacionadas con 
el ejercicio de los derechos políticos-electorales establece una clara re-
lación entre la justicia y la democracia a partir de dos ideas previas: la  
primera, que la democracia y los procesos electorales deben ceñirse  
a la ley y al derecho y, la segunda, en consecuencia, que los conflictos 
derivados deben resolverse en la sede judicial. Esto es la llamada judi-
cialización de la política.

Las reglas que componen el sistema normativo interno de un pueblo  
originario no son la excepción. Los procedimientos que sirven para la 
elección de las autoridades tradicionales y representativas de los pue-
blos o las comunidades indígenas deben cumplir con determinados mí-
nimos formales y materiales para considerarse válidos y, entonces, ser 
exigidos a sus integrantes; particularmente, los requisitos que se impo-
nen para que una persona sea elegible a un cargo, pues los motivos para  
excluir a una persona de la posibilidad de ocupar y ejercer una posi-
ción representativa en su comunidad deben estar muy bien justifica-
dos, de lo contrario, podría considerarse como una arbitrariedad —una 
injusticia—.

Principios como la certeza jurídica, la razonabilidad, la proporciona-
lidad y, sobre todo, el respeto y la protección de los derechos fundamen-
tales son trasladables al contexto de un sistema normativo interno, por  
lo que son susceptibles del control judicial de constitucionalidad y 
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convencionalidad, con los parámetros de la perspectiva intercultural, 
por supuesto.

En efecto, el constitucionalismo pluricultural es fuente de tensiones 
y, por ende, de conflictos. El caso que se revisa en el presente texto se 
trata de un problema entre una autoridad tradicional, encargada de la 
organización del procedimiento electivo de un cargo representativo, y 
una persona integrante de la comunidad interesada en participar como 
candidata. Esto es, una complicación que surgió a partir de determina-
das reglas del sistema normativo interno que afectaron la pretensión de  
la candidata de participar por un cargo de elección; particularmente,  
a partir de que se condicionó el derecho de obtener una candidatura al 
pago de una cuota y se limitó la posibilidad de reelección en el cargo 
de subdelegado ante la alcaldía.

En ese sentido, el caso genera diversas interrogantes que pueden ser 
interesantes para el análisis desde una perspectiva constitucional. ¿Cómo  
se identifica un sistema normativo interno? Es decir, ¿existe alguna  
regla de reconocimiento en un sistema de esta naturaleza?, ¿cuál es el  
grado de discrecionalidad de la autoridad encargada de generar los  
preceptos de un sistema normativo interno?, ¿tiene límites?, ¿debe un 
sistema normativo caracterizado por la protección de un colectivo res-
petar los derechos individuales?

Subdelegación de los pueblos originarios  
en Ciudad de México

En el sur de Ciudad de México se asientan pueblos que se reconocen 
como originarios, por ocupar el territorio desde antes de la Conquista 
española (Briseño, 2002, p. 1). Estos han logrado conservar sus formas 
de organización y convivencia social, a partir de lo cual se dio la nece-
sidad de encontrar figuras que ocuparan un papel de enlace con las au-
toridades municipales, delegacionales y, actualmente, con las alcaldías 
de Ciudad de México.

Como lo describió Briseño, al abordar el antecedente directo de es-
tas subdelegaciones,

éstos son electos por su comunidad y al mismo tiempo pasan a formar 
parte de la administración pública delegacional. Por ello, comparten 
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en los hechos las facultades consuetudinarias que les otorga el pueblo 
(y su Derecho Público consuetudinario) y las funciones administrati-
vas establecidas por cada delegación (y el Derecho Público Positivo). 
(Briseño, 2002, p. 1)

En estos términos, la subdelegación, también conocida como sub-
delegación auxiliar, es un cargo que puede caracterizarse como un en-
granaje entre las formas tradicionales de organización de los pueblos 
originarios y la organización jurídico-administrativa de las alcaldías, 
como en el ámbito de gobierno en Ciudad de México.

Anteriormente, las autoridades administrativas —delegaciones— 
participaban directamente en el procedimiento de elección de las sub-
delegaciones auxiliares (Briseño, 2002, p. 1). Sin embargo, desde hace 
algunos años, este procedimiento es dirigido y organizado exclusiva-
mente por las instituciones del pueblo originario.

Esa situación distingue, de forma sustancial, las subdelegaciones de 
los pueblos originarios de otras formas de representación indígena an-
te las autoridades municipales. En algunos casos, como Guanajuato, 
Querétaro y San Luis Potosí, la elección de la subdelegación indígena 
la efectúan directamente las autoridades municipales (Camacho, 2023, 
p. 133). En todo caso, se prevé la participación de las comunidades in-
dígenas por medio de una consulta previa.

La figura de la subdelegación de los pueblos originarios en Ciudad 
de México, al revestir esta naturaleza de enlace, debe reconocerse co-
mo una autoridad propia de cada pueblo originario, ya que se trata de 
una institución que ejerce una verdadera representación política del 
pueblo ante la alcaldía y, a su vez, funge como gestor de las necesida-
des de su comunidad.

En la Constitución Política de la Ciudad de México y en la Ley Orgá-
nica de Alcaldías de la Ciudad de México se establece que las alcaldías  
deben reconocer a las autoridades y los representantes de los pueblos  
y barrios originarios y a las comunidades indígenas residentes, cuyo  
nombramiento sea legal y legítimo, en el marco de sus sistemas 
normativos.

En el caso de los pueblos originarios, se ha reconocido la facultad  
exclusiva de sus integrantes por medio de un procedimiento organizado  
de acuerdo con el sistema normativo interno, consistente en:
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1)	 La emisión de una convocatoria.
2)	 Una etapa de registro de candidaturas.
3)	 Un periodo de proselitismo o promoción.
4)	 Una jornada electoral en la que participan las personas que forman 

parte de cada pueblo con el derecho reconocido de votar.

En la convocatoria se definen los plazos del procedimiento y, más  
importante, los requisitos que deben cumplir las personas interesadas en  
registrarse para configurar una opción electoral para ocupar el car-
go, cuyo cumplimiento o incumplimiento es valorado por la autoridad  
tradicional encargada de la organización del procedimiento.

Esta determinación resulta crucial para el ejercicio democrático, 
desde dos perspectivas: en primer lugar, la definición de los requisitos, 
y, en segundo, valorar si las personas aspirantes están habilitadas para  
participar, por cumplirlos cabalmente. Si bien existe una amplia dis-
crecionalidad al respecto, lo cierto es que estas determinaciones deben  
respetar, por un lado, el sistema normativo interno y, por el otro, el  
derecho individual de las y los aspirantes a participar con su candidatura.

El análisis del caso que se propone en esta ocasión se relaciona pre-
cisamente con estas dos etapas: la formulación de la convocatoria para 
la elección de la subdelegación del pueblo de Chimalcoyoc, en la alcal-
día de Tlalpan, y la decisión de impedir que una de las personas aspi-
rantes se registrara por incumplir con los requisitos establecidos en la 
convocatoria específica de 2022.

Análisis del caso relevante 

Descripción del caso

En el pueblo de Chimalcoyoc, Tlalpan, se ha celebrado la elección del 
cargo de subdelegación en 2013, 2016, 2019 y 2022, años durante los 
cuales la Junta Cívica ha sido la autoridad tradicional encargada de ex-
pedir la convocatoria respectiva.

En el caso que ocupa a este trabajo, se abordó, en específico, la con-
vocatoria para el procedimiento electivo de 2022, dado que la Junta Cí-
vica decidió que uno de los aspirantes a una candidatura incumplía con 
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los requisitos señalados en sus bases. En particular, se negó su registro 
como candidato por dos razones:

1)	 Ocupó el cargo de subdelegado entre 2016 y 2019.
2)	 Incumplió la obligación de pagar una aportación para el registro de 

su candidatura.

Al respecto, cabe hacer un par de precisiones. En las convocatorias 
expedidas para los procedimientos de 2013, 2016 y 2019, por una par-
te, no se implementó ninguna regla con respecto a la reelección y, por 
otra, se previó una obligación de cubrir un depósito en dinero, con el 
objeto de garantizar el retiro de la propaganda colocada en el periodo 
de proselitismo; sin embargo, no se supeditó el registro de las candida-
turas al cumplimiento del pago, sino que simplemente se trató de una 
medida para asegurar el retiro de la propaganda.

Si se da lectura al recuento de los lineamientos y las convocatorias 
de 2013, 2016 y 2019, de la sentencia TECDMX-JLDC-193/2022 y acu-
mulado TECDMX-JLDC-198/2022, se advierte que se aprobó una dis-
posición con la cual se permitía la colocación de propaganda durante 
el procedimiento; sin embargo, las candidaturas tenían la obligación de  
retirarla tras su conclusión o, de lo contrario, se haría efectivo un 
depósito.

Para el procedimiento electivo de 2013, la redacción del requisito 
referido fue la siguiente:

1. Los (las) candidatos (as) podrán pegar carteles en lugares públicos 
y deberán retirarlos al término de la campaña. Para asegurar el reti-
ro de la propaganda electoral, los (las) Candidatos (as) realizarán un 
depósito de $2,000.00 (DOS MIL PESOS 00/100 M. N), por lo que en  
caso de que el candidato (a) no lleve a cabo el retiro de la totalidad  
de su propaganda electoral, la Junta Cívica implementará el me-
canismo correspondiente a fin de que se lleve a cabo el retiro de  
la propaganda electoral, haciendo uso de ese depósito. (Sentencia 
TECDMX-JLDC-193/2022 y acumulado TECDMX-JLDC-198/2022, 
2023)

En 2019, la Junta Cívica implementó la redacción siguiente (numeral 9): 

Los candidatos(as) podrán pegar carteles en lugares públicos y debe-
rán retirarlos al término de la campaña. En caso de no cumplir con lo 
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establecido, se destinará el depósito previo para pagar a personal que se 
encargue de hacer el retiro de dicha publicidad. (Sentencia TECDMX- 
-JLDC-193/2022 y acumulado TECDMX-JLDC-198/2022, 2023)

En tales circunstancias, el aspirante, cuyo registro fue aprobado, 
inició una cadena impugnativa ante el Tribunal Electoral de la Ciudad 
de México (tecdmx) y la Sala Regional Ciudad de México del Tribu-
nal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) para revocar 
la convocatoria en la que se sustentó la negativa, con el argumento  
de un trato desigual en su contra —por ser el único aspirante que  
había ocupado anteriormente el cargo de subdelegado—, así como por 
la aplicación indebida de un requisito que no formaba parte del sistema  
normativo interno, esto es, la exigencia de una aportación económica 
para obtener el registro.

Control de constitucionalidad respecto a reglas 
de sistemas normativos indígenas

Ha sido un criterio sólido y reiterado, tanto de la Sala Superior del  
tepjf como de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (scjn), que las  
normas consuetudinarias tienen el potencial de violar o, al menos, con-
trariar los derechos fundamentales, pues su autodeterminación confluye  
con otros principios de igual categoría, como la dignidad humana, el 
pluralismo y la protección de las minorías.

La Primera Sala de la scjn ha señalado que el deber de juzgar con in-
terculturalidad implica resolver el caso concreto atendiendo a la vigen-
cia y aplicabilidad del derecho consuetudinario, así como a su contraste 
con los derechos humanos reconocidos constitucional y convencional-
mente (Jurisprudencia 1.ª./J. 92/2022, 2022).

En ese sentido, la Sala Superior del tepjf ha sido consistente en que, por  
ejemplo, las normas consuetudinarias relativas a los procesos internos 
de elección de cargos tradicionales o representantes deben respetar el 
principio de universalidad del sufragio. Por lo anterior, salvo las ex-
cepciones expresamente permitidas por los ordenamientos nacional y  
estatal, toda persona f ísica se encuentra en aptitud de ejercerlo en las 
elecciones populares que se celebren para la renovación de los órganos 
públicos representativos (Jurisprudencia 37/2014, 2014).
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Lo mismo ocurre con el principio de igualdad jurídica. Si bien el Es-
tado reconoce y garantiza el derecho de las comunidades indígenas para 
llevar a cabo las elecciones de los integrantes de los órganos de auto-
ridad municipal, conforme a sus usos y costumbres, tal derecho no es 
ilimitado ni absoluto, ya que su ejercicio debe estar invariablemente 
regido por las normas y los principios establecidos en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos (cpeum) y en los tratados in-
ternacionales que reconocen derechos fundamentales. En este contex-
to, las normas del derecho consuetudinario deben promover y respetar  
el derecho al voto de las mujeres, tanto en su vertiente activa como pa-
siva (Jurisprudencia 22/2016, 2016).

Por su parte, en el precedente SUP-JDC-61/2012, la Sala Superior  
señaló que el reconocimiento y la aplicación del derecho al autogobierno  
que asiste a una comunidad indígena en forma alguna pueden tradu-
cirse en que las autoridades o la ciudadanía se encuentren compelidas  
a obedecer aquellas situaciones en que la práctica de ciertos procedi-
mientos o instituciones del derecho consuetudinario pudieran conculcar  
algún o algunos derechos humanos reconocidos en la cpeum y en los 
tratados internacionales.

En la misma vertiente se encuentra el pronunciamiento en el ex-
pediente SUP-JDC-1740/2012, en el que se determinó que la validez 
y vigencia del derecho de autogobierno deben ser respetadas por la 
ciudadanía y las autoridades, con excepción de aquellas costumbres o 
prácticas que resulten violatorias de los derechos humanos.

Entonces, si los sistemas normativos deben respetar los princi-
pios constitucionales y los derechos fundamentales reconocidos en la 
Constitución federal y los tratados internacionales, las disposiciones 
que los componen deben considerarse como susceptibles de control 
constitucional.

Análisis del Tribunal Electoral de la Ciudad de México 
y de la Sala Regional Ciudad de México

En primera instancia, el aspirante a candidato a subdelegado del pue-
blo de Chimalcoyoc, excluido por la Junta Cívica para contender en el 
procedimiento electivo, interpuso un juicio de protección de los dere-
chos político-electorales de la ciudadanía (jdc) ante el tecdmx, para 
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controvertir la validez de los requisitos referidos a una aportación eco-
nómica y a la prohibición de la reelección, al considerarlos excesivos e  
inválidos, de conformidad con el sistema normativo que regula estos 
procedimientos electivos, además de que se derivaron de una actuación 
arbitraria de la Junta, específicamente para evitar su registro.

El tribunal local resolvió en el sentido de revocar la segunda convo-
catoria de la Junta Cívica y, en consecuencia, ordenó dejar sin efectos 
“todas las actuaciones que hayan acontecido con posterioridad a la emi-
sión de la segunda convocatoria” (Sentencia TECDMX-JLDC-193/2022 
y acumulado TECDMX-JLDC-198/2022, 2023), esto es, los registros 
de las candidaturas; cualquier acto tendente al desarrollo y la ejecu-
ción de la jornada electiva; los resultados; la entrega de constancias a 
las personas ganadoras, así como cualquier acto relativo a que la pla-
nilla ganadora del proceso electivo asumiera el cargo de subdelegado o 
subdelegada del pueblo de Chimalcoyoc.

Lo anterior, justamente, por considerar que los requisitos exigidos 
para la participación en el proceso electivo fueron contrarios a derecho. 
Por una parte, el requisito de aportación económica, en el concepto  
del tribunal local, condicionaba injustificadamente la participación a 
las condiciones de tipo social, lo cual generaba una situación de des-
igualdad y discriminación; por la otra, en cuanto a la prohibición de 
la reelección, determinó que se trataba de una limitación al derecho 
de participación de las personas interesadas en registrarse como can-
didatas que “no forma parte del sistema consuetudinario”, adoptado 
por la autoridad en procedimientos anteriores y, además, se estable-
ció de forma improvisada, arbitraria y coyuntural en agravio del aspi-
rante que impugnó.

En la argumentación del tribunal local queda clara la tensión entre  
la obligación de maximizar el derecho de autodeterminación de las  
comunidades indígenas, a efectos de evitar afectaciones o interferen-
cias injustificadas en la forma en que eligen a sus autoridades, y las 
obligaciones del respeto y protección de otros principios y derechos 
constitucionales que pudieran verse afectados. En palabras del Tribunal  
Electoral de la Ciudad de México.

Desde esta visión, sin lugar a dudas es nuestra obligación constitucio-
nal, en primer lugar, tratar de establecer una compatibilidad y armonía 
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entre los requisitos establecidos por la Junta Cívica para la elección del 
cargo de subdelegado, [...] en tanto se presenta inicialmente como una  
aparente disposición de usos y costumbres amparada bajo el principio de  
autodeterminación que detenta el Pueblo de Chimalcoyoc, con el  
derecho de participación política que tiene el actor para contender 
en la elección y, de ser el caso, ocupar el citado cargo, así como con 
los principios de certeza y legalidad que rigen en materia electoral. 
(Sentencia TECDMX-JLDC-193/2022 y acumulado TECDMX-JLDC- 
-198/2022, 2023)

Esta decisión fue controvertida, ante la Sala Regional Ciudad de 
México (Sentencia SCM-JDC-52/2023), por el candidato que obtuvo 
el mayor número de votos en el procedimiento electivo que quedó sin 
efectos, de conformidad con la sentencia del tecdmx, quien argumen-
tó que no fue llamado al juicio y la sentencia no le fue notificada, cir-
cunstancias que le impidieron ejercer su derecho a la defensa de sus 
intereses.

La Sala Regional Ciudad de México dedujo que, efectivamente, se 
vulneró su derecho porque, en un primer momento, la Junta Cívica 
no cumplió con el trámite exigido en la legislación procesal electoral 
y, por ende, fue imposible para el candidato conocer siquiera que se  
había interpuesto un medio de impugnación en contra de las convoca-
torias; además, la Sala Regional precisó que, al momento de resolver, la 
jornada electiva ya se había llevado a cabo y, por tanto, el tribunal local 
tenía conocimiento de quién había sido el ganador en un procedimiento  
que terminó siendo revocado, lo cual generaba la exigencia de llamar a 
juicio al candidato ganador previo a la emisión de su sentencia.

De manera que el asunto regresó al conocimiento del tribunal local, 
con la exigencia de llamar a juicio al candidato ganador para que efec-
tuara las manifestaciones necesarias en defensa de su derecho. Una vez 
tramitado el juicio en tales términos, el tecdmx emitió una segunda 
resolución, sin cambiar su estudio del asunto, pues volvió a revocar la  
convocatoria y a dejar sin efectos el procedimiento electivo, por los  
siguientes argumentos:

1)	 El establecimiento de una modalidad de no reelección, consisten-
te en no haber desempeñado previamente el cargo de titular de 
la subdelegación, concretamente de manera honorífica, resultaba 
inconstitucional.
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Lo anterior, pues —a juicio del tribunal local— se trataba de una 
actuación que revestía las características de una ley privativa, que 
vulneraba el artículo 13 constitucional, en perjuicio del entonces 
accionante, al transgredir el principio de igualdad jurídica, ya que el 
desempeño previo del cargo en forma honorífica se basaba en una 
calidad subjetiva e individualizada del actor primigenio.

2)	 El requisito de aportar $2,000 pesos era, igualmente, inconstitucio-
nal, pues, desde la perspectiva del tribunal responsable, se trataba 
de una exigencia que producía una discriminación basada en una 
categoría sospechosa —motivada por la condición social— y afec-
taba a una persona perteneciente a un pueblo originario de Ciudad 
de México.

Ello, pues, para el tribunal local, la discriminación se fundaba 
en un rasgo estructural de la condición económica y social de las 
personas aspirantes que afectaba al pueblo en su conjunto —como 
grupo históricamente sometido a prácticas discriminatorias—, lo 
que contravenía el artículo 1 constitucional.

Nuevamente, el candidato ganador y otras personas interesadas im-
pugnaron la sentencia del tribunal local, por la vía de un juicio para la 
protección de los derechos político-electorales de la ciudadanía ante  
la Sala Regional Ciudad de México (Sentencia SCM-JDC-178/2023  
y acumulado); alegaron que la resolución no atendió de forma exhaustiva  
los elementos probatorios, consistentes en el expediente del procedi-
miento electivo, las convocatorias de procedimientos previos, las ma-
nifestaciones de la persona llamada a juicio y el cúmulo de pruebas 
aportadas. Además, arguyeron que los requisitos cuestionados no eran 
novedosos ni arbitrarios y que, en procedimientos anteriores, ya se re-
quería una aportación económica, por lo que este requisito no podía 
ser visto como novedoso.

En su estudio, la Sala Regional se decantó por revocar nuevamente 
la decisión del tribunal local, ahora, por considerar que no se identificó 
de forma adecuada el marco normativo aplicable. En su argumentación, 
señaló que, si el tecdmx se basó en la premisa de que los requisitos 
eran novedosos y, por lo tanto, ajenos al sistema consuetudinario del 
pueblo de Chimalcoyoc, entonces era indispensable que se identificara 
plenamente el sistema normativo y las disposiciones aplicables a estos 
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procedimientos electivos. Por ello, requirió que el Tribunal local pro-
fundizara su estudio acerca de este punto en particular.

Para la Sala Regional, esta metodología encuentra su justificación en 
el tipo de conflicto existente entre la Junta Cívica, el aspirante al que se 
le negó el registro y el candidato que obtuvo la victoria en la jornada  
electiva. En sus palabras:

es posible advertir que se trata de un conflicto intracomunitario  
[énfasis añadido], pues los diferendos que forman la presente cadena 
impugnativa han surgido, por una parte, entre una de las personas 
participantes y la Junta Cívica, derivado del establecimiento de los 
requisitos, así como la omisión de responder a sus solicitudes; y, por 
otra, entre dicha persona —hoy tercera interesada— y quien resultó 
ganador del proceso electivo —hoy actor—. (Sentencia TECDMX-
-JLDC-193/2022 y acumulado TECDMX-JLDC-198/2022, 2023)

En general, se admite la siguiente tipología de los conflictos, en los 
cuales intervienen las personas o las comunidades indígenas: 

a. Los conflictos interpersonales: se refieren a las situaciones que 
ocurren entre individuos.

b. Los conflictos intracomunitarios: se refieren a las situaciones que 
ocurren entre grupos de individuos de la misma comunidad.

c. Los conflictos intercomunitarios: se refiere a las situaciones que 
ocurren entre grupos de individuos de distintas comunidades.

d. Los conflictos con terceros (extracomunitarios): se refiere a las 
situaciones que ocurren entre un indígena y un tercero o el Estado 
hondureño, en territorio indígena. (Agencia Suiza para el Desarrollo 
y la Cooperación, 2023, p. 27)

La clasificación también fue adoptada por la Sala Superior en la  
jurisprudencia 18/2018, de rubro COMUNIDADES INDÍGENAS. DE-
BER DE IDENTIFICAR EL TIPO DE LA CONTROVERSIA PARA 
JUZGAR CON PERSPECTIVA INTERCULTURAL, A FIN DE MAXI-
MIZAR O PONDERAR LOS DERECHOS QUE CORRESPONDAN, en 
la cual se define como conflicto intracomunitario aquel que se suscita 
“cuando la autonomía de las comunidades se refleja en ‘restricciones 
internas’ a sus propios miembros” (Jurisprudencia 18/2018, 2018). Se-
gún la Sala Superior, “en este tipo de conflictos se deben ponderar los  
derechos de la comunidad frente a los derechos de los individuos o  
los grupos que cuestionen la aplicación de las normas consuetudina-
rias” (Jurisprudencia 18/2018, 2018).
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Así, la Sala Regional, al considerar que se encontraba ante un con-
flicto intracomunitario, sostuvo que resultaba indispensable analizar 
el sistema normativo interno —incluso allegarse de mayores elemen-
tos para conocerlo e identificarlo, si fuera necesario—, con el objeto de 
estar en una mejor posición para determinar si, efectivamente, los re-
quisitos cuestionados formaban parte del sistema y, en su caso, verifi-
car que su aplicación significaba una afectación a los derechos de uno 
de los miembros de la comunidad.

En cumplimiento, el tecdmx aprobó una tercera resolución, en la 
cual se hizo un análisis conciso y detallado de las convocatorias emi-
tidas por la Junta Cívica en los procedimientos electivos celebrados 
en 2013, 2016 y 2019, a partir de las cuales se contrastaron los requi-
sitos que se calificaban como inconstitucionales. Se observó que, pre-
vio a 2022, en la comunidad no se habían exigido tales condiciones 
para que una persona tuviera derecho a registrar su candidatura a una 
subdelegación.

A fin de cuentas, luego de una larga cadena impugnativa, tal como 
se describió, se revocó el procedimiento electivo para celebrarse uno 
nuevo, sin la exigencia de una aportación económica para obtener el 
registro y en el que se permitiera la inscripción a aquellas personas que 
hubieran ocupado la subdelegación.

Conclusiones

Las tensiones que genera el pluralismo jurídico en el diseño del artícu- 
lo 2 constitucional son latentes, no solo por la relación existente en-
tre las comunidades indígenas y otras estructuras, como las instancias 
estatales, sino porque las instituciones también ocupan un papel en la 
resolución de los conflictos, que surgen por las dinámicas de los siste-
mas normativos internos.

El reconocimiento del derecho colectivo al diseño de sus formas 
de organización conlleva el reconocimiento de la posibilidad de que 
ese sistema consuetudinario genere afectaciones en los derechos de 
las personas que forman parte de la comunidad, situación en la cual 
no prevalece, de forma automática, el derecho colectivo, sino que debe 
analizarse a la luz de los derechos individuales, los cuales van a tener 
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su fuente en disposiciones normativas de diversa naturaleza, principal-
mente en la Constitución y los tratados internacionales.

Esta circunstancia trae consigo, a su vez, una tensión normativa  
—aunque también política— entre los sistemas normativos indígenas 
y las normas de reconocimiento de los derechos fundamentales, de la 
cual no escapa la facultad de los tribunales electorales de ejercer el con-
trol judicial de constitucionalidad y convencionalidad.

Como bien lo identificó la Sala Regional Ciudad de México, el caso 
revisado aquí saca a la luz cómo es que una persona puede verse agra-
viada en sus derechos, a partir de una determinación sustentada en el 
derecho colectivo de la autodeterminación. Las resoluciones descritas 
ofrecen una metodología concreta para analizar esta clase de conflictos, 
que pondera adecuadamente entre el derecho colectivo a la autodeter-
minación, a partir de la identificación precisa del sistema normativo y  
los derechos individuales de quienes pertenecen a las comunidades  
indígenas, conforme a los principios de certeza y legalidad.
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Derechos político-electorales  
de personas con discapacidad visual.

Primera sentencia en braille  

Eginardo Hernández Andrés

Introducción

En términos generales, las sentencias judiciales se caracterizan por su 
redacción en lenguaje técnico-jurídico y especializado. Con la finali-
dad de hacer accesible la justicia electoral, la Sala Superior del Tribunal  
Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) resolvió que,  
tratándose de personas con discapacidad, deben ser escritas y comu-
nicadas en un formato de lectura fácil, en atención al contenido de la 
Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Dis-
capacidad (cdpd) (2018), la cual establece que la accesibilidad es un 
derecho fundamental de las personas que conforman este grupo en  
situación de desventaja histórica.

En este capítulo se expone un caso litigado por la Defensoría Pú-
blica Electoral (dpe). Una de las características del asunto fue la in-
terseccionalidad, porque la solicitante fue una persona indígena con 
discapacidad visual, quien acudió a la justicia electoral para solicitar 
que la sentencia se dictara en escritura braille y de lectura fácil. Este 
asunto es importante porque, con base en los estándares internaciona-
les de la materia, contribuye a la tutela judicial efectiva de las personas  
con discapacidad.

En términos de lo expuesto, el presente trabajo tiene dos objetivos:  
destacar la importancia de que los fallos judiciales se redacten y  
comuniquen en formatos de lectura fácil para las personas con disca-
pacidad y analizar la primera sentencia en escritura braille. Asimismo, 
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se examinan con detalle las barreras y los obstáculos que este grupo en 
situación de desventaja histórica enfrenta para acudir a la jurisdicción 
electoral y ejercer sus derechos político-electorales.

La novedad del precedente judicial es que la sentencia dictada por 
la Sala Superior del tepjf se redactó en escritura braille y se elaboró 
una versión audible, grabada en un cd, y en formato de lectura fácil, lo 
que resulta de la mayor importancia, porque las magistraturas electo-
rales acercaron la justicia a la persona con discapacidad visual, lo que 
constituye un gran precedente para la justicia electoral que contribuye 
a una mejor comprensión del contenido de la resolución y hace efectivo  
el acceso y la administración de justicia.

Marco de referencia en torno a la discapacidad

Enfoques de discapacidad

El Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Discapacidad de la Suprema  
Corte de Justicia de la Nación señala tres modelos de tratamiento de la 
discapacidad: el de prescindencia, el rehabilitador o médico y el social. 
Enseguida, se explica, de forma breve, en qué consiste cada enfoque.

Enfoque de prescindencia

Se denomina de esa manera porque la idea central de esta forma de ver 
la discapacidad es que se puede prescindir de las personas que viven 
dicha condición; es decir, no son necesarias o imprescindibles, enton-
ces, se les puede excluir, descartar o exterminar. Desde este enfoque, la 
discapacidad es básicamente una desviación de un plan superior o di-
vino (Carreón, 2019, p. 22).

Rehabilitador o médico

La mirada que inspira el modelo médico o rehabilitador considera que las  
causas que originan la discapacidad derivan de las limitaciones indi-
viduales —deficiencias— de determinadas personas, a quienes se les  
describe a partir de un déficit orgánico o funcional. El centro del 
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problema se sitúa en la persona, con sus deficiencias y dificultades, a 
quien es imprescindible rehabilitar psíquica, f ísica, mental o sensorial-
mente (Vásquez, 2022, p. 7).

Modelo social

Si para el enfoque médico —rehabilitador— el problema de la discapa-
cidad está en la persona que vive esa condición, para el social, surgido 
a finales de la década de 1960, el problema lo constituyen las barre-
ras sociales y ambientales; de esta forma, la falta de accesibilidad en el  
transporte, los edificios, las comunicaciones y la información, así como  
las actitudes discriminatorias, son las causas discapacitantes (Carreón, 
2019, pp. 24-25).

Por lo tanto, la discapacidad —entendida como las barreras sociales 
que impiden a las personas el acceso a la igualdad de oportunidades—  
se proyecta como una forma de opresión que implica limitaciones  
sociales. Esta perspectiva cuestiona las percepciones tanto profesio-
nales como públicas de la discapacidad y supone mucho más que sim-
ples cambios en las cuestiones relativas a la accesibilidad y los recursos 
(Palacios, 2008, p. 175).

La Sala Superior del tepjf —específicamente en la tesis XX- 
-VIII/2018— ha señalado que las limitaciones a las que se ven sometidas  
las personas con discapacidad son generadas por la falta de servi-
cios que tomen en cuenta y atiendan sus necesidades, a efectos de  
dotarles, en la mayor medida posible, de elementos y condiciones  
de accesibilidad que garanticen su autonomía, tales como la asignación de  
un asesor jurídico, el acondicionamiento estructural de espacios f ísicos, 
el acompañamiento de personas de confianza durante el desarrollo del 
proceso y la emisión de las resoluciones en formatos accesibles, a par-
tir de audios, videos, traducciones al sistema braille, lengua de señas o 
cualquier otro que atienda, de manera efectiva, esa finalidad.

Con el modelo social, el tepjf ha resuelto diversos asuntos de per-
sonas con discapacidad, con el que ha creado diversos precedentes en 
materia de discapacidad, como se muestra en el cuadro 1.
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Cuadro 1. Precedentes de casos de 
personas con discapacidad

Caso Resolución de las salas

SRE-PSC-27/2016 Se determinó que la publicidad electoral no contaba con accesibili-
dad para las personas con discapacidad auditiva

SRE-PSC-28/2016 Se ordenó implementar los mecanismos de accesibilidad, como el 
empleo de subtítulos para las personas con discapacidad auditiva

SUP-AG-40/2018 Se determinó que la resolución sea leída en voz alta en la diligencia 
de notificación, además de entregarla al actor en formato audible

SUP-JDC-1282/2019 Se ordenó la obligación de establecer acciones afirmativas a favor 
de las personas con discapacidad y se determinó que existe omisión 
legislativa en Hidalgo

SUP-RAP-121/2020 Se ordenaron acciones afirmativas en favor de las personas con 
discapacidad en el proceso electoral 2020-2021

SUP-JDC-599/2021 Se determinó la protección de los datos de las personas con disca-
pacidad

SUP-REC-584/2021 Se abordó la situación de las personas con discapacidad permanen-
te y temporal y la forma de acreditar la discapacidad

Fuente: Elaboración propia con base en las sentencias SRE-PSC-27/2016,  
SRE-PSC-28/2016, SUP-AG-40/2018, SUP-JDC-1282/2019, SUP-RAP-121/2020,  
SUP-JDC-599/2021 y SUP-REC-584/2021.

En el sistema interamericano existe un tratado específico en mate-
ria de discapacidad, que es la Convención Interamericana para la Eli-
minación de Todas las Formas de Discriminación contra las Personas 
con Discapacidad (ciaddis). Este instrumento fue adoptado de manera  
previa a la cdpd, por lo que sus normas no se adecuan al modelo  
social de la discapacidad.

De acuerdo con el modelo social, y como se señaló en la definición, 
al hablar de discapacidad se debe tener en cuenta que están presentes 
tanto los factores personales como los del entorno, y que, al interac-
tuar entre sí, pueden traducirse en exclusión o denegación de derechos 
(Ibarra, 2022, pp. 576-577).

Marco jurídico de protección  
nacional e internacional

El artículo 1, párrafo 5, de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos (cpeum) dispone que:

Este apartado pertenece a la obra 
Casos relevantes de la Defensoría Pública Electoral, la cual es acervo del TEPJF.

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



85

Casos relevantes de la Defensoría Pública Electoral

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o 
nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las 
condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexua-
les, estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana 
y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de 
las personas. (Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
artículo 1, párrafo 5, 2022)

Como se advierte de la lectura del artículo 1 constitucional, todas las 
personas son titulares de los derechos humanos establecidos en este pá-
rrafo y en los tratados internacionales suscritos por el Estado mexicano.

La Constitución federal prohíbe la discriminación por discapacidad. 
En México existe la Ley General para la Inclusión de las Personas con 
Discapacidad (lgipd) (2024), cuyo objeto es reglamentar el artículo 1 de 
la cpeum y establecer las condiciones en las que el Estado deberá pro-
mover, proteger y asegurar el pleno ejercicio de los derechos humanos  
y las libertades fundamentales de las personas con discapacidad, para  
asegurar su plena inclusión a la sociedad, en un marco de respeto, 
igualdad y equiparación de oportunidades.

En el ámbito internacional, el marco jurídico que protege y maxi-
miza los derechos de las personas con discapacidad es la cdpd, vigen-
te desde el 3 de mayo de 2008. 

La cdpd es un instrumento de la Organización de las Naciones Uni-
das (onu) que cuenta con una importante legitimación: 82 de los 93 
países miembro la firmaron; asimismo, en su creación participaron per-
sonas con diferentes tipos de discapacidad, familiares, especialistas y  
organizaciones sociales de y para personas con discapacidad. Los  
artículos más debatidos fueron los relativos a la educación inclusiva y 
la capacidad jurídica (Carreón, 2019, p. 97).

En este instrumento destaca el artículo 29, que establece la obliga-
ción del Estado de asegurar que las personas con discapacidad pue-
dan participar, plena y efectivamente, en la vida política y pública, en 
igualdad de condiciones con las demás, directamente o por medio de 
personas representantes libremente elegidas, incluidos el derecho y la 
posibilidad de estas a votar y ser elegidas.

Por su parte, la observación general 6 argumenta que los Estados 
parte deberían, entre otras acciones, realizar ajustes razonables para 
determinadas personas con discapacidad e implementar medidas de 
apoyo para que puedan participar en la vida política y pública.
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En este contexto, en la demanda del caso que se expone, se argumentó  
el marco nacional e internacional de las personas con discapacidad para  
que estas tuvieran acceso, en formato accesible, a la convocatoria  
para observadores electorales.

Discapacidad visual

La lgipd, publicada el 30 de mayo de 2011, refiere que la discapacidad 
es la consecuencia de la presencia de una deficiencia o limitación en una 
persona que, al interactuar con las barreras que le impone el entorno  
social, puede impedir su inclusión plena y efectiva en la sociedad, en 
igualdad de condiciones con los demás. Así, la discapacidad sensorial  
es la deficiencia de los órganos de la visión, la audición, el tacto y el 
gusto, así como de las estructuras y funciones asociadas a cada uno de 
ellos (Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, 
artículo 2, fracciones IX y XIII, 2011).

Las personas con discapacidad visual enfrentan desaf íos para acce-
der a la información en imágenes o textos, ya que, en general, aún exis-
ten limitaciones que pueden coartar el ejercicio de sus derechos, entre 
ellos, los políticos (Mata et al., 2019, p. 215).

El acceso y el desplazamiento por espacios f ísicos presentan nume-
rosas barreras para las personas con discapacidad visual; sin embargo,  
la principal es el acceso a la información y la comunicación, lo cual  
se debe, sobre todo, a que la mayoría no sabe braille, no utiliza las  
computadoras y no tiene acceso a las tecnologías de la información (Ca-
rreón, 2019, pp. 75-76).

La Sala Superior del tepjf, con el fin de fortalecer la cognoscibilidad 
de las decisiones judiciales de las personas con discapacidad y para evi-
tar un trato discriminatorio hacia las partes actoras con discapacidad 
visual, sostuvo que se justifica que la resolución debía serle notificada 
personalmente y leída en voz alta si ella así lo deseaba, además de en-
tregarle una copia de la resolución en formato tanto audible, grabado  
en un cd, como en sistema braille (Ruvalcaba y Báez, 2022, p. 443).

En el litigio atendido por la dpe, se advirtió que el primer obstácu-
lo que enfrentó la persona con discapacidad visual fue que el Tribunal 
Electoral del Estado de Oaxaca (teeo) puso en duda su capacidad jurí-
dica y otorgó una carga de la prueba injustificada, ya que no admitió el 
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juicio para la protección de los derechos político-electorales de la ciu-
dadanía (jdc) y le solicitó que acreditara su tipo de discapacidad. Otra 
limitación al derecho de acceso a la justicia derivó de que la autoridad 
jurisdiccional local no redactó la sentencia en formato de lectura fácil, 
lo que se expondrá en el apartado siguiente.

Análisis de las sentencias en escritura braille

Demanda ante el Tribunal Electoral  
del Estado de Oaxaca 

El 10 de septiembre de 2021, una persona indígena con discapacidad 
visual, del municipio de Reyes Etla, impugnó la convocatoria emitida1 
por el Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de Oaxa-
ca (ieepco), respecto a la ciudadanía mexicana interesada en participar 
en la observación electoral en el proceso electoral local ordinario 2021-
-2022, en Oaxaca.

Cuando la persona solicitante acudió a la Defensoría, sostuvo que la 
convocatoria para las personas observadoras electorales —emitida du-
rante el proceso electoral ordinario para la gubernatura de Oaxaca— 
no tenía diseño universal ni accesibilidad, porque solo estaba redactada 
para personas con visión, es decir, no tenía un formato accesible pa-
ra aquellas con discapacidad visual; tampoco podía acceder a la con-
vocatoria y, en consecuencia, se encontraba impedida materialmente 
para ejercer su derecho político-electoral de la observación electoral.

¿Qué se planteó en la demanda? En forma toral, se argumentó que 
la convocatoria para las personas observadoras electorales no tenía un 
diseño universal y no era accesible para aquellas con discapacidad vi-
sual, además de que violaba el principio de igualdad y no discrimina-
ción. Se solicitó que, con el fin de hacer efectivo el acceso a la justicia  
electoral, la sentencia fuera redactada en formato de lectura fácil, con el  
fin de que las personas con discapacidad visual pudieran conocerla.

1	 Aprobada mediante el acuerdo IEEPCO-CG-97/2021, el 6 de septiembre de 2021.
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Sentencia del Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca 

El 21 de octubre de 2021, el teeo dictó sentencia respecto de la deman-
da planteada. Sostuvo que la parte actora compareció por su propio 
derecho y como una persona con discapacidad visual; sin embargo, no  
acreditó su condición como persona con discapacidad. Señaló que es 
necesario demostrar tal carácter, a efectos de que los órganos jurisdic-
cionales estén en condiciones de implementar los ajustes razonables; 
en consecuencia, para conseguir la igualdad materiat es necesario tener 
certeza acerca del tipo y grado de discapacidad que padece una persona  
(Sentencia JDC-264/2021, 2021, p. 17).

En resumen, el teeo sostuvo que el actor no presentó ningún do-
cumento para demostrar la gravedad de su discapacidad, o si, en el  
extremo, padece ceguera, al grado de solicitar que la convocatoria sea 
adecuada en formato braille. En síntesis, el tribunal local, al declarar 
infundado el agravio de la demanda, adujo que el actor no acreditó ce-
guera o baja visión profunda. En consecuencia, declaró improcedente 
que la sentencia se dictara en formato braille.

Sentencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación

En contra de la resolución del teeo, la parte actora presentó un jdc 
ante la Sala Superior del tepjf, órgano jurisdiccional que, en el expe-
diente SUP-JDC-1376/2021,2 revocó la sentencia dictada por el teeo, 
porque consideró que la sola autoadscripción del actor como persona 
con discapacidad bastaba para que la autoridad llevara a cabo el análi-
sis de fondo de sus alegatos.

La Sala Superior argumentó que “la autoadscripción —entendida 
como elemento para contar con legitimación para acceso a la justi-
cia— puede ser simple (a diferencia de otros supuestos en donde, de 
forma justificada, se requiere una autoadscripción calificada)” (Senten-
cia SUP-JDC-1376/2021, 2021, p. 7).

2	 Sentencia dictada el 17 de noviembre de 2021.
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Asimismo, la Sala Superior argumentó que es contrario a derecho 
que el teeo sostuviera que el actor debió acreditar, con prueba feha-
ciente, que pertenece al grupo en situación de vulnerabilidad de perso-
nas con discapacidad. En ese sentido, el máximo órgano jurisdiccional 
del país manifestó que la autoridad responsable arrojó en la parte acto-
ra una carga que, indebidamente, dificultó el ejercicio de sus derechos 
políticos, porque bastaba la sola autoadscripción al grupo en cuestión 
para tener por acreditada su pertenencia.

De igual forma, la Sala Superior aseguró que es contrario a dere-
cho que el teeo sostuviera que era necesario tener certeza acerca de  
la gravedad o discapacidad sensorial del actor para estar en aptitud  
de realizar un adecuado pronunciamiento respecto de su pretensión. 
En consecuencia, revocó la resolución impugnada, a efectos de que la 
autoridad jurisdiccional responsable dictara una nueva sentencia, en  
la que analizara los agravios del actor en la demanda original.

Sentencia del Tribunal Electoral  
del Estado de Oaxaca

En cumplimiento de la sentencia de la Sala Superior, el 7 de diciembre 
de 2021, el teeo resolvió que:

1)	 La forma en la que fue publicada la convocatoria dirigida a la ciu-
dadanía, con relación a la observación electoral, aprobada mediante 
el acuerdo IEEPCO-CG-97/2021, es discriminatoria. El teeo argu-
mentó que en el acuerdo controvertido se advierte que existe una 
omisión lisa y llana de realizar ajustes razonables, para que dicha 
convocatoria fuera publicada en formatos accesibles para las per-
sonas con alguna discapacidad visual, pues solo se ordenó su publi-
cación en forma genérica.

2)	 La difusión que se le dio a la convocatoria sí atenta contra el prin-
cipio de no discriminación.

3)	 La convocatoria solo se difundió por escrito a la ciudadanía en  
general; sin embargo, el Consejo General del ieepco inobservó el 
contenido de los artículos 1 y 17 de la Constitución federal, así como  
2, 4, 5, 13 y 29 de la cdpd, y 3 de la ciaddis.
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4)	 Concluyó que el Consejo General del ieepco no implementó los ajus- 
tes razonables necesarios en la forma de difusión, para que las per-
sonas con discapacidad visual tuvieran la posibilidad de conocer  
el contenido de la convocatoria respecto de la observación electoral  
del proceso com de la gubernatura de Oaxaca, y así conseguir la 
igualdad material.

Cuadro 2. Efectos de la sentencia JDC-264/2021

Se revoca el punto quinto del acuerdo IEEPCO-CG-97/2021, por medio del cual se ordenó la 
difusión de la convocatoria de manera genérica

Se ordena al Consejo General que, en cinco días hábiles, realice los ajustes razonables 
idóneos y suficientes para que difunda la convocatoria en uno o varios formatos, adicional-
mente al del sistema de escritura braille

Se ordena a los titulares de las áreas de Comunicación Social e Informática del Tribunal 
Electoral a generar una nueva versión audible y publicarla en la página electrónica de este 
órgano jurisdiccional, junto con la versión escrita

Se ordena al actuario adscrito que, al momento de practicar la notificación al actor, hacerlo 
de manera conjunta con las tres versiones de la resolución (escrita, audible y braille)

Fuente: Elaboración propia con base en la sentencia JDC-264/2021 (2021).

Sentencia de la Sala Superior del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación

El 19 de diciembre de 2021, continuando con la cadena impugnativa, 
la parte actora presentó un jdc contra la sentencia referida en el apar-
tado anterior, en el que manifiesta que el teeo fue omiso en emitir una 
resolución complementaria de lectura fácil. El 12 de enero de 2022, la 
Sala Superior resolvió ordenar que “el teeo garantice plenamente el 
acceso a la justicia del actor, complementando su sentencia con una 
versión en lectura fácil para el promovente, la cual sea una síntesis que 
explique el contenido de la resolución controvertida” (Sentencia SUP-
-JDC-1458/2021, 2022, p. 13).

Es importante destacar que la Sala Superior estableció que dicha  
síntesis no debía excederse en su contenido, de tal manera que tenía 
ser breve y concisa respecto de los puntos medulares de la sentencia y  
entregada a la parte actora en diferentes formatos, que previamente ha-
bía elaborado el teeo.

Este apartado pertenece a la obra 
Casos relevantes de la Defensoría Pública Electoral, la cual es acervo del TEPJF.

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



91

Casos relevantes de la Defensoría Pública Electoral

Finalmente, la Sala Superior del tepjf, con fundamento en los ar- 
tículos 2 y 21 de la cdpd, presentó el resumen de la sentencia en formato  
de lectura fácil, situación que permitió el acceso a la justicia electoral, 
al resultar ilustrativa, fácil y accesible para el actor, tal como se mues-
tra a continuación:

Tú, DATO PERSONAL PROTEGIDO (lgpdppso) expusiste que el 
Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca no emitió la sentencia que te 
dio la razón en un formato de fácil lectura, lo que estimas necesario 
para entenderla de forma completa.

Las magistradas y los magistrados de la Sala Superior del Tribunal 
Electoral estudiamos tu solicitud y compartimos que tienes el derecho 
a que las autoridades encargadas de resolver las controversias juris-
diccionales acompañen sus decisiones en un formato con lenguaje de 
fácil y comprensible.

Por ello, las magistradas y los magistrados estimamos que tie-
nes la razón y le ordenamos al Tribunal local que te comunique un 
resumen de su decisión de forma que lo puedas escuchar y entender 
mejor, tanto en el sistema braille como en el auditivo. (Sentencia SUP-
-JDC-1458/2021, 2021)

A partir de lo expuesto, se advierte que este tipo de formato de 
lectura fácil permite la construcción de una justicia electoral para las 
personas con discapacidad visual, quienes históricamente han sido re-
zagadas en el acceso de sus derechos.

Importancia del precedente

La sentencia SUP-JDC-1458/2021 es importante porque configuró la 
jurisprudencia 7/2023, de rubro PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 
LAS AUTORIDADES ELECTORALES TIENEN EL DEBER DE ADOP-
TAR MEDIDAS QUE GARANTICEN SU EFECTIVO ACCESO A LA 
JUSTICIA DE ACUERDO CON EL MODELO SOCIAL DE DISCA-
PACIDAD, en la cual se advierte lo siguiente:

Hechos: Personas con discapacidad impugnaron actos que conside-
raron contravenían los principios de igualdad y no discriminación, en 
un caso, porque la falta de prohibición para no utilizar los símbolos 
patrios en los emblemas de los partidos políticos le generaba un estado 
de ansiedad y angustia al momento de votar; en otro, la supuesta omi-
sión de un partido político de incluir a una persona con discapacidad 
visual en la lista de candidaturas plurinominales para el Senado de la 
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República y, por último, una sentencia emitida por un Tribunal local 
que carecía de una resolución complementaria en formato de lectura 
fácil o accesible.

Criterio jurídico: Las autoridades electorales deben asegurar el 
acceso efectivo a la justicia de las personas con discapacidad desde 
una perspectiva que observe el llamado “modelo social de discapaci-
dad”, a partir de la adopción de medidas especiales que, respetando la 
diversidad funcional, atiendan sus necesidades, a efecto de dotarles, en 
la mayor medida posible, de elementos y condiciones de accesibilidad 
que garanticen su autonomía. 

Justificación: De conformidad con lo dispuesto en los artículos 
1° y 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
2, 4, 5, 13 y 29 de la Convención sobre los Derechos de las Personas 
con Discapacidad; así como III de la Convención Interamericana 
para la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra 
las Personas con Discapacidad, y tomando en consideración la tesis 
de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de 
rubro DISCAPACIDAD. SU ANÁLISIS JURÍDICO A LA LUZ DEL 
MODELO SOCIAL CONSAGRADO EN LA CONVENCIÓN SOBRE 
LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD, se 
desprende que todas las autoridades del Estado se encuentran obli-
gadas a adoptar las medidas necesarias para garantizar la igualdad 
sustantiva y estructural, así como la no discriminación de las personas 
con discapacidad; por tanto, se deberán tomar acciones preventivas o 
preliminares, tales como, el acondicionamiento estructural de espacios 
f ísicos, la asignación de un asesor jurídico, o el acompañamiento de 
personas de confianza durante el desarrollo del proceso; asimismo se 
deberán tomar acciones, con motivo del dictado de una resolución, 
sobre la base de un estándar que considere, entre otras medidas, la 
aplicación efectiva de las normas internacionales de protección de 
los derechos humanos de las personas con discapacidad; abstenerse 
de hacer valoraciones basadas en consideraciones de tipo cultural o 
ideológico que configuren prejuicios y produzcan efectos o resulta-
dos discriminatorios; considerar prioritarios los casos sobre derechos 
de las personas con discapacidad; redactar las resoluciones con un 
lenguaje inclusivo y respetuoso de derechos humanos; resguardar la 
identidad de la parte actora cuando resulte procedente; procurarse de 
información suficiente que permita juzgar el caso con pleno entendi-
miento de la situación que se presenta; evitar aplicar automáticamente 
medidas genéricas de protección tutelar, y estudiar cuáles son las que 
se requieren en el caso concreto; realizar los ajustes razonables en 
el procedimiento, a efecto de que no constituya una carga; no exigir 
formalidades procesales que vulneren el acceso a la justicia; aplicar en 
sentido amplio la suplencia de la queja, y redactar resoluciones con 
formato de lectura fácil o accesible. (Jurisprudencia 7/2023, 2023).
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Conclusiones

En términos del reconocimiento jurídico, los derechos político-electorales 
de las personas con discapacidad visual son los mismos que tienen  
todas las personas; sin embargo, existen barreras f ísicas, sociales, cul-
turales y actitudinales que impiden su pleno ejercicio.

El caso expuesto es trascendental para la justicia electoral por varias  
razones: evidenció la falta de empatía y sensibilidad de las autoridades  
electorales locales y el desconocimiento del marco normativo in-
ternacional de las personas con discapacidad y permitió observar  
los obstáculos legales y materiales que enfrenta una persona indígena 
con discapacidad visual para ejercer sus derechos político-electorales, al  
poner en duda su capacidad jurídica. La parte actora se vio en la necesi-
dad de acudir a la Sala Superior para acceder a la justicia electoral.

En términos de lo expuesto, es un caso relevante que refleja la im-
portancia de que las sentencias sean redactadas en formatos sencillos 
y accesibles para su mejor comprensión, es decir, en escritura braille y 
lectura fácil.

Para la dpe, este asunto representó su primer caso en el que una per-
sona con discapacidad accedió a la jurisdicción electoral completa y  
efectiva; esto refleja la relevancia de que el tepjf cuente con una Defen-
soría que preste servicios gratuitos de representación jurídica, de forma 
profesional, a este grupo en situación de desventaja histórica.

Es destacada la intervención de la Sala Superior de tutelar los dere-
chos de las personas con discapacidad, de acuerdo con los principios 
generales de la Convención Internacional sobre los Derechos de la Per-
sonas con Discapacidad y la manera pedagógica en que se dictó senten-
cia para permitir una en formato de fácil lectura.

El resultado de esta sentencia es que la autoridad electoral adminis-
trativa está traduciendo sus acuerdos en formato universal y accesible. 
Esta sentencia, dictada por el teeo, de conformidad con lo ordenado  
por la Sala Superior, marca un precedente histórico al ser la primera  
en escritura braille, en versión audible y en formato de lectura fácil.
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Legitimación de autoridades  
tradicionales para proponer  

regidurías étnicas 

Carlos Francisco López Reyna

Introducción

En el presente trabajo se relatan los antecedentes jurisdiccionales res-
pecto de los conflictos derivados de la designación de la regiduría étnica  
para integrar el ayuntamiento de Benito Juárez, Sonora.

Para tal efecto, se describirá el procedimiento que prevé la legislación 
electoral para la integración de los ayuntamientos en los municipios defi-
nidos como indígenas, los cuales se conforman de manera mixta, es de-
cir, mediante el sistema de partidos y por el sistema normativo interno 
de los pueblos y comunidades indígenas.

Asimismo, se analizarán las consideraciones torales adoptadas por 
las autoridades administrativa y jurisdiccional de la entidad para sus-
tentar la validez de las designaciones de las regidurías étnicas.

De igual manera, se relata la sentencia dictada por la Sala Regional 
Guadalajara en un juicio para la protección de los derechos político-
-electorales de la ciudadanía (jdc) y la determinación propuesta para 
la solución del conflicto.

Para concluir, se expresan algunas opiniones y propuestas respecto  
a la temática tratada, a fin de encaminar el procedimiento de designa-
ción de las regidurías étnicas y evitar la consecución del conflicto.
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Regidurías étnicas y procedimiento  
para su designación

En principio, Sonora cuenta con ocho pueblos indígenas originarios.1 
Al respecto, la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 
(cpeum), en su artículo 2, apartado A, fracción VII, y la Constitución 
Política del Estado de Sonora, artículo 1, párrafo cuarto, inciso G, re-
conocen y garantizan a dichos pueblos y comunidades el derecho a la 
libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía, entre otros, pa-
ra elegir, en los municipios con población indígena, representantes ante 
los ayuntamientos, en los términos dispuestos por la Ley de Institucio-
nes y Procedimientos Electorales para el Estado de Sonora (lipees).

Ese derecho se materializa mediante la figura de regidor étnico, co-
mo integrante del ayuntamiento en los municipios donde tienen su 
origen y se encuentran asentadas las etnias respectivas, el cual será de-
signado de acuerdo a sus usos y costumbres, de conformidad con los 
artículos 25 de la Ley de Gobierno y Administración Municipal del Es-
tado de Sonora (lgames) y 172 de la lipees.

En ese sentido, el proceso de designación se encuentra regulado en 
el artículo 173 de la ley electoral local.2

1	 Konkaak —comca’ac— (seri), hiak (yaqui), kickapoo (kikapú), kuapá (cucapá), macurawe  
(guarijío), o’ob (pima), tohono o’otham (pápago) y yoreme-mayo (mayo) (Ley de Derechos de los 
Pueblos y Comunidades Indígenas de Sonora, artículo 3, 2023).

2	 El artículo 173 prevé que:
“Para efecto de dar cumplimiento a la designación del regidor étnico, conforme a lo estableci-
do en el artículo anterior, se observará el procedimiento siguiente:

I.- El Consejero Presidente del Consejo General, solicitará a la Comisión Estatal para el  
Desarrollo de los Pueblos y Comunidades Indígenas, dentro de los primeros 15 días del mes 
de enero del año de la jornada electoral, un informe donde se advierta el origen y lugar donde  
se encuentran asentadas las etnias locales en los municipios del estado, así como el territorio 
que comprende, su forma de gobierno, los procedimientos de elección de sus representantes 
y los nombres de las autoridades de las etnias, ante ella registradas o reconocidas; una vez re-
cibida la solicitud, la Comisión Estatal para el Desarrollo de los Pueblos y Comunidades In-
dígenas, tendrá un plazo no mayor a 15 días naturales, contados a partir de la recepción de la 
solicitud para informar lo correspondiente;

II.- Durante el mes de febrero del año de la jornada electoral y de conformidad con la  
información señalada en la fracción anterior, el consejero presidente requerirá, mediante  
oficio, a las autoridades étnicas para que nombren, de conformidad con sus usos y costumbres, 
un regidor propietario y su suplente correspondiente. El nombramiento que realicen las autori-
dades étnicas del respectivo regidor étnico propietario y su suplente deberán comunicarlo, por  
escrito, al Instituto Estatal, en un plazo no mayor a 30 días naturales;
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La defensa legal 

Antecedentes del conflicto

Con motivo del procedimiento para la designación de las regidurías ét-
nicas, propietario y suplente, en los municipios donde tienen su origen 
y se encuentran asentadas las comunidades de pueblos indígenas ori-
ginarios en Sonora, de manera reiterada, se han suscitado conflictos 
que tienen relación con la legitimación de las personas que realizan las 
propuestas de la planilla, quienes se ostentan como autoridades tradi-
cionales facultadas para tal efecto, así como por la implementación del 
procedimiento previsto por el artículo 173 de la ley electoral local, en 
lo concerniente a la etapa de insaculación.

Así, como un primer antecedente, se tiene el originado en 2015, de-
bido a la determinación adoptada por el Consejo General del Organis-
mo público local electoral (ople) en el acuerdo IEEPC/CG/309/15 del 
Consejo General, consistente en el:

otorgamiento de constancias de regidores étnicos, propietarios y su-
plentes a las personas designadas en única fórmula por las autoridades 

III.- En caso de presentarse más de una propuesta por existir más de una autoridad re-
gistrada o reconocida y con facultades para efectuar la propuesta en un mismo municipio, el 
Consejo General citará a cada una de las autoridades étnicas para que, durante el mes de abril 
y en sesión pública, realice en su presencia la insaculación de quién será el regidor étnico pro-
pietario y suplente correspondiente. Una vez realizada la insaculación, las autoridades étnicas 
firmarán, en el mismo acto, el acuerdo de conformidad respectivo;

IV.- De no presentarse propuesta alguna por parte de las autoridades étnicas registradas 
o reconocidas por la autoridad estatal en la materia, corresponderá exclusivamente al Consejo 
General, conocer y decidir sobre las propuestas extemporáneas que se presenten;

V.- El Consejo General otorgará la constancia de designación de regidor étnico propieta-
rio y suplente correspondiente y notificará al ayuntamiento respectivo dicha designación para 
que éste le tome la protesta de ley y asuma el cargo de referencia; 

VI.- De no presentarse los regidores étnicos designados a la toma de protesta, el ayun-
tamiento correspondiente notificará de inmediato al Instituto Estatal para que éste aperciba 
a las autoridades de la etnia para que los designados se presenten a rendir la protesta consti-
tucional, en un término no mayor de 30 días naturales después de instalado el nuevo ayunta-
miento o efectúen las sustituciones que correspondan, conforme a sus usos y costumbres; y

VII.- Por ningún motivo y bajo ninguna circunstancia, el Consejo General dejará de realizar  
la designación a que se refiere el presente artículo ni se podrá impedir a los regidores étnicos  
designados por el Consejo General, asumir el cargo correspondiente, para lo cual, de ser necesa-
rio, el Congreso del Estado o su Diputación Permanente tomará la protesta correspondiente” (Ley  
de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado de Sonora, artículo 173, 2022).
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indígenas para integrar los ayuntamientos que se indican, y sobre la 
aprobación del procedimiento de insaculación mediante el cual se 
designará a los regidores étnicos propietarios y suplentes en los casos 
en que dichas autoridades hubiesen presentado varias fórmulas como  
propuestas para integrar los ayuntamientos correspondientes. (Acuerdo  
IEEPC/CG/309/15, 2015, p. 98)

Lo anterior, derivado de la implementación del procedimiento de  
insaculación en la designación, por existir dos propuestas. 

Inconforme con lo anterior, Feliciano Jocobi Moroyoqui, quien se 
ostentaba como gobernador tradicional yoreme-mayo de los ocho 
pueblos mayos, reconocido con dicho carácter por la comunidad en 
el municipio Benito Juárez, promovió un jdc ante la Sala Superior del  
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) (Sentencia  
SUP-JDC-1714/2015, 2015), la cual, al resolver, consideró que la con-
troversia se centraba en determinar si el acuerdo impugnado por el que, 
entre otros aspectos, se aprobó el procedimiento de insaculación de 
designación de los regidores étnicos propietario y suplente, al haberse  
realizado varias propuestas para integrar los ayuntamientos correspon-
dientes, se encontraba apegado, o no, a derecho, específicamente si,  
como aducía el enjuiciante, se había realizado una indebida interpretación  
y aplicación de los preceptos legales aplicables o, por el contrario, como  
sostenía la autoridad responsable, se apega a la constitucionalidad y le-
galidad. Además, se pronunció acerca de cómo debían interpretarse las 
disposiciones legales locales aplicables a la luz del artículo 2, apartado 
A, fracción VII, de la cpeum (2023), y cómo se siguió, en el caso con-
creto, el procedimiento de designación de regidor étnico propietario 
y regidor étnico suplente correspondiente al ayuntamiento del muni-
cipio Benito Juárez, Sonora, por lo que se arribó a las consideraciones 
siguientes.

En el procedimiento de designación aludido, la autoridad electo-
ral administrativa local debe asegurarse de que el nombramiento del 
regidor propietario y de su suplente correspondiente se realice real y 
auténticamente conforme a las normas de derecho indígena de las co-
munidades del pueblo yoreme-mayo, para garantizar su derecho a la  
libre determinación y a la autonomía, a la luz de lo dispuesto en el  
artículo 2, apartado A, fracción VII, de la cpeum (2023).

Ello conlleva que la autoridad electoral administrativa local debe 
atender al contexto particular de las comunidades yoreme, a fin de estar 
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en posibilidad de valorar la legitimidad y autenticidad de las propues-
tas de regidores étnicos, por lo que no debe limitarse a validar o tomar 
nota de las propuestas de quienes se ostentan como autoridades tra-
dicionales, en particular de los gobernadores tradicionales, sin cercio-
rarse de su representatividad y de las funciones que cumplen en sus 
comunidades, dado que, si bien en algunos pueblos esta figura tiene  
una alta representatividad, como es el caso de los pueblos yoreme  
(yaqui) o makurawe (guarijío), en otros, como el yoreme-mayo, no es 
así; lo importante es que dichas propuestas cuenten con representati-
vidad real en el interior de las comunidades indígenas, de forma tal que 
respondan verdaderamente a la determinación de tales pueblos o co-
munidades, resultado de una decisión o consenso legítimo, especial-
mente en los casos en que exista más de una propuesta por autoridades 
que, en el contexto del pueblo yoreme-mayo, no tienen una clara re-
presentatividad, tanto por existir dos individuos que se ostentan como 
gobernadores tradicionales como a partir del análisis contextual de las 
comunidades del pueblo yoreme-mayo en Sonora.

De no consultar, en estos casos, a la comunidad, el procedimiento de 
designación de regidores étnicos podría traducirse en un procedimiento  
nominal o meramente formal, vaciado de contenido, en violación de 
los principios constitucionales de autodeterminación y autonomía  
de los pueblos y las comunidades indígenas, así como de legalidad elec-
toral y certeza.

Por lo cual, como efectos del fallo, se ordenó que se

consulte a la comunidad del Pueblo Mayo asentada en el municipio 
de Benito Juárez, Sonora, para que, a través de los procedimientos 
respectivos de acuerdo con su derecho de autodeterminación y auto-
gobierno, determine quiénes deberán ocupar los cargos de regidores 
étnicos propietario y suplente. (Sentencia SUP-JDC-1714/2015, 2015)

Posteriormente, en el proceso electoral local de 2018, de nueva cuen-
ta se suscitó un conflicto en la designación de las regidurías étnicas para 
integrar el mismo ayuntamiento, el cual transitó por las instancias ju-
risdiccionales electorales local y federal, esto es, ante el Tribunal Esta-
tal Electoral de Sonora (tee Sonora) y la Sala Regional Guadalajara del 
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, respectivamente.

Lo anterior porque, para la designación de las regidurías étnicas pa-
ra integrar los ayuntamientos con población indígena en el estado, el 
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Consejo General del ople aprobó el acuerdo CG201/2018, relativo a la 
designación de regidurías mediante el proceso de insaculación. Ante 
ello, diversas personas, que se ostentaban como autoridades o repre-
sentantes de las etnias, promovieron sendos jdc, mismos que fueron 
resueltos en el sentido de revocar el acuerdo impugnado. Además, se 
ordenó a la Comisión Estatal de Desarrollo de los Pueblos y Comuni-
dades Indígenas que solicitara la colaboración y asesoría a las institu-
ciones especializadas en materia indígena y antropológica, para que 
rindieran una opinión especializada, en la que se pronunciaran respecto  
de diversas cuestiones.3

En cumplimiento de la ejecutoria, de nueva cuenta, el Consejo Gene-
ral aprobó el acuerdo CG216/2018, relativo al procedimiento de designa-
ción de las regidurías étnicas para integrar el ayuntamiento del municipio 
Benito Juárez, Sonora; esto, sin valorar la legitimidad y las atribuciones 
de las personas que realizaron las propuestas, las cuales fueron las mis-
mas que dieron lugar a la controversia de 2015, esto es, el gobernador 
tradicional de los ocho pueblos mayos, quien también se ostentaba con  
el cargo de gobernador tradicional, pero del territorio del municipio  
Benito Juárez.

Así, el ciudadano Feliciano Jocobi Moroyoqui promovió un jdc con-
tra el acuerdo CG216/20184 del Consejo General, el cual se resolvió en el 

3	 Entre las preguntas, se encuentran las siguientes: “a) ¿Cuál es la forma en que, de acuerdo con 
sus normas y procedimientos, son designadas las autoridades tradicionales en las comunida-
des indígenas asentadas en los municipios de Huatabampo, Puerto Peñasco, Altar, Caborca, 
Navojoa, Benito Juárez, Etchojoa, General Puerto Elías Calles, San Ignacio Rio Muerto, San 
Luis Río Colorado, Álamos, Quiriego y Yécora del estado de Sonora? y b) ¿A qué autoridades 
tradicionales de las comunidades indígenas asentadas en los municipios mencionados, se debe  
recurrir para efecto de que precisen o señalen qué instancia o autoridad de las propias comu-
nidades están facultadas para proponer regidores étnicos que los representan en dichos los  
municipios o, en su caso, para que hagan la propuesta de tales regidores en caso de 
controversia?

En caso de que la opinión especializada no sea concluyente sobre las autoridades tradi-
cionales que deben hacer la propuesta de las regidurías étnicas, deberá informar a las autori-
dades tradicionales para que en Asamblea comunitaria en el lugar en el que tradicionalmente 
celebran reuniones, de ser el caso, pidiendo opinión a sus otras autoridades tradicionales de 
acuerdo con sus propias tradiciones y normas, realicen la propuesta de regidurías étnicas para 
integrar los municipios en comento” (Sentencia JDC-SP-128/2018 y acumulados, 2018, p. 47).

4	 El acuerdo se emitió en cumplimiento de lo ordenado en la sentencia del Tribunal Estatal Elec-
toral de Sonora, en el juicio ciudadano JDC-SP-128/2018 —promovido con la asesoría del per-
sonal de la Defensoría Pública Electoral para Pueblos y Comunidades Indígenas—, en la que se 
determinó revocar el diverso acuerdo CG-201/2018.
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sentido de confirmar el acuerdo del Estatal Electoral y de Participación 
Ciudadana de Sonora (iee Sonora), que otorgó las constancias de las 
regidurías étnicas; por lo cual, el ciudadano promovió un jdc, compe-
tencia de la Sala Regional Guadalajara (Sentencia SG-JDC-215/2019, 
2019), debido a que consideraba que la resolución del tee Sonora  
vulneraba diversos derechos, ya que carecía de fundamentación y  
motivación al determinar que no era necesaria la prueba pericial antro-
pológica ofrecida. Esto, porque en el procedimiento de designación de 
las regidurías étnicas no se garantizó el derecho de libre determinación 
para elegir a sus autoridades y se vulneró el de la universalidad del su-
fragio, así como por la omisión de convocar al actor, en su carácter de 
autoridad tradicional, a participar en el procedimiento aludido. Al res-
pecto, en la sentencia se estimó sustancialmente fundado el primero de 
los agravios; además, se advirtió que, de las constancias del expediente, 
se advertía que el tribunal local no contaba con toda la información para  
resolver el fondo de la controversia que le fue planteada, aun cuando 
tenía la posibilidad de requerir más información al respecto.

En cumplimiento del fallo anterior, el 21 de diciembre de 2021, el 
tee Sonora emitió una segunda sentencia en el juicio ciudadano JDC-
-SP-02/2019, en la que, en lo que interesa, determinó: 

1)	 Revocar el acuerdo CG216/2018.
2)	 Reponer, a la brevedad, el procedimiento de designación de la regi-

duría étnica propietaria y suplente.
3)	 Dejar subsistentes las constancias otorgadas a las personas designa-

das por el Consejo General mediante el acuerdo impugnado, hasta 
que se realizaran nuevas designaciones de acuerdo con lo resuelto. 

4)	 Realizar una asamblea comunitaria, en el lugar habitual en el que 
se llevan a cabo.

5)	 Debido a la inexistencia de un procedimiento específico para la de-
signación de las regidurías en el pueblo mayo, y en atención a la opi-
nión especializada del Instituto Nacional de Antropología e Historia 
de Sonora, se establecieron directrices para la planeación y ejecu-
ción de la asamblea comunitaria, tomando en cuenta el principio 
de universalidad del sufragio.

6)	 Una vez realizada la votación, el Consejo General debía emitir un 
nuevo acuerdo (Sentencia JDC-SP-02/2019, 2019, p. 40).
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Criterios relevantes relacionados  
con las regidurías étnicas

Respecto a las controversias relacionadas con el procedimiento de  
designación de las regidurías étnicas en Sonora, entre ellas, la del jui-
cio ciudadano SUP-JDC-1714/2015, la Sala Superior aprobó las tesis 
VI/2016 y XIX/2016 de los rubros y textos siguientes: REGIDURÍA 
INDÍGENA. LA AUTORIDAD ELECTORAL DEBE ADOPTAR LAS 
MEDIDAS NECESARIAS PARA CONOCER LA VOLUNTAD DE LA 
COMUNIDAD ANTE LA INCERTIDUMBRE SOBRE LA LEGITIMI-
DAD DE LA PROPUESTA (LEGISLACIÓN DE SONORA), y REGI-
DURÍA ÉTNICA. EL PROCEDIMIENTO DE INSACULACIÓN ES 
IMPROCEDENTE CUANDO EXISTA CONTROVERSIA RESPECTO  
DE LA AUTORIDAD TRADICIONAL LEGITIMADA PARA REA-
LIZAR LA PROPUESTA CORRESPONDIENTE (LEGISLACIÓN DE 
SONORA).

Juicio de la ciudadanía SG-JDC-5/2021

Con motivo de la segunda sentencia del tribunal local, con el número de 
expediente JDC-SP-02/2019, emitida el 21 de diciembre de 2021, destacó  
que, el 29 de diciembre de 2021, Feliciano Jocobi Moroyoqui promovió su  
segundo juicio ciudadano federal en la cadena impugnativa, esencial-
mente por la determinación de dejar subsistentes los nombramientos de 
regidurías étnicas propietaria y suplente en el municipio Benito Juárez, 
contenida en el apartado 3 del considerando sexto y el resolutivo cuarto 
del fallo. Esto, porque consideraba que se contrariaba el derecho a la li-
bre autodeterminación y autogobierno y, en consecuencia, la autonomía 
del pueblo yoreme-mayo para elegir a sus autoridades y representantes 
ante los ayuntamientos, previstos por las fracciones III y VII, apartado  
A, de la cpeum (2023). Adicionalmente, por la vulneración de los derechos  
lingüísticos de las personas integrantes del pueblo yoreme-mayo, hablan-
tes de la lengua mayo, debido a la omisión traducción o interpretación 
de la sentencia emitida por la autoridad responsable.

Dichos agravios consistieron en la falta de fundamentación en la 
resolución impugnada, al determinar dejar subsistentes los nombra-
mientos de regiduría étnica propietaria y suplente en la supuesta “obser-
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vancia al criterio de juzgar con perspectiva intercultural [...] a fin de no  
dejar sin representatividad en dicho Ayuntamiento a la etnia” (Senten-
cia SG-JDC-5/2021, 2021), ya que se consideraba que no se daban ra-
zones de cómo analizaba la perspectiva intercultural en la resolución 
del asunto y tampoco se identificaba el tipo de conflicto comunitario 
que se suscitaba en el particular, esto es, si era una controversia intra-
comunitaria, extracomunitaria o intercomunitaria.

Por lo tanto, dejar subsistentes las constancias otorgadas a los regi-
dores étnicos propietario y suplente, quienes fueron electos mediante 
un procedimiento inadecuado, adoptado por la autoridad administra-
tiva electoral, iba en detrimento del resto de los integrantes del pueblo 
yoreme-mayo, pues dichos regidores únicamente representan a un gru-
po y no a la totalidad de las comunidades asentadas en el municipio.

Además, dicha decisión resultaba contraria a lo determinado por el 
tee Sonora en su resolución JDC-SP-128/2018, en la que estableció dejar 
sin efectos las designaciones de las regiduríass étnica del municipio Be-
nito Juárez, así como lo determinado en el fallo que se controvertía, esto 
es, la segunda sentencia del expediente JDC-SP-02/2019.

Por otra parte, también se invocó la violación de los principios a la 
libre determinación y autonomía, así como el de mínima intervención 
y máxima protección del derecho a la libre determinación de los pue-
blos y las comunidades indígenas, al dejar subsistentes las regidurías 
étnicas, ya que estas no eran reslpaldadas por la población indígena del 
municipio, sino por el Tribunal local, como un acto imperial del órgano 
jurisdiccional, en contravención de lo previsto en el artículo 2, aparta-
do A, fracción VII, de la cpeum (2023).

Por último, se hizo valer como agravio la violación de los derechos 
lingüísticos de las comunidades yoreme-mayo, al haberse omitido la 
traducción o interpretación de la sentencia impugnada.

Ahora bien, la Sala Regional Guadalajara, al analizar los motivos de 
agravio, los estimó sustancialmente fundados y aptos para revocar la 
resolución impugnada, en la que se determinó que permanezca tem-
poralmente en su cargo quien fue designado regidor étnico en Benito 
Juárez, Sonora, hasta que se realice una nueva designación que se ape-
gue al sistema normativo interno.

Ello, porque del análisis del dictamen rendido con motivo del peri-
taje antropológico, formulado respecto de la figura de regiduría étnica 
del municipio Benito Juárez, se advertían las reglas, las características, 
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los requisitos y el procedimiento a realizar para la toma de decisión 
en cuanto a dicho nombramiento como representante del pueblo 
yoreme-mayo.

Además, que, al resultar fundados los agravios que se hicieron valer 
en ese juicio, revocó la sentencia impugnada para efecto de que […] 
el Tribunal Estatal deberá contar con todos los medios de prueba ne-
cesarios para asegurarse que su designación se realizó conforme a las 
normas de derecho indígena de las comunidades del Pueblo Yoreme-
mayo. […] Lo anterior implica que la aludida autoridad jurisdiccional 
se cerciore, de oficio y en suplencia de la queja, a través de cualquiera 
de los medios que legalmente tiene a su alcance: qué autoridades tradi-
cionales de las comunidades indígenas de la etnia Yoreme-mayo asen-
tadas en el municipio de Benito Juárez están facultadas para proponer 
regidores étnicos que los representen ante el ayuntamiento; a quién 
puede consultarse para que señale lo anterior; o en su defecto, quiénes 
son las autoridades tradicionales facultadas para convocar asambleas y 
quiénes deben asistir a ellas; en el entendido que lo importante es que  
dichas propuestas cuenten con representatividad real en el interior  
de las comunidades indígenas, de forma que respondan verdadera-
mente a la determinación de tales pueblos o comunidades, y sean 
resultado de una determinación o consenso legítimo. (Sentencia SG-
-JDC-215/2019, 2019)

Con base en los efectos mencionados, el tribunal local ordenó diver-
sas actuaciones, entre ellas, diligencias para proveer mejor, consistentes 
en requerimientos vía oficios dirigidos a distintas entidades, así como a 
personas expertas en la materia, para que proporcionaran la información 
que se requería, a fin de estar en condiciones de resolver.

Derivado de ello, el tee Sonora, al analizar y valorar las pruebas,  
había determinado que, ante las irregularidades destacadas en el pro-
cedimiento de la designación de regidurías étnicas, lo procedente era  
reponer el proceso. Por otra parte, consideró que, desde una perspectiva 
intercultural y a fin de no dejar sin representatividad a dicho ayuntamiento  
—efectuado por el iee Sonora en del proceso electoral 2017-2018—, de-
bían quedar subsistentes las constancias otorgadas, hasta que se realiza-
ran nuevas designaciones.

De allí que la Sala Regional Guadalajara considerara que le asistía 
la razón a la parte actora en cuanto a que se actualiza la violación del 
principio de autodeterminación de la comunidad, pues si el tee Sonora  
había establecido que el procedimiento de designación de las regidurías 
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étnicas fue indebido, dadas las irregularidades de este y, por tanto, de-
bía reponerse, no era jurídicamente viable la permanencia en el cargo  
de las personas a las que originalmente se había designado.

Lo anterior, porque si bien el tribunal local sustentaba su determi-
nación en la finalidad de no dejar sin representante a la comunidad  
yoreme-mayo, al quedar demostrado que las personas designadas care-
cían de tal representación, no era jurídicamente factible sostenerlas en 
dicho encargo, en razón de que, conforme al marco jurídico aplicable, y 
como lo sostuvo el promovente en la demanda, la representación única-
mente puede recaer en quien obtenga su designación en apego al sistema  
normativo interno de la comunidad.

De ahí que lo procedente era la modificación de la segunda sentencia  
dictada en el juicio ciudadano local JDC-SP-02/2019, respecto a la de-
terminación de que subsistieran las designaciones de regidurías étnicas 
propietaria y suplente en Benito Juárez, Sonora, de manera que fueran 
revocadas las constancias asignadas, sin que ello implicara que las deci-
siones y los documentos en que hubieren participado perdieran validez.

Conclusiones

Como puede advertirse, el proceso de designación de las regidurías  
étnicas, como ejercicio del derecho colectivo de las comunidades  
indígenas a elegir, en los municipios con población indígena, represen-
tantes ante los ayuntamientos, reconocido en la Constitución federal 
y regulado en la legislación local de Sonora, se ha visto obstaculizado 
con motivo de diversos factores, entre los más comunes, que las per-
sonas que se ostentan como representantes de las comunidades reali-
zan las propuestas de las regidurías.

De igual manera, se presenta la problemática respecto a la imple-
mentación del procedimiento de insaculación en las designaciones  
de mérito.

Ahora bien, con relación a la designación de las regidurías étni-
cas en el municipio Benito Juárez, Sonora, el problema se suscitó con 
motivo del primero de los supuestos; es decir, porque se realizaron 
dos propuestas por distintas personas, las cuales se ostentaron como 
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gobernadores tradicionales del pueblo yoreme-mayo, la primera, de los 
ocho pueblos, mientras que la segunda, del municipio Benito Juárez.

Luego de una serie de medios de impugnación ante los tribunales 
electorales local y federal, se arribó a la determinación de que el proce-
dimiento de designación se desarrolló de manera indebida, por lo cual 
se ordenó su reposición.

No obstante, el tribunal local consideró dejar subsistentes las cons-
tancias de las regidurías étnicas propietaria y suplente del ayuntamien-
to de Benito Juárez, otorgadas a las personas designadas por el Consejo 
General, mediante el acuerdo impugnado, hasta que se llevaran a cabo 
nuevas designaciones de acuerdo con lo resuelto.

A primera vista, dicha determinación parecería una opción ade-
cuada que permitía al ayuntamiento integrarse con la totalidad de sus 
miembros; sin embargo, en el caso particular, se debe tomar en cuenta  
que, en Sonora, la elección de los integrantes de los ayuntamientos con 
población indígena es por medio de un sistema mixto, esto es, mediante  
el sistema de partidos políticos y por el sistema normativo interno,  
comúnmente conocido como usos y costumbres.

En ese sentido, ordinariamente, los ayuntamientos se integran por 
1 presidente, 1 síndico y el número de regidores que se señala en el  
artículo 30 de la Ley de Gobierno y Administración Municipal (2023).

Además, esa misma ley señala, en su artículo 25, que en los munici-
pios donde se encuentren asentados pueblos indígenas habrá 1 regidor  
étnico.

Ahora bien, en el caso de Benito Juárez, el ayuntamiento se conforma  
por 1 presidente, 1 síndico, 3 regidores por el principio de mayoría  
relativa y 2 por el principio de representación proporcional, y 1 regidor 
étnico (artículo 172 de la Ley de Instituciones y Procedimientos Electo-
rales para el Estado de Sonora, 2022, en relación con el diverso artículo  
30, fracción I, de la Ley de Gobierno y Administración Municipal, 2023).

Por otro lado, como se mencionó, una de las regidurías de los ayun-
tamientos en los municipios donde se encuentran asentados los pueblos  
indígenas se encuentra reservada para ellos. De allí que, con la reso-
lución de la Sala Regional Guadalajara, se declarara la violación del 
principio de autodeterminación, al impedir que una persona que ha-
bía sido designada mediante un procedimiento indebido fungiera como  
regidora étnica, por lo que era inviable la permanencia en el cargo.
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Adicionalmente, con esa determinación podía integrarse válidamente  
el ayuntamiento, dado que, como se advierte de los artículos de la  
lipees y la lgames, la regiduría étnica es una posición adicional a  
la conformación del ayuntamiento.

La determinación judicial provocó discusiones y seguramente dará  
lugar a muchas más con motivo de la encrucijada que presentaba la 
problemática a dilucidar, pero se deja sobre el tintero la opción que  
favorece más a las comunidades del pueblo yoreme-mayo en el muni-
cipio: que el ayuntamiento se conforme por un regidor étnico que no 
emerge de la voluntad comunitaria o, por lo menos, de representantes 
legítimos de esta, o bien que el cargo quede vacante.
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Caso Ruperta Nicolás Hilario  
y el acceso a la justicia  

en materia electoral1

Marina Martha López Santiago

Introducción

El objetivo de este capítulo consiste en compartir uno de los casos re-
levantes de la Defensoría Pública Electoral (dpe), antes Defensoría Pú-
blica Electoral para Pueblos y Comunidades Indígenas, ocurrido en el 
marco del proceso electoral ordinario 2020-2021, que se relacionó con 
la elección del ayuntamiento de Iliatenco, Guerrero, y que dio lugar a la  
nulidad de la elección municipal por violencia política contra las mujeres  
en razón de género (vpmrg). Asimismo, se analizan las causales de nu-
lidad en las elecciones y los alcances de la vpmrg, que menoscabaron 
el derecho político-electoral de una mujer indígena de ser votada, debi-
do a que trascendió en el resultado de la elección, lo cual propició que 
esta no accediera a dicho cargo. Finalmente, se plantea analizar las dos 
vías para hacer frente a este problema: por una parte, el procedimiento  
especial sancionador (pes), que es la vía administrativa para denun-
ciar la vpmrg, y, por otra, el juicio para la protección de los derechos  
político-electorales de la ciudadanía (jdc), que es la vía jurisdiccional 
para acceder a la justicia y resarcir los derechos vulnerados.

1	 Este capítulo fue enviado para conocimiento de Ruperta Nicolás Hilario quien, previo a su  
publicación, autorizó que se incluyera su caso en este volumen de casos relevantes. El conte-
nido del texto es responsabilidad de su autora.
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En Iliatenco, Ruperta Nicolás Hilario, mujer indígena de la etnia 
me’phaa, quien, vía reelección consecutiva, en 2021, participó en la 
elección a la presidencia municipal, en una contienda muy cerrada, du-
rante la cual vivió violencia simbólica y psicológica, expresada mediante 
la realización de pintas en lonas, carreteras, postes, bardas y mensajes  
focalizados en diversas comunidades con frases y mensajes sexistas, 
discriminatorios y que reproducían estereotipos de género contra ella, 
por ser mujer. 

En este contexto y ante los resultados cerrados de la elección, debido  
a que la diferencia de votos fue mínima entre el candidato electo y  
Ruperta, quien quedó en segundo lugar, ella decidió acudir a la dpe  
para solicitar sus servicios.

De esa manera, la Defensoría brindó a Ruperta sus servicios durante  
la cadena impugnativa, por medio de la cual se logró, por una parte, la 
nulidad de la elección y, por otra, la emisión de medidas de protección 
y de reparación integral a favor de ella, de acuerdo con la sentencia que 
se analizará más adelante (SCM-JDC-2271/2021, 2021).

Se estima que, por medio de este caso, es posible apuntar los ele-
mentos para reflexionar en torno al acceso a la justicia electoral ante la 
vpmrg; por un lado, su vínculo con la nulidad de la elección en dicho 
municipio y, por otro, el análisis de dos de los recursos jurídicos más 
importantes con los que actualmente cuentan las mujeres para buscar 
acceder a la justicia cuando viven vpmrg: el pes, cuya naturaleza es 
administrativa,2 y el jdc, de corte jurisdiccional.

2	 El procedimiento especial sancionador en materia de violencia política contra las mujeres en 
razón de género es la vía administrativa con la que cuentan estas para denunciar las conduc-
tas que encuadran en este tipo de violencia y que representan una afectación a sus derechos 
político-electorales. Tiene como punto de partida la queja o denuncia presentada por la mu-
jer afectada; la sustanciación la realiza el Instituto Nacional Electoral o los organismos públi-
cos locales, según el ámbito en que se presente tal violencia y la resolución está a cargo de la  
Sala Regional Especializada del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. En el  
siguiente apartado se profundiza acerca de dicho procedimiento.
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Violencia política contra las mujeres  
en razón de género y acceso a la justicia

Consideraciones generales  
en torno a la violencia política  

contra las mujeres

La violencia política contra las mujeres en razón de género ha motivado  
diversas reflexiones y estudios y ha impactado en el marco jurídico  
vigente, así como en las instituciones y los procedimientos disponibles. 
A su vez, a partir de la puesta en práctica de diversas vías para obstacu- 
lizar el ejercicio de los derechos político-electorales, se han diseñado  
mecanismos para hacerle frente a esta problemática y fortalecer los re-
cursos legales existentes.

En este sentido, se parte del reconocimiento de que la participación 
política de las mujeres en la política, la cual ha crecido a raíz de la re-
forma en materia de paridad, continúa en un contexto de desventajas,  
dado que “su sola presencia transgrede un orden que naturaliza su  
exclusión” (Cerva, 2014, p. 121).

Denostar a las mujeres en la política conlleva, de algún modo, hacer  
partícipe a la sociedad de quiénes son ellas en función de la división  
sexual del trabajo, por lo que se interpela a su familia, a su pasado, a 
sus parejas, así como a una mirada sesgada por el género respecto de su  
capacidad. Lo anterior, para impactar en el prestigio, pero también en 
la reputación asociada a posiciones de poder y de toma de decisiones. 
Gilas apunta que, “a menudo, esta violencia (la política contra las mu-
jeres) adquiere características diferenciadas por género, siendo más 
frecuente contra las mujeres y con connotaciones sexistas, incluyendo 
lenguaje o imágenes sexualizadas y ataques sexuales” (Gilas, 2023, p. 4).

En ese sentido, la definición de las mujeres se hace en oposición a lo 
que se espera de ellas como madres, esposas, hijas o nietas, y no tanto 
como gobernantes o ejerciendo el poder.

Lo expuesto cruza inevitablemente con el orden jurídico existente,  
de tal modo que resulta indispensable el uso estratégico de los mar-
cos legales e institucionales para la defensa del derecho de las mujeres 
a una vida libre de violencia, así como el pleno ejercicio de sus dere-
chos político-electorales. En este sentido, conviene tener presente que 
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“el derecho también es una práctica social en la medida en que la argu-
mentación y los procedimientos que lo acompañan surgen y se asientan 
en procesos políticos, culturales y sociales que son parte de contextos 
específicos” (Cerva, 2019, pp. 528-529).

Actualmente, existe un marco jurídico fortalecido que contribuye a 
hacer exigibles los derechos político-electorales y su ejercicio libre de 
violencia para las mujeres, y este caso da cuenta de ello; sin embargo,  
es importante no perder de vista que en muchas ocasiones se requiere 
de procesos litigiosos largos y complejos, en los que es indispensable que 
las instituciones, como las defensorías electorales, brinden los servicios 
con perspectiva de género y enfoque interseccional.

Vías para el acceso a la justicia ante  
la violencia política contra las mujeres

El caso de Ruperta Nicolás se presentó en 2021, cuando la reforma en 
materia de vpmrg ya había ocurrido, lo que implicó que ya existiera un 
reconocimiento legal de las conductas constitutivas de dicha violencia, 
así como un marco institucional para prevenirla, atenderla, investigarla 
y sancionarla. Dicho caso siguió una cadena impugnativa extensa, co-
mo se verá en el siguiente apartado.

Antes de la reforma, en algunos ordenamientos locales ya estaba 
prevista la vpmrg; esto, en 17 leyes en materia de acceso de las mujeres 
a una vida libre de violencia y en 10 leyes relacionadas con institucio-
nes y procedimientos electorales (Comisión Nacional de los Derechos 
Humanos, 2017, pp. 127-130). Las leyes nacionales correspondientes no  
tenían prevista la violencia política, y tampoco los ordenamientos res-
pectivos en Guerrero.

Al respecto, resalta que las reformas del 13 de abril de 2020 radican  
en que fue resultado de la lucha de las mujeres para exigir que un proble-
ma, que estaba claramente afectando los derechos político-electorales  
de las mujeres, tuviera un marco legal que hiciera exigible la justicia.  
En este sentido, se reformaron y adicionaron diversas disposiciones 
orientadas a definir y sancionar esta violencia, lo que impactó en las  
siguientes leyes (Guerra, 2022, p. 54):

1)	 Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violen-
cia (lgamvlv).
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2)	 Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales (lgipe).
3)	 Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 

Electoral (lgsmime).
4)	 Ley General de Partidos Políticos.
5)	 Ley General en Materia de Delitos Electorales.
6)	 Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.
7)	 Ley General de Responsabilidades Administrativas.

En este contexto, se previó un procedimiento específico (conocido 
como pes) para que las mujeres que vieran afectados sus derechos po-
lítico-electorales por causa de la violencia política pudieran acudir a 
alguna instancia “en los términos establecidos en la legislación electo-
ral, penal y de responsabilidades administrativas” (Guerra, 2022, p. 57).

Es importante señalar que, si bien el pes existe desde 2006, fue hasta  
la reforma de 2020 que este se previó para la atención de las quejas o 
denuncias por vpmrg, por lo que el Instituto Nacional Electoral (ine) 
consideró su regulación. Por consiguiente:

se definió que el pes es el recurso jurídico cuyo objetivo es tutelar los 
derechos políticos y electorales de las mujeres de manera expedita. 
También quedó establecido que los asuntos en materia de vpmrg 
deberán sustanciarse a través de las autoridades administrativas elec-
torales, el ine a nivel federal, por conducto de la Unidad Técnica de lo 
Contencioso Electoral, y a nivel local, los Organismos Públicos Locales 
electorales (Instituto Nacional Electoral, 2021, p. 4)

En consecuencia, el ine aprobó, el 31 de agosto de 2020, el Regla-
mento de Quejas y Denuncias en Materia de vpmrg y paulatinamente 
ha fortalecido la operación de dicho reglamento mediante la crea-
ción de un área especializada y la emisión de protocolos que guían su 
funcionamiento.

En el caso de Guerrero, la ruta para la realización de las reformas ne-
cesarias fue semejante. En dicha entidad, el pes está previsto en la Ley 
número 483 de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado  
de Guerrero; es sustanciado por la Secretaría Ejecutiva, por conducto de  
la Coordinación de lo Contencioso Electoral del Instituto Electoral y 
de Participación Ciudadana del Estado de Guerrero (iepc Guerrero), 
y resuelto por el Tribunal Electoral del Estado de Guerrero (teeg). El 
teeg es la instancia que determina la existencia de la vpmrg, con base 
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en lo sustanciado por el organismo público local electoral (ople).3 Es 
importante mencionar que existe un recurso de revisión respecto del 
pes conocido como recurso de revisión del procedimiento especial san-
cionador (rep), el cual se prevé en la lgsmime; sin embargo, este no es 
materia del capítulo.

Por su parte, el jdc existe desde 1996 y forma parte del sistema de 
medios de impugnación para garantizar que todos los actos y las re-
soluciones de las autoridades en los procesos electorales y de consul-
ta popular se sujeten a los principios constitucionales y de legalidad, y 
también garantiza la definitividad de los distintos actos y etapas de los 
procesos comiciales (Ley General del Sistema de Medios de Impugna-
ción en Materia Electoral, artículo 3, 2023).

El jdc es la vía jurisdiccional por medio de la cual se hace frente a 
las violaciones a los derechos de las personas de votar, ser votadas, te-
ner libertad de asociación y tomar parte, en forma pacífica, de los asun-
tos políticos, entre otros derechos político-electorales. Esta vía también  
es procedente para impugnar los actos y las resoluciones por quien,  
teniendo interés jurídico, considere que, indebidamente, se afecta su 
derecho a integrar las autoridades electorales de las entidades federa-
tivas (Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral, artículo 79, 2023).

En ese sentido, el jdc también se prevé como un recurso que puede  
ser promovido cuando se ejerza vpmrg en los términos establecidos 
en la lgamvlv y en la lgipe (Ley General del Sistema de Medios de 
Impugnación en Materia Electoral, artículo 80, inciso h, 2023); es un  
medio para hacer justiciables los derechos político-electorales de  
las mujeres que vivan vpmrg.

Al respecto, en el Protocolo para la Atención de Violencia Política 
contra las Mujeres en Razón de Género se apuntaba que:

3	 En la regulación del procedimiento especial sancionador en Guerrero, se advierte que: “En los 
procedimientos relacionados con violencia política contra las mujeres en razón de género, la 
Unidad Técnica de lo Contencioso Electoral, ordenará iniciar el procedimiento, así como resol-
ver de inmediato sobre las medidas cautelares y de protección que fueren necesarias. Cuando 
las medidas cautelares o de protección sean competencia de otra autoridad, la Unidad Técni-
ca de lo Contencioso Electoral a través de la Secretaría Ejecutiva dará vista de inmediato para 
que proceda a otorgarlas conforme a sus facultades y competencias” (Ley Número 483 de Ins-
tituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Guerrero, 2023).
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resulta fundamental que la violencia política sea planteada en los me-
dios de impugnación ante las autoridades jurisdiccionales electorales. 
Aunque podría presentarse en asuntos que se ventilan en diferentes 
procesos, la vía más adecuada para impugnar la violencia política en 
contra de las mujeres es el juicio para la protección de los derechos 
político-electorales, medio constitucional idóneo para la defensa de 
esos derechos (Protocolo para la Atención de Violencia Política contra 
las Mujeres en Razón de Género, 2016, p. 65).

Aunado a lo expuesto, el Protocolo destaca que uno de los factores 
que repercute en el acceso a la justicia y en la reparación del daño en los 
casos de vpmrg es la especialización y accesibilidad de los medios de 
impugnación (Protocolo para la Atención de Violencia Política contra 
las Mujeres en Razón de Género, 2016, p. 64), como es el caso del jdc.

Mediante la interposición del jdc, se pretende la restitución de 
los derechos político-electorales de las mujeres que sean vulnerados 
y no solo una sanción para la persona que haya participado en dicha 
vulneración.

Es importante mencionar que, en el caso que se expone en este  
capítulo, también se recurrió a los mecanismos de nulidad de la elec-
ción y se puso de manifiesto el contexto de vpmrg contra Ruperta.

Si bien este artículo busca destacar las dos vías predominantes para 
acceder a la justicia en materia electoral ante casos de vpmrg, es rele-
vante plantear, en términos generales, el vínculo entre la nulidad de la 
elección y la vpmrg, porque el caso de Ruperta implicó un precedente  
al respecto.

Relativo a la nulidad de la elección, es relevante destacar que:

1)	 La vpmrg no es una causal para que se declare nula una elección 
determinada; no obstante, sí fue un elemento a tener en cuenta en 
la determinación de las personas juzgadoras.

2)	 El caso de Ruperta fue el primero en el que se declaró la nulidad de 
la elección,4 y se estableció que esta se había presentado en el mar-
co de una contienda electoral municipal, con una diferencia de 53 
votos entre el primer y el segundo lugar.

4	 Para conocer otros casos donde hubo vpmrg, pero no se declaró la nulidad de la elección por 
diversas razones, véase Gilas (2023).

Este apartado pertenece a la obra 
Casos relevantes de la Defensoría Pública Electoral, la cual es acervo del TEPJF.

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



Caso Ruperta Nicolás Hilario y el acceso a la justicia en materia electoral

118

3)	 La nulidad no es una sanción, sino un mecanismo de reparación de 
la afectación sufrida por las mujeres víctimas.

4)	 Entre los supuestos de nulidad previstos en la lgsmime se encuen-
tran: que existan violaciones graves, dolosas y determinantes (que 
produzcan una afectación sustancial a los principios constitucio-
nales y pongan en peligro el proceso electoral y sus resultados), y 
que dichas violaciones pueden ser concluyentes cuando la diferen-
cia entre la votación obtenida entre el primero y el segundo lugar 
sea menor a 5 % (Ley General del Sistema de Medios de Impugna-
ción en Materia Electoral, artículo 70, 2023).

El vínculo entre los efectos de la vpmrg y la nulidad de la elección se 
ha establecido a partir de valorar que, por la diferencia de votos entre 
el primer y el segundo lugar (menos de 5 %), era posible inferir que los 
hechos que constituyeron vpmrg afectaron el resultado de la elección; 
es decir, se acreditó la determinancia de dicha violencia en las votacio-
nes obtenidas. Otra consideración importante es que no fue necesario 
acreditar que esta había sido perpetuada por el oponente de Ruperta 
que, en principio, resultó ganador, debido a que, sin importar quién fue-
ra la persona autora de los hechos, había afectado las condiciones en 
las cuales se desarrolló la contienda (Sentencia SUP-REC-2214/2021, 
2021; Gilas, 2023).

Aunado a lo expuesto, otro elemento transversal en la cadena im-
pugnativa de Ruperta giró en torno a la afectación a los derechos de la 
candidata. En este caso, resulta fundamental analizar y comparar los 
resultados obtenidos del análisis de la vpmrg que la actora vivió, con-
siderando la vía del pes y del jdc.

El proceso que siguió Ruperta para la restitución de sus derechos 
implicó transitar por una amplia cadena impugnativa, que permite ad-
vertir la dinámica entre las instituciones locales y federales, y el uso de 
diversos recursos jurídicos en el marco de la vpmrg.
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Litigio estratégico en torno al caso de Ruperta 

Contexto en que Ruperta Nicolás hizo justiciables 
sus derechos político-electorales

El 9 de septiembre de 2020 inició el proceso electoral en Iliatenco, Gue-
rrero, como se describió con anterioridad; para entonces, ya se habían 
aprobado las reformas electorales que permitían, por ejemplo, que el 
iepc pudiera atender quejas y denuncias por vpmrg mediante el pes.

En dicho proceso electoral, Ruperta Nicolás contendía para presi-
denta municipal de Iliatenco, por el partido Movimiento Ciudadano 
(mc), y su principal opositor fue Eric Sandro Leal Cantú, del Partido 
del Trabajo (pt).

En el marco de las campañas electorales, que se caracterizaron por el 
anonimato de diversos mensajes contra Ruperta, el 6 de junio de 2021 
se llevó a cabo la elección, en la cual resultó electo Eric Leal, con 53  
votos sobre el segundo lugar, es decir, Ruperta Nicolás. Este número 
equivalía a una diferencia de menos de 1 % (0.97 % de los votos).

En consonancia con lo expuesto, el 10 de junio de 2021, el iepc expi-
dió la constancia de mayoría y validez de la elección a favor de la planilla  
del pt. A partir de ello, se desencadenó un proceso litigioso en torno a 
los resultados y al contexto en el cual se llegó a estos.

Con fines analíticos, se pueden distinguir dos rutas de litigio para-
lelas. Por un lado, la orientada a acreditar los elementos para que se 
determinara la nulidad de la elección, y, por otro, la enfocada en reco-
nocer la vpmrg que vivió Ruperta y, por tanto, pugnar por la repara-
ción integral del daño. Ambas estrategias se entrelazan si se analizan 
en la línea del tiempo; sin embargo, los resultados a los que apuntaban 
no son coincidentes.

En el caso de la exigencia de la nulidad de la elección, mc interpu-
so diversos medios de impugnación, en los que se argumentó que la 
vpmrg fue un elemento importante que afectó la contienda y, por tan-
to, su resultado. En este sentido, el partido argumentó que la vpmrg 
“afectó el desarrollo de los comicios, distorsionando sus resultados y 
socavando su legitimidad” (Gilas, 2023, p. 14), razón por la cual solici-
taron la nulidad de la elección.

Una síntesis del proceso judicial relacionado con la nulidad de la 
elección y su vínculo con la vpmrg se puede observar en la figura 1.
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Figura 1. Proceso de la nulidad  
de la elección de Iliatenco

14/06. Juicio de inconformidad 
para controvertir los 

resultados de la elección
05/08. El TEEG determinó la 

existencia de vpmrg, pero no 
justi�có la conexión entre esta 
y el resultado de la elección; 

desestimó la nulidad aducida 
y con�rmó los resultados 
electorales controvertidos

TEE/JIN/024/2021

09/08. Contra la resolución 
del TEE/JIN/024/2021, mc 

promovió un juicio de revisión 
constitucional electoral
25/09. La srcm resolvió 

declarar la nulidad de la 
elección (los hechos de VPMRG 

resultaron determinantes para 
el resultado de la elección)

SCM-JRC-225/2021

El PT interpuso un recurso de 
reconsideración por la 

determinación de la scm 
(JRC-225/2021)

La Sala Superior con�rmó la 
sentencia dictada en el juicio 

de revisión constitucional 
electoral (SUP-REC-1861/2021)

Fuente: Elaboración propia con base en las sentencias TEE/JIN/024/2021 (2021),  
SCM-JRC-225/2021 (2021) y SUP-REC-1861/2021 (2021).

De manera concurrente con el litigio para la anulación de la elección 
municipal, Ruperta interpuso un pes, para que existiera un reconoci-
miento y una sanción a quienes acusó de perpetrar vpmrg en su contra.  
Así, la actora inició dos pes, uno en agosto y otro en septiembre, con 
diferentes alcances. El primero se relacionó con la vpmrg durante su 
campaña y el segundo con la vpmrg durante el proceso de impugna-
ción de las sentencias en torno a la nulidad de la elección. Las síntesis 
de los recursos jurídicos empleados para el acceso a la justicia en ma-
teria electoral se observan en las figuras 2 y 3.

Figura 2. Primer proceso administrativo y 
judicial del caso de Ruperta Nicolás Hilario

04/08. Ruperta y Josabeth 
Barragán presentaron, ante el 
ople, una denuncia en contra 

de Eric Sandro Leal Cantú, 
candidato a presidente 

municipal de Iliatenco, en 
contra del PT y de Pedro Adán 

Cantú Ramírez, editor y 
director del diario El Noticiero 

de Guerrero, por actos que 
podrían constituir VPMRG. 

El 5 de agosto, la Coordinación 
radicó la queja con el número 

de expediente 
IEPC/CCE/PES/089/2021

27/09. El TEEG dictó sentencia 
en el expediente 

TEE/PES/050/2021, que 
comprendía la amonestación 

pública al director de 
El Noticiero de Guerrero, 

y se ordenó que se le 
inscribiera en el registro de 

antecedentes de las personas 
agresoras de VPMRG por seis 

meses

01/10. Ruperta presentó 
una demanda de jucio de la 

ciudadanía, a �n de 
controvertir la sentencia local 

TEE/PES/050/2021) 
mediante un JDC 

04/11. La srcm modi�có la 
sentencia del TEEG impugnada 

(SCM-JDC-2271/2021)

Fuente: Elaboración propia con base en el expediente IEPC/CCE/PES/089/2021 
(Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Guerrero, 2021b)  
y en las sentencias TEE/PES/050/2021 (2021) y SCM-JDC-2271/2021 (2021).
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Figura 3. Segundo proceso administrativo y 
judicial del caso de Ruperta Nicolás Hilario

19/09. Ruperta denunció ante el OPLE los actos 
de VPMRG,  contra Eric Leal, Eugenia Catú y Sandra 
Ramos (presidente municipal, síndica propietaria 

y suplente, respectivamente), quienes, el 17 de 
junio, comparecieron como terceros interesados 
en el juicio de inconformidad interpuesto por el 
representante de mc, contra los resultados de la 

elección. Ruperta señaló que en el escrito de 
tercero interesado se infería más violencia política 

en su contra. El 20/09 se radicó el expediente 
IEPC/CCE/PES/090/2021

21/10. El TEEG resolvió al declarar la existencia 
de VPMRG, y cali�có la falta como levísima y la 

sanción consistió en una amonestación pública 
a las personas denunciadas, a quienes se les 
conminó a no repetir las conductas infractoras

Sentencia en torno al expediente 
TEE/PES/051/2021

Fuente: Elaboración propia con base en el expediente IEPC/CCE/PES/090/2021 
(Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Guerrero, 2021a)  
y en la sentencia TEE/PES/051/2021 (2021).

Como se observa, para hacer justiciables los derechos político- 
-electorales en el caso referido, se emprendieron diversas acciones que 
dan cuenta de la complejidad que implicó la defensa y asesoría jurídica  
de Ruperta.

Acceso a la justicia electoral  
en el caso de Ruperta Nicolás Hilario 

Como se expuso en secciones anteriores, tanto el pes como el jdc son 
recursos con los que se cuenta para hacer frente a la vpmrg, sin im-
portar si dicha violencia ocurre en el marco del proceso electoral, en la 
toma de posesión del cargo o durante el ejercicio de este.

Para Ruperta, la primera vía ante la vpmrg fue el pes, por lo cual  
inició dos procedimientos acerca de esta afectación a sus derechos  
político-electorales. A continuación, se describen de manera sucinta.

En el primero de ellos, destacó que el ople no consideró necesaria la 
solicitud de medidas de protección y dio pie al inicio del procedimiento, 
cuya sustanciación implicó aproximadamente un mes y medio. Ahora  
bien, de dicho pes se desprendió la sentencia en torno al expediente 
TEE/PES/050/2021, el cual se refirió a lo reconocido en otra sentencia  
del mismo tribunal (Sentencia TEE/JIN/024/2021), en la que se hizo 
constar que en 14 lugares de Iliatenco existieron pintas con frases que 
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señalaban que las mujeres no sirven para gobernar y apuntaban “Fuera  
Ruperta”.

El tribunal local señaló que los mensajes eran coincidentes en ma-
nifestar su repudio a que una mujer gobernara el municipio y que no 
servía para ello. Asimismo, mediante espectaculares, difundieron el 
mensaje de “es tiempo de hombres” y “ninguna vieja más al poder”. En 
esta misma sentencia, se mencionó el juicio SCM-JRC-225/2021, en el 
que se reconoció la vpmrg, porque se consideró que dichas conduc-
tas fueron graves, generalizadas y determinantes en el resultado de la 
elección. Como parte del análisis del pes para la resolución del caso, se 
contaba con pruebas documentales y técnicas, con base en las cuales 
se analizó todo el caso y se determinó que:

1)	 Se acreditó el objeto o resultado de menoscabar o anular los de-
rechos político-electorales de Ruperta, es decir, su derecho a ser 
votada.

2)	 Se identificó violencia simbólica, la cual tenía la intención de des-
legitimar a las mujeres por medio de estereotipos de género.

3)	 Como parte de la aplicación del test previsto en el Protocolo para 
la Atención de la Violencia Política contra las Mujeres en Razón de 
Género, se identificó que los cinco elementos que lo componen se 
cumplían en el caso de Ruperta.

4)	 Se estableció que la conducta señalada no podía considerarse como 
una pluralidad de infracciones, porque se trataba de un comporta-
miento infractor (el referente a la vpmrg).

5)	 No se consideró la reincidencia de la conducta infractora.
6)	 Como parte de la calificación de la falta, se determinó que la infrac-

ción en que incurrió el denunciado era leve.

En función de lo anterior, se impuso una amonestación pública a 
Pedro Adán Cantú y se ordenó su inscripción en el registro de antece-
dentes de las personas infractoras de vpmrg por una temporalidad de 
seis meses.

Considerando lo descrito, queda de manifiesto que, aunque el ca-
mino que Ruperta recorrió fue largo y ya existía el precedente de que 
la Sala Regional Ciudad de México del Tribunal Electoral del Poder Ju-
dicial de la Federación había determinado la nulidad de la elección y 
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reconocido que la vpmrg fue generalizada y determinante para la elec-
ción, Ruperta no obtuvo una sentencia favorable por parte del tribu-
nal local.

Con base en el curso que el caso tomó, Ruperta acudió a la Defenso-
ría para solicitar sus servicios, debido a que estaba en desacuerdo con 
la sentencia dictada por el tribunal local.

Por lo expuesto, el litigio mediante el cual la dpe impugnó la senten-
cia tuvo en cuenta la omisión de dictar medidas de reparación integral. 
Esto, teniendo presente que no se dictaron las medidas de protección y 
tampoco se plantearon acciones para frenar la vpmrg, que implicó la 
violación a sus derechos, lo que la dejó en estado de indefensión. Por 
medio de la demanda, se hizo visible que tanto Ruperta como su fami-
lia requerían medidas de protección y reparación integral, puesto que 
todas las conductas que configuraron la violencia política implicaron 
una afectación psicológica y emocional.

La importancia de que se prevean medidas de reparación integral 
a las víctimas de vpmrg quedó evidenciada al considerar cómo, en el 
contexto de mayor número de mujeres que participan en la política, de-
rivado de la reforma de paridad en todo, se ha registrado un incremento  
de dicha violencia y también una complejidad en el aumento de las for-
mas en que se hace visible y de sus efectos.

En ese sentido, la reparación integral, de acuerdo con la Guía para 
juzgar con perspectiva de género en materia electoral, incluye “las dis-
tintas maneras en que los órganos estatales pueden cumplir las obli-
gaciones derivadas de la responsabilidad que tienen con motivo de 
violaciones de derechos humanos, entre las que se encuentran medi-
das de satisfacción, rehabilitación, restitución y de no repetición” (Soto,  
2023, p. 76).

La reparación del daño, en términos generales, está considerada en 
diversos instrumentos nacionales e internacionales, y prevista como 
estándar internacional de protección de los derechos humanos de las 
mujeres en los siguientes términos:

199. La reparación del daño ocasionado por la infracción de una 
obligación internacional requiere, siempre que sea posible, la plena 
restitución (restitutio in integrum), que consiste en el restablecimiento 
de la situación anterior. De no ser esto factible, como ocurre en la 
mayoría de los casos de violaciones a derechos humanos, el Tribunal 
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determinará medidas para garantizar los derechos conculcados y  
reparar las consecuencias que las infracciones produjeron. Por lo 
tanto, la Corte ha considerado la necesidad de otorgar diversas medi-
das de reparación, a fin de resarcir los daños de manera integral, por 
lo que, además de las compensaciones pecuniarias, las medidas de 
restitución, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición 
tienen especial relevancia por los daños ocasionados. (Caso Gutiérrez 
Hernández y otros vs. Guatemala, 2017)

Ahora bien, específicamente, las medidas de reparación integral tie-
nen por objeto restituir o compensar el bien lesionado, para restable-
cer la situación que existía previamente al hecho ilícito, o mejorarla, en 
apego al respeto de los derechos humanos.

En términos similares, tanto el Protocolo para Atender la Violencia 
Política contra las Mujeres (2016) como la Ley Modelo Interamerica-
na para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres 
en la Vida Política (2017) prevén la reparación como uno de los dere-
chos de las víctimas. La segunda reconoce que en las medidas de repa-
ración se deberá tener en cuenta:

la plena satisfacción de los derechos de las víctimas, y también de sus 
familiares y de su comunidad en caso de que hayan sido afectadas por 
los actos de violencia, así como la garantía de no repetición de los 
actos. (Organización de los Estados Americanos, 2017, p. 24)

De este modo, la reparación integral se advierte como un conjunto  
de medidas que parten de una comprensión situada de las mujeres que 
viven violencia. En estas medidas, es fundamental también tener en 
cuenta a las y los familiares y las amistades que también ven afectados 
sus derechos, derivado de la vpmrg.

Según lo expuesto, la demanda puso énfasis en la reparación inte-
gral ante la vpmrg que vivió Ruperta, con base en que:

el efecto de las sentencias que tiene que ser la restitución de los dere-
chos de las personas a quienes se les hayan violado, si ello no es posible 
materialmente, es menester optar por alguna medida de reparación  
diferente, por ejemplo, la rehabilitación, la satisfacción y/o la garan- 
tía de no repetición, considerando el deber constitucional y convencio-
nal de lograr la reparación integral a quienes han logrado una sentencia 
favorable. (Soto, 2023, p. 77)
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El jdc interpuesto puso de manifiesto que la inscripción en la lista  
de personas sancionadas por vpmrg5 no podía agotar el derecho a  
la reparación integral, teniendo en cuenta que, como parte del litigio, 
Ruperta demandaba medidas para evitar que su vida y la de su fami-
lia peligrara, y que se reconociera que la vpmrg había producido en su 
esfera personal daños de diversa índole (psicológicos y emocionales).

Al resolver esta demanda de Ruperta (Sentencia SCM-JDC- 
-2271/2021), la Sala Regional Ciudad de México apuntó que en otra 
sentencia ya se había ordenado adoptar medidas para salvaguardar la 
integridad y seguridad tanto de Ruperta como de su familia (Sentencia 
SCM-JRC-225/2021, 2021). Esto, por medio de la sentencia por la que 
se ordenó la nulidad de la elección en Iliatenco, Guerrero, cuyo pro-
ceso de litigio también se derivó de uno de los servicios que brindó la 
Defensoría a Ruperta, en 2021.

No obstante, parte de las medidas de reparación adicionales que se 
consideraron en el juicio de Ruperta fueron las siguientes:

1)	 Inscripción en el registro estatal de víctimas de la Comisión Ejecu-
tiva Estatal de Atención a Víctimas de Guerrero.

2)	 Una vez que se llevó a cabo la inscripción en el registro estatal de 
víctimas, se previó que se otorgara la indemnización solicitada.

3)	 Acciones de capacitación para evitar que el infractor repita la 
conducta.

Todas las medidas fueron ordenadas a las autoridades competentes  
por parte de la Sala Regional Ciudad de México (Sentencia SCM- 
-JDC-2271/2021, 2021), con base en una comprensión integral del  
derecho de las mujeres a una vida libre de violencia, para restituir  
los derechos vulnerados.

Por otra parte, el litigio comprendió poner sobre la mesa la viola-
ción al principio de exhaustividad, dado que no se realizó un análisis 

5	 Si bien los registros de personas sancionadas son una medida de reparación integral que im-
plica que las autoridades electorales verifiquen quiénes serán las personas sancionadas, no son  
la única vía por la cual se busque “reestablecer la situación que existía previamente al  
hecho ilícito, o mejorarla en apego al respeto de los derechos humanos” (Sentencia SCM- 
-JDC-2271/2021, 2021 p. 43).
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completo de todas las conductas constitutivas de vpmrg. Al respecto, se  
dejó fuera del análisis la evidencia existente respecto de las publica-
ciones de Facebook en el perfil denominado “Ruperta Santos” y las  
acusaciones que la vinculaban a la muerte de un expresidente municipal.  
Todo ello formaba parte de la investigación realizada, como evidencia 
aportada por Ruperta.

Respecto a este principio, la Corte Interamericana de Derechos Hu-
manos ha puntualizado que: 

La investigación debe ser realizada por todos los medios legales dispo-
nibles y orientada a la determinación de la verdad y a la persecución, 
captura, enjuiciamiento y eventual castigo de todos los responsables 
intelectuales y materiales de los hechos, especialmente cuando están 
o puedan estar involucrados agentes estatales. (Corte Interamericana 
de Derechos Humanos, párrafo 144, 2008)

En el mismo sentido, el artículo 17 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos (2024) prevé garantizar el derecho a la  
tutela judicial efectiva, lo cual implica una investigación completa y 
diligente. Con base en ello, el Protocolo para la Atención de Violen-
cia Política contra las Mujeres en Razón de Género apunta como otro 
derecho de las víctimas la investigación con la debida diligencia (So-
to, 2016, p. 39).

Con base en este elemento específico de la demanda, la Sala Regio-
nal Ciudad de México apuntó que:

Ahora bien, al respecto, el Tribunal local hizo referencia a las ma-
nifestaciones referidas por la actora; sin embargo, en el estudio de 
fondo y análisis del pes solamente se abocó a realizar un examen de las 
manifestaciones desplegadas por Pedro Adán Cantú Ramírez, aspecto 
que revela que, como lo señala la actora, el Tribunal local dejó de 
efectuar un pronunciamiento concreto sobre los hechos denuncia-
dos contra las personas que administran los perfiles de la red social 
Facebook a nombre de “Ruperta Santos” y “Julio Mosso”. (Sentencia 
SCM-JDC-2271/2021, 2021, p. 57)

Con base en lo anterior, la Sala Regional Ciudad de México conside-
ró fundado el agravio y, por tanto, determinó su revocación parcial, así 
como la adopción del principio de economía procesal, lo que implicó 
decidir que el caso sería analizado directamente por la Sala.
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Del análisis realizado por la Sala Regional Ciudad de México, se 
desprendió que, efectivamente, los mensajes difundidos en Facebook 
constituían vpmrg y que la imposibilidad de identificar a las personas 
autoras de estos no podía ser un elemento que imposibilitara la repa-
ración integral del daño, o bien que: “se traduzca en la imposibilidad de 
ordenar medidas de reparación dirigidas a que no prevalezca la even-
tual afectación que hasta el momento están generando los contenidos 
que actualmente se encuentran en la red social correspondiente” (Sen-
tencia, SCM-JDC-2271/2021, 2021, p. 62).

Derivado de lo expuesto, y con base en otros elementos, como las 
políticas de Facebook para promover una red social basada en el res-
peto, la Sala Regional Ciudad de México determinó modificar la re-
solución impugnada, de tal suerte que la estrategia jurídica diseñada 
evidenció la importancia de las medidas de reparación integral, con-
forme a la regulación vigente en materia de atención a víctimas en 
Guerrero. Lo anterior implicó que se ordenara a Facebook eliminar las 
publicaciones denunciadas y que se previera dar vista a la Fiscalía Es-
pecializada en Delitos Electorales del Estado de Guerrero, entre otros 
elementos (Sentencia SCM-JDC-2271/2021, 2021, pp. 67-68).

Consideraciones para la reflexión 

El caso de Ruperta, mediante los diversos mecanismos a los que recu-
rrió para acceder a la justicia en materia electoral, ha implicado sentar 
precedentes importantes, tanto por lo que toca a la nulidad de la elec-
ción, donde se advirtió un contexto competitivo y con presencia de la 
vpmrg, como respecto a la comprensión del principio de exhaustividad 
en la investigación, a la postura de las personas juzgadoras ante la im-
posibilidad de identificar a las personas autoras de los mensajes cons-
titutivos de vpmrg y a los alcances de la reparación integral ante casos 
de este tipo. Sin embargo, es importante señalar que, derivado del diá-
logo con Ruperta, en julio de 2024, se tiene conocimiento de que las 
medidas de reparación integral no se han cumplido por parte de las au-
toridades responsables, lo cual deja a las instituciones la importante ta-
rea de generar las condiciones y las vías para que las autoridades, en el 
marco de sus atribuciones, den cumplimiento a las medidas tendientes 
a la reparación integral de las mujeres que viven vpmrg.
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Al respecto, es significativo destacar la importancia de identificar la 
vía jurídica para impulsar procesalmente los casos, de tal modo que se 
contribuya, de manera efectiva, al acceso a la justicia en materia elec-
toral ante la vpmrg.

En ese sentido, si bien la base de la existencia del pes en materia de 
vpmrg radica en contar con un procedimiento expedito y ágil para que 
las mujeres que la padecen puedan acceder a la justicia, por medio del 
caso es posible destacar algunos elementos que precisan la reflexión co-
lectiva para advertir cómo fortalecerlo. Respecto a los pes interpuestos 
por Ruperta, por el diseño de dicho procedimiento, en términos gene-
rales, se implicó lo siguiente:

1)	 Quien lo solicita debe acudir con un escrito previo al ople, en el 
que dé cuenta en qué consiste la vpmrg y qué marco legal sustenta 
la queja interpuesta.

2)	 El escrito que presenta la mujer que vive violencia debe ser ratifica-
do; no obstamte, esto puede resultar complejo cuando se encuen-
tra en riesgo inminente.

3)	 Si bien se prevé un tiempo de desahogo ágil, el diseño del proceso 
implica la ejecución de fases que no se puede obviar, como la apro-
bación de la solicitud de las medidas de seguridad a la comisión 
competente en el ople.

4)	 De lo anterior se desprende que exista un lapso para la valoración 
de la aplicación de las medidas de protección.

5)	 Se prevé una fase de pruebas y alegatos, en la cual la mujer que se-
ñala la existencia de vpmrg se ve obligada a encontrarse y a estar 
frente a quien o quienes señala como agresores.

6)	 Los criterios y la manera en que se operan los mismos, para deter-
minar la necesidad y pertinencia de las medidas de protección. Al 
respecto, destaca que en el acuerdo 044/CQD/03-09-2021, el Ins-
tituto Electoral, por medio de la Comisión de Quejas y Denuncias, 
determinó que

de las constancias que obraban en autos no se advertía afectación algu-
na a la integridad f ísica o que estuviera en riesgo o peligro inminente 
la vida de la actora, de algún miembro de su familia, o personas que 
colaboran con ella, pues no obraba amenaza por parte de los sujetos 
denunciados por lo que resultaba improcedente la adopción de las 
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medidas de protección solicitadas consistentes en brindarle elementos 
de seguridad. (Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del 
Estado de Guerrero, 2021c)

7)	 La revisión de las conductas constitutivas de violencia política en 
razón de género que se presentan en las redes sociales, descontex-
tualizadas, en escenarios de alta competitividad electoral. Si bien 
se ha buscado abatir este problema con diversos instrumentos,6 los 
retos para un análisis integral de la violencia política persisten.

Aunado a lo expuesto y en atención a que el pes es un procedimien-
to sumario, se sugiere dialogar acerca de:

1)	 La importancia de que el procedimiento se fortalezca en lo relacio-
nado con la solicitud y emisión de las medidas de protección.

2)	 La interrogante respecto a la pertinencia de la audiencia de prue-
bas y alegatos, ya que puede implicar el riesgo de que se sienten en 
la misma mesa las víctimas y sus agresores.

Por lo expuesto, el caso de Ruperta destaca porque permite apuntar 
que las mujeres que vivan vpmrg también tienen a su disposición el 
jdc, y no solo el pes, y que pueden iniciar la demanda o queja sin que 
se precise la intervención del partido político, puesto que poseen inte-
rés jurídico. Ambos procedimientos (el pes y el jdc) se pueden llevar de 
manera independiente o simultánea conforme al criterio sustentado en 
la jurisprudencia 12/2021, de rubro JUICIO PARA LA PROTECCIÓN 
DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADA-
NO. ES UNA VÍA INDEPENDIENTE O SIMULTÁNEA AL PROCE-
DIMIENTO ESPECIAL SANCIONADOR PARA IMPUGNAR ACTOS 
O RESOLUCIONES EN CONTEXTOS DE VIOLENCIA POLÍTICA 
EN RAZÓN DE GÉNERO (2021).

En el caso del jdc, existen defensorías electorales que pueden brin-
dar los servicios para los que están facultadas para promoverlo. En el 

6	 Tales como reglamentos específicos para sustanciar los procedimientos especiales sanciona-
dores relacionados con la violencia política contra las mujeres en razón de género (Institu-
to Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Guerrero, 2022) y los protocolos de  
actuación, así como para el análisis de riesgos (Instituto Nacional Electoral, 2021). 
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caso de la dpe, la solicitud de la representación o asesoría jurídica no es-
tá sujeta a la presentación de un escrito previo, y se enmarca en un pro-
cedimiento ágil, que obedece a los plazos previstos en la lgsmime.

El acceso a la justicia para el pleno ejercicio de los derechos político-
-electorales requiere de una mirada centrada, desde el servicio público, 
en el enfoque de derechos humanos, y en difundir los mecanismos para  
que las personas exijan el respeto y la garantía de estos, con énfasis en 
las poblaciones históricamente discriminadas; por ello y para ello, se 
trabaja desde la Defensoría.
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Personas adultas mayores  
y su derecho a ejercer el cargo electo  

sin violencia

Juan Carlos Martínez Hernández

Introducción

Según el comunicado 004/2021 del Instituto Nacional de las Personas 
Adultas Mayores (Inapam) (2021), en México hay más de 15 millones de 
personas adultas mayores de 60 años, casi 12 % de la población mexi-
cana, con una esperanza de vida promedio de 75 años, en su mayoría 
funcionales, independientes y autónomas. Por lo anterior, establece el 
comunicado, es importante evitar la estigmatización y la discrimina-
ción, cuya consecuencia es el maltrato, reconocido como un problema 
social y de salud pública que afecta a un número considerable de la po-
blación de este grupo de edad.

En ese sentido, es necesario precisar que en los pueblos y las comuni-
dades indígenas del país, incluso de Latinoamérica, pero en Oaxaca, en  
particular, las personas adultas mayores tienen un estatus de respeto  
en la integración de la sociedad, ya que personifican la experiencia y la 
sabiduría, puesto que en algunas comunidades son parte de la autoridad 
tradicional (tatamandones, consejo de ancianos, etcétera), son quienes  
deciden cuestiones importantes, especialmente en los pueblos que se  
rigen por usos y costumbres.

Por ello, de ninguna manera se debe permitir que se atente contra la 
dignidad de las personas adultas mayores y que no se respeten sus de-
rechos humanos, incluyendo los político-electorales, máxime cuando 
las personas actoras de dichas conductas son las autoridades.
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Las personas adultas mayores tienen el derecho a votar y ser votadas 
y, en el caso de ser electas, a ejercer el cargo libre de violencia. Así, de  
existir vulneración de estos derechos, se debe acudir a los tribunales 
para exigir su cumplimiento y recibir de estos una protección especial 
por la condición de su edad.

Al respecto, la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha señalado que “los adultos mayores constituyen un grupo 
vulnerable que merece especial atención por parte de los órganos del  
Estado, mediante una protección reforzada de sus derechos” (Tesis 1a. 
CCXXIV/2015, 2015). 

Cabe precisar que, en la justicia electoral, el tema de los derechos de  
las personas adultas mayores aún es poco explorado. De ahí la impor-
tancia de destacar en el presente trabajo la estrategia de litigio que con-
cluyó con el dictado de una sentencia de la Sala Regional Xalapa del  
Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, en la que se  
declaró la existencia de violencia política en contra de un adulto ma-
yor, que ejercía el cargo de regidor de Obras, por parte del presidente  
municipal.

Marco de referencia en torno a los derechos  
político-electorales de las personas mayores

Derecho de las personas adultas mayores  
a ser votadas y ejercer cargos en los pueblos

Como se evidencia en el este capítulo, las personas adultas mayores  
en el país tienen el derecho de votar y ser votadas, y, cuando son elec-
tas para ocupar un cargo, tienen el derecho, también, de ejercerlo libres  
de violencia. Esto en cualquiera de los sistemas electorales que exis-
ten en el país, incluso en los pueblos y comunidades indígenas que se  
rigen por sus propios sistemas normativos, como se establece en el  
siguiente marco constitucional.

El artículo 1 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos (cpeum) (2021) establece que todas las personas gozarán de los 
derechos humanos reconocidos por la Constitución y los tratados in-
ternacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así como de las 
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garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá restringirse ni 
suspenderse, salvo en los casos y en las condiciones que esta establece.

Asimismo, señala que queda prohibida toda discriminación motivada  
por el origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, 
la condición social y de la salud, la religión, las opiniones, las preferen-
cias sexuales, el estado civil o cualquier otra situación que atente contra 
la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los dere-
chos y las libertades de las personas. Desde luego, en estas categorías 
sospechosas1 se encuentran las personas adultas mayores.

Por su parte, el artículo 35, fracción II, de la cpeum establece el de-
recho de las personas a ser votadas, en su vertiente de ocupar y ejercer 
el cargo, que instituye como derecho de toda persona que fue electa en 
un proceso constitucional desempeñar el cargo durante el periodo para  
el cual fue electa.

Asimismo, el artículo 2 de la Constitución establece, en el apartado 
A, numeral II, que se reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y 
las comunidades indígenas a la libre determinación y, en consecuen-
cia, a la autonomía para aplicar sus propios sistemas normativos en la 
regulación y solución de sus conflictos internos, sujetarse a los princi-
pios generales de esta y respetar las garantías individuales y los dere-
chos humanos.

Es decir, en el país, todas las personas tienen el derecho de votar y 
ser votadas, y de ocupar y ejercer el cargo durante el periodo para el 
cual fueron electas, libres de violencia y sin que las prácticas comuni-
tarias sean un obstáculo para dicho ejercicio.

En ese sentido, cobra relevancia el argumento de la Sala Regional 
Xalapa en la sentencia SX-JDC/400/2019, al referir que la violencia 

1	 Algunos instrumentos internacionales de derechos humanos los han referido, de manera coin-
cidente, de la siguiente forma: la Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre 
(cuyo artículo II se refiere a la raza, el sexo, el idioma, el credo ni otra distinción); la Declara-
ción Universal de Derechos Humanos (cuyo artículo 2.1 se refiere a la raza, el color, el sexo, el 
idioma, religión, la opinión política o de cualquier otra índole, origen nacional o social, posi-
ción económica, nacimiento o cualquier otra condición), y el Pacto Internacional de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales (cuyo artículo 2.2 contiene una enumeración semejante  
a la del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos). En la Convención sobre los  
Derechos del Niño se mencionan los siguientes motivos prohibidos: raza, color, sexo, idioma, 
religión, opinión política o de otra índole, origen nacional, étnico o social, la posición económi-
ca, los impedimentos f ísicos y el nacimiento o cualquier otra condición de la niña o el niño, de 
sus padres o de sus representantes legales.
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política puede definirse como el medio común usado por los pueblos, 
gobiernos o partidos para lograr objetivos políticos; esto es, relaciona-
dos con los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial de un Estado. Se 
trata de un concepto, habitualmente utilizado en las ciencias sociales y 
políticas, que hace referencia a las destrucciones o los atentados contra 
objetos, instituciones o personas, cuyo propósito, selección de daños y 
víctimas, puesta en escena y efectos poseen una significación política 
y tienden a modificar el comportamiento de las personas protagonis-
tas en una situación de negociación mediante una coerción consumada.

Principios adoptados por las Naciones Unidas a 
favor de las personas de edad avanzada

Los Principios de las Naciones Unidas en favor de las personas de 
edad fueron adoptados en la Asamblea General de las Naciones Uni-
das, el 16 de diciembre de 1991, mediante la resolución 46/91, y son 
los siguientes:

Independencia
1. Las personas de edad deberán tener acceso a alimentación, 

agua, vivienda, vestimenta y atención de salud adecuados, median-
te ingresos, apoyo de sus familias y de la comunidad y su propia 
autosuficiencia.

2. Las personas de edad deberán tener la oportunidad de trabajar 
o de tener acceso a otras posibilidades de obtener ingresos.

3. Las personas de edad deberán poder participar en la determi-
nación de cuándo y en qué medida dejarán de desempeñar actividades 
laborales.

4. Las personas de edad deberán tener acceso a programas educa-
tivos y de formación adecuados.

5. Las personas de edad deberán tener la posibilidad de vivir en 
entornos seguros y adaptables a sus preferencias personales y a sus 
capacidades en continuo cambio.

6. Las personas de edad deberán poder residir en su propio domi-
cilio por tanto tiempo como sea posible.

Participación
7. Las personas de edad deberán permanecer integradas en la so-

ciedad, participar activamente en la formulación y la aplicación de las 
políticas que afecten directamente a su bienestar y poder compartir 
sus conocimientos y habilidades con las generaciones más jóvenes.
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8. Las personas de edad deberán poder buscar y aprovechar 
oportunidades de prestar servicio a la comunidad y de trabajar como 
voluntarios en puestos apropiados a sus intereses y capacidades.

9. Las personas de edad deberán poder formar movimientos o 
asociaciones de personas de edad avanzada.

Cuidados
10. Las personas de edad deberán poder disfrutar de los cuidados 

y la protección de la familia y la comunidad de conformidad con el 
sistema de valores culturales de cada sociedad.

11. Las personas de edad deberán tener acceso a servicios de aten-
ción de salud que les ayuden a mantener o recuperar un nivel óptimo 
de bienestar f ísico, mental y emocional, así como a prevenir o retrasar 
la aparición de la enfermedad.

12. Las personas de edad deberán tener acceso a servicios sociales y  
jurídicos que les aseguren mayores niveles de autonomía, protección 
y cuidado.

13. Las personas de edad deberán tener acceso a medios apropiados 
de atención institucional que les proporcionen protección, rehabilita-
ción y estímulo social y mental en un entorno humano y seguro.

14. Las personas de edad deberán poder disfrutar de sus derechos 
humanos y libertades fundamentales cuando residan en hogares o 
instituciones donde se les brinden cuidados o tratamiento, con pleno 
respeto a su dignidad, creencias, necesidades e intimidad, así como de 
su derecho a adoptar decisiones sobre su cuidado y sobre la calidad 
de vida.

Autorrealización
15. Las personas de edad deberán poder aprovechar las oportuni-

dades para desarrollar plenamente su potencial.
16. Las personas de edad deberán tener acceso a los recursos edu-

cativos, culturales, espirituales y recreativos de la sociedad.

Dignidad
17. Las personas de edad deberán poder vivir con dignidad y se-

guridad y verse libres de explotaciones y de malos tratos f ísicos o 
mentales.

18. Las personas de edad deberán recibir un trato digno, indepen-
dientemente de la edad, sexo, raza o procedencia étnica, discapacidad 
u otras condiciones, y han de ser valoradas independientemente de su 
contribución económica. (Principios de las Naciones Unidas en favor 
de las personas de edad, 1991)

Como se puede apreciar, es precisamente en la categoría “Participa-
ción” donde se establece que las personas de edad deberán permane-
cer integradas en la sociedad, participar activamente en la formulación 

Este apartado pertenece a la obra 
Casos relevantes de la Defensoría Pública Electoral, la cual es acervo del TEPJF.

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



Personas adultas mayores y su derecho a ejercer el cargo electo sin violencia

140

y aplicación de las políticas que afecten directamente a su bienestar y 
poder compartir sus conocimientos y habilidades con las generacio-
nes más jóvenes.

También, en la categoría “Autorrealización” se establece que las per-
sonas de edad deberán poder aprovechar las oportunidades para desa-
rrollar plenamente su potencial.

Asimismo, se establece que las personas de edad deberán vivir con 
dignidad y seguridad; verse libres de explotaciones y malos tratos f í-
sicos o mentales, y “recibir un trato digno, independientemente de la 
edad, sexo, raza o procedencia étnica, discapacidad u otras condicio-
nes, y han de ser valoradas independientemente de su contribución 
económica” (Principios de las Naciones Unidas en favor de las perso-
nas de edad, 1991).

Defensa jurídica en el caso 

Acciones y omisiones características  
de la violencia política (contexto del asunto)

El 14 de febrero de 2019, el regidor de Obras del ayuntamiento de San-
ta Catalina Quierí, Oaxaca, acudió a la oficina de la Defensoría Pública 
Electoral (dpe), antes Defensoría Pública Electoral para Pueblos y Co-
munidades Indígenas, en la ciudad de Oaxaca. Dicho municipio es uno 
de los 417 que electoralmente se rigen por usos y costumbres en el es-
tado, de los 570 de los que se compone.

En la entrevista que sostuvo con el personal de dicha oficina, el  
actor dijo pertenecer a la etnia zapoteca, tener 76 años y, en ese momen-
to, ocupar el cargo de regidor de Obras en el indicado ayuntamiento. El 
entonces funcionario del municipio narró lo siguiente.

Desde que iniciaron sus funciones como regidor de Obras, no había 
sido tomado en cuenta por el presidente municipal en los asuntos del 
ayuntamiento, ya que no lo convocaba a las sesiones de cabildo ni ha-
cía de su conocimiento los asuntos importantes que se acordaban, que 
tenían que ver con la gestión de las obras.

Asimismo, desde el inicio de la administración municipal, el presi-
dente, junto con el regidor de Hacienda, lo habían humillado, insultado 

Este apartado pertenece a la obra 
Casos relevantes de la Defensoría Pública Electoral, la cual es acervo del TEPJF.

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



141

Casos relevantes de la Defensoría Pública Electoral

e incluso agredido f ísicamente. Además de que, a principios de 2017, 
aun cuando no le hacía de su conocimiento la gestión de las obras pa-
ra el municipio, le pidió su credencial, que lo acreditaba como regidor 
de Obras, para sacarle una copia, la cual, en efecto, realizó, y se la lle-
vó, sin decirle cuál sería el uso que le daría.

Destacó que, durante los primeros meses de la gestión, cuando se 
trataba de pagarle las dietas, le decía que no se las pagaría, ya que no 
servía para nada por estar viejo, y que solo estorbaba en el municipio.

El funcionario también relató que el 3 de mayo de 2018, exactamen-
te el día de la Santa Cruz, el presidente municipal estuvo ingiriendo 
bebidas alcohólicas, junto con el regidor de Hacienda; que él se en-
contraba en la planta baja del edificio que ocupa el Palacio Municipal 
cuando ellos llegaron en estado de ebriedad y, desde la planta alta, le 
vaciaron el vaso de tepache que estaban consumiendo y, sin decir na-
da, se carcajearon.

Asimismo, manifestó que, en noviembre de 2018 —no recordaba el 
día exacto—, estaba en la explanada del Palacio Municipal y el presi-
dente municipal se le acercó para decirle textualmente “lárgate de aquí, 
ya no te quiero ver, no sirves para nada”.

En el contexto de los hechos narrados, se promovió un primer juicio 
para la protección de los derechos político-electorales de la ciudadanía  
(jdc) en el régimen de sistemas normativos internos, en el Tribunal 
Electoral del Estado de Oaxaca (teeo).

Cabe destacar que, en el asunto que se expone, existió la necesidad 
de presentar un jdc indígena más en el teeo y tres medios de impug-
nación en la Sala Regional Xalapa, derivado de la resistencia del pre-
sidente municipal a cumplir con lo ordenado por dichas autoridades 
electorales, como se relata enseguida.

Estrategia de litigio

La dpe, mediante el acompañamiento que le hizo al referido regidor 
de Obras, estimó que era necesario brindarle en dos ocasiones el ser-
vicio de asesoría y en tres más el de defensa. El trabajo consistió en lo 
siguiente:
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1)	 El 22 de febrero de 2019, se presentó el primer jdc en el régimen de 
sistemas normativos internos, en el teeo.

En el escrito de demanda respectivo, se hicieron valer los si-
guientes agravios:
a)	 Derecho de ser votado, en su vertiente de pleno ejercicio y des-

empeño del encargo como regidor de Obras.
b)	 Vulneración al principio de igualdad y no discriminación, que no 

debe darse en los gobiernos municipales que se rigen por su sis-
tema normativo indígena ni en ningún otro, y que se traduce en 
violencia política por condición de persona adulto mayor. 

c)	 Derecho de ser votado, en su vertiente de pleno ejercicio y des-
empeño de su encargo, relativo al pago de sus dietas y viáticos.

En dicho tribunal, el juicio ciudadano fue radicado con la cla-
ve JDCI/15/2019 y resuelto el 29 de marzo de 2019; se declararon 
fundados los agravios que se hicieron valer, pero no la existencia 
de violencia política que fue reclamada.

2)	 El 11 de abril de 2019, las autoridades responsables de dicho juicio 
interpusieron una demanda para controvertir lo ordenado en la re-
ferida sentencia en la Sala Regional Xalapa. La demanda fue radi-
cada en la Sala indicada con la clave SX-JE-70/2019.

En la sustanciación de dicho juicio se compareció con el carác-
ter de terceros interesados, para defender la demanda del tribunal 
local. Así, el 25 de abril del mismo año, el pleno de la Sala Regio-
nal Xalapa ordenó desechar la demanda, por actualizarse la cau-
sal de improcedencia, consistente en falta de legitimación activa 
de los accionantes.

3)	 El 8 de abril de 2019 se presentó un escrito a la Sala Regional Xalapa,  
mediante el cual se hizo valer un juicio ciudadano en contra de la 
referida sentencia del teeo, en la parte en la que se declara que no 
existe violencia política por la condición de adulto mayor del aseso-
rado. El medio de impugnación fue radicado en la Sala como jdc e  
identificado con la clave SX-JDC-110/2019.

El 2 de mayo de 2019, en la Sala Regional Xalapa se resolvió el 
fondo del asunto y se declararon infundados los agravios que se hi-
cieron valer; consecuentemente, se confirmó la sentencia impug-
nada en lo que fue materia de controversia.
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4)	 El 11 de septiembre de 2019, se presentó un nuevo juicio ciudada-
no indígena en el teeo, para hacer valer, entre otras cosas, la vul-
neración al principio de igualdad y no discriminación, que no debe 
darse en los gobiernos municipales que se rigen por sus sistemas 
normativos y que se traduce en violencia política por la condición 
de adulto mayor.

Se consideró lo anterior porque, el hecho de que el presidente 
municipal de Santa Catalina Quierí, Oaxaca, no quisiera dar cum-
plimiento a la referida sentencia y opusiera resistencia para ello, 
constituía violencia política en contra del asesorado, porque, al no 
permitirle ejercer el cargo para el que fue electo, que es su obliga-
ción constitucional y que incluso se lo había ordenado la autoridad 
electoral, tenía un impacto diferenciado en su contra, ya que, al ser 
un adulto mayor, le afectaba de manera desproporcionada.

En el escrito de la demanda, nuevamente se hicieron valer los 
siguientes agravios: 
a)	 Derecho de ser votado, en su vertiente de pleno ejercicio y des-

empeño del encargo como regidor de Obras.
b)	 Vulneración al principio de igualdad y no discriminación, que 

no debe darse en los gobiernos municipales que se rigen por su 
sistema normativo indígena ni en ningún otro, y que se traduce 
en violencia política por la condición de adulto mayor.

c)	 Derecho de ser votado, en su vertiente de pleno ejercicio y desem- 
peño de su encargo, relativo al pago de sus dietas y viáticos.

Este juicio fue radicado en el Tribunal local con la clave  
JDCI/75/2019 y fue resuelto el 14 de noviembre de 2019. En la sen-
tencia nuevamente se tuvo como no acreditada la violencia política  
por la condición de adulto mayor del asesorado.

5)	 Finalmente, el 25 de noviembre de 2019, se presentó otro juicio  
ciudadano, en la Sala Regional Xalapa, en contra de la indicada sen-
tencia, en la parte relativa en la que se declaró que no existe violen-
cia política por la condición de adulto mayor del defendido. El medio 
de impugnación fue radicado en la Sala Regional Xalapa, como jdc, 
e identificado con la clave SX-JDC-400/2019.

Así, el 23 de diciembre de 2019, la Sala Regional Xalapa modifi-
có la sentencia controvertida y declaró la existencia de la violencia 
política en contra del defendido por su condición de adulto mayor.
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En el cuadro 1 se resume el proceso de atención.

Cuadro 1. Proceso de atención del caso de 
violencia política contra una persona mayor

Servicio Sentencia Tribunal electoral o 
sala regional Síntesis

Asesoría JDCI/15/2019 teeo Sentencia que tuvo como no acre-
ditada la violencia política por la 
condición de adulto mayor

Defensa SX-JE-70/2019 Sala Regional 
Xalapa

La Sala Regional ordenó des-
echar de plano dicha demanda, 
por actualizarse la causal de 
improcedencia, consistente en la 
falta de legitimación activa de los 
accionantes

Asesoría SX-JDC-110/2019 teeo La Sala Regional Xalapa declaró in-
fundados los agravios; consecuen-
temente, se confirmó la sentencia 
impugnada

Asesoría JDCI/75/2019 teeo Sentencia que tuvo como no acre-
ditada la violencia política por la 
condición de adulto mayor

Defensa SX-JDC-400/2019 Sala Regional 
Xalapa

La Sala Regional Xalapa ordenó 
modificar la sentencia controver-
tida y declaró la existencia de la 
violencia política en contra del 
defendido por su condición de 
adulto mayor

Nota: teeo, Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca.

Fuente: Elaboración propia con base en las sentencias JDCI/15/2019 (2019),  
SX-JE-70/2019 (2019), SX-JDC-110/2019 (2021), JDCI/75/2019 (2019) y SX-JDC-400/ 
2019 (2019).

La importancia del presente asunto radica en que, por medio de 
una estrategia de litigio, se logró la pretensión; es decir, después de la  
interposición de dos juicios ciudadanos indígenas en el teeo y tres 
en la Sala Regional Xalapa, esta declaró la existencia de violencia po-
lítica en contra de un adulto mayor, que ejercía el cargo de regidor de 
Obras, por parte del presidente municipal. La sentencia es emblemá-
tica, puesto que fue la primera vez que una sala regional se pronunció 
respecto del ejercicio de los derechos político-electorales de las perso-
nas adultas mayores.
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Primera sentencia dictada por el Tribunal Electoral 
del Estado de Oaxaca (JDCI/15/2019)

El 29 de marzo de 2019, el pleno del teeo resolvió el juicio ciudadano 
indígena, identificado con la clave JDCI/15/2019, y declaró fundados 
los agravios que se hicieron valer respecto de la falta de convocatoria  
a las sesiones de cabildo, así como la negativa al asesorado para ser  
escuchado, como regidor de Obras, en el ayuntamiento y a la falta de 
pago de las dietas de manera completa.

Derivado de lo anterior, se ordenó al presidente municipal de Santa 
Catalina Quierí, Oaxaca, convocar a las sesiones de cabildo al regidor 
de Obras, que deberían celebrarse, por lo menos, una vez a la semana, 
y especificar el orden del día, la fecha, la hora y el lugar de celebración 
de las mismas, así como acompañar, al momento de notificarles, todos 
aquellos documentos para que las personas concejales tuvieran la in-
formación idónea, suficiente y cierta de lo que sería objeto de análisis 
y discusión en las reuniones plenarias, a efectos de que puedan emitir 
un juicio de valor mediante la emisión de su voto.

También se le ordenó al presidente municipal que pagara al regidor 
de Obras, dentro del plazo de 15 días hábiles, la cantidad de $9,540.52, 
por concepto de la diferencia en el pago de sus dietas de enero de ese 
año y lo correspondiente a las de febrero y marzo de 2019.

Sin embargo, en dicha sentencia se tuvo como no acreditada la vio-
lencia política por la condición de adulto mayor del asesorado.

Primera impugnación y resolución de la Sala 
Regional Xalapa (SX-JDC-110/2019)

Como ya se indicó, se interpuso un jdc en contra de dicha senten-
cia, exclusivamente por lo que hace a la declaratoria de que no existía  
violencia política por la condición de adulto mayor del regidor de 
Obras. Dicho juicio fue radicado en la Sala Regional Xalapa e identifi-
cado con la clave SX-JDC-110/2019.

Mediante el acuerdo plenario del 25 de abril de 2019, y con la fina-
lidad de atender en forma diligente e integral, el pleno de la Sala deter-
minó que era procedente la adopción de medidas de tutela y protección 
ante el señalamiento reiterado de conductas que, estimó, eran lesivas e 
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impedían desempeñar libremente el ejercicio del cargo del regidor de 
Obras del defendido, aunado a que era parte de un grupo vulnerable, 
que requiere una mayor protección por parte de los órganos del Estado.

El 2 de mayo de 2019, en la Sala Regional Xalapa se resolvió el fondo 
del asunto y se declararon infundados los agravios que se hicieron va-
ler; consecuentemente, se confirmó la sentencia impugnada en lo que 
fue materia de controversia.

En la misma determinación, se consideró que, pese a no estar en las 
posibilidades jurídicas para declarar la violencia política, tal y como se 
solicitó, sí debería resolverse con base en un modelo de acompañamien-
to y tutela de los derechos fundamentales que hiciera eficaz el mandato 
constitucional de acceso a la justicia y no discriminación, para ordenar 
un seguimiento institucional y jurídico que vigilara la restitución, en 
paz y a salvo, de los derechos político-electorales que le fueron vulne-
rados al regidor de Obras.

En ese sentido, se determinó que, para esa medida preventiva, no era 
impedimento que, en el caso concreto, no se advirtieran elementos con-
tundentes que permitieran concluir la realización de los actos de violen-
cia política por parte del presidente municipal y el regidor de Hacienda  
en contra del defendido. Lo cierto fue que no se podía soslayar su  
condición vulnerable y ese órgano jurisdiccional tenía la obligación cons-
titucional de velar por la tutela preventiva de sus derechos.

Así, el pleno de la Sala Regional determinó que era procedente or-
denar la continuidad de las medidas de tutela y protección, porque, en 
un Estado democrático y constitucional de derecho, es inadmisible la 
idea de que las personas beneficiarias de la impartición de justicia se 
encuentren colocadas en la zozobra de la inseguridad personal, tan-
to por el cumplimiento de una resolución jurisdiccional que les bene-
ficia como por la probable y latente amenaza por haber defendido sus 
derechos.

Segunda impugnación ante el Tribunal Electoral 
del Estado de Oaxaca (JDCI/75/2019)

La conducta del presidente municipal de Santa Catalina Quierí, Oaxa- 
ca, no cambió; al contrario, ya no le dirigía la palabra al regidor de 
Obras. Incluso, no se presentó a las reuniones a las que fue convocado 
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en la Subsecretaría de Desarrollo Político de la Secretaría General de 
Gobierno del Estado de Oaxaca; no obstante que ya habían sido dos ve-
ces las que se presentó el asesorado —el 13 de marzo y el 27 de mayo 
de 2019—, lo que evidenció la desobediencia a un mandato judicial y 
la violación a sus derechos humanos, en específico, al principio de tu-
tela judicial efectiva.

Por lo anterior, el 11 de septiembre de 2019, se presentó un nue-
vo juicio ciudadano indígena en el teeo. Lo anterior, porque se consi-
deró que el presidente municipal de Santa Catalina Quierí, Oaxaca, al 
no querer cumplir con la sentencia, vulneraba el derecho a la partici-
pación política efectiva del asesorado, que se traduce en el menoscabo 
del ejercicio de su cargo como regidor de Obras, puesto que, a pesar de  
que existe un mandato judicial, se resistía a cumplirlo, lo que, sin lugar  
a dudas, constituía violencia política en contra del asesorado. Estas con-
ductas, por supuesto, causaban un impacto diferenciado en su persona 
por su condición de adulto mayor.

En este juicio, radicado en el tribunal local con la clave JDCI/75/2019 
y resuelto el 14 de noviembre de 2019, se tuvo como no acreditada la vio-
lencia política por la condición de adulto mayor.

Segunda sentencia de la Sala Regional Xalapa  
(SX-JDC-400/2019)

Inconforme, nuevamente, con esta segunda sentencia del teeo, se in-
terpuso un juicio ciudadano en contra de dicha determinación, exclu-
sivamente por lo que hace a la parte relativa a que no existía violencia 
política por su condición de adulto mayor del defendido. Dicho juicio 
fue radicado en la Sala Regional Xalapa con la clave SX-JDC-400/2019.

El 23 de diciembre de 2019, la Sala Regional resolvió el juicio ciu-
dadano, modificó la sentencia controvertida y declaró la existencia de 
violencia política en contra del defendido por su condición de adulto 
mayor, al considerar que la afectación surgió a partir de que el tribunal 
local tuvo por acreditado que el referido regidor de Obras no había si-
do convocado a las sesiones de cabildo, no obtuvo su derecho a recibir 
una remuneración —derivado de la reducción injustificada y contro-
vertida del pago de sus dietas—, además de la reiterada conducta del 
presidente municipal.
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La Sala Regional Xalapa consideró que un elemento fundamental para  
considerar violento el actuar del presidente municipal era la reitera-
ción de sus actos, así como que se considerara incumplida la sentencia 
del tribunal local. Es decir, que las acciones que desplegó el presiden-
te municipal no eran únicamente en contra de la voluntad del regidor 
de Obras, dado que se había inconformado con esas medidas —esto es, 
que era involuntaria la reducción de sus dietas y el no ser convocado a 
las sesiones del cabildo—, sino, incluso, contra una orden de la senten-
cia del tribunal competente.

En dicha sentencia, se ordenó, de manera relevante, lo siguiente: 

1)	 Se desvirtuó, como medida de no repetición, la presunción de que 
Santiago González, presidente municipal del ayuntamiento de San-
ta Catalina Quierí, Oaxaca, tiene un modo honesto de vivir.

2)	 Se ordenó al Consejo General del Instituto Estatal Electoral y de 
Participación Ciudadana de Oaxaca que, en su ámbito de compe-
tencia, llevara un registro de las personas ciudadanas de las cuales 
se tuvo por desvirtuada la presunción de tener un modo honesto 
de vivir.

3)	 Se dio vista al Consejo General del Instituto Nacional Electoral para  
que, en caso de que el ciudadano Santiago González pretendiera 
participar como candidato al cargo de diputado federal en el pro-
ceso electoral ordinario 2020-2021, se adoptara la determinación 
que, conforme a derecho, corresponda.

Conclusión

Como se indicó, el artículo 1 de la cpeum establece que todas las per-
sonas gozarán de los derechos humanos reconocidos por esta y los  
tratados internacionales de los que el Estado mexicano sea parte, así 
como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá res-
tringirse ni suspenderse, salvo en los casos y en las condiciones que esta  
establece.

Asimismo, señala que queda prohibida toda discriminación moti-
vada por el origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapaci-
dades, la condición social y de la salud, la religión, las opiniones, las 
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preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra situación que aten-
te contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar 
los derechos y las libertades de las personas.

Por su parte, el artículo 2 de la Constitución, en el apartado A, nume-
ral III, reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades  
indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para  
elegir, de acuerdo con sus normas, procedimientos y prácticas tradicio-
nales, a las autoridades o representantes para el ejercicio de sus formas 
de gobierno interno, así como garantizar que las mujeres y los hombres 
indígenas disfruten y ejerzan su derecho de votar y ser votados en con-
diciones de igualdad; además de acceder y desempeñar los cargos públi-
cos y de elección popular para los que las personas hayan sido electas o 
designadas, en un marco que respete el pacto federal, la soberanía de los 
estados y la autonomía de Ciudad de México.

Dicha norma puntualiza que, en ningún caso, las prácticas comuni-
tarias podrán limitar los derechos político-electorales de la ciudadanía 
en la elección de sus autoridades municipales.

Las personas adultas mayores tienen el derecho de votar y ser votadas  
y, en el caso de ser electas, también tienen el de ejercer el cargo libres 
de violencia. Así, de existir una vulneración a estos derechos, se debe 
acudir a los tribunales para exigir su cumplimiento y recibir de estos 
una protección especial por la condición de su edad, mediante una ade-
cuada estrategia de litigio.

La importancia del presente asunto radica en que, por medio de una 
estrategia del litigio, se logró la pretensión; es decir, después de la in-
terposición de dos juicios ciudadanos indígenas en el teeo y tres en la 
Sala Regional Xalapa, esta última declaró la existencia de violencia po-
lítica en contra de un adulto mayor, quien ejercía el cargo de regidor de 
Obras, por parte del presidente municipal. La sentencia es emblemá-
tica, puesto que fue la primera vez que una sala regional se pronunció 
respecto del ejercicio de los derechos político-electorales de las perso-
nas adultas mayores.
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El caso de una mujer que logró  
el acceso a un cargo público

Ariadna Ivette Ortega Moreno

Si la mujer es compañera del hombre, y su igual,
no hay motivo plausible para que lo abandonemos

a la hora de decidir la suerte definitiva o temporal de la Patria.
¿Con qué derecho nos quejaremos de los resultados mañana,

si hoy no hacemos nada de nuestra parte?
Hermila Galindo

Introducción

En el presente capítulo se analizará en qué consiste el derecho polí-
tico al voto, en la modalidad de ejercicio del cargo. Este se encuentra 
previsto en el artículo 35, fracción II, de la Constitución Política de los  
Estados Unidos Mexicanos (cpeum) (2021), el cual está sujeto a las  
cualidades que la ley establezca.

Se examinará el contenido de este derecho en la legislación nacio-
nal, internacional y local —de Oaxaca— para ubicar al lector en el con-
texto del caso que será sujeto de estudio en este trabajo.

Asimismo, se abordará uno de los asuntos de los que tuvo conoci-
miento la Defensoría Pública Electoral para Pueblos y Comunidades In-
dígenas, actualmente Defensoría Pública Electoral (dpe), y que guarda 
relación con este derecho político-electoral tan importante, como es 
el ejercicio del cargo.

De esta forma, se observará el papel que desempeñaron las autori-
dades jurisdiccionales electorales en el caso, como el Tribunal Electo-
ral del Estado de Oaxaca (teeo) y la Sala Regional Xalapa del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf) en la resolución 
del conflicto que se hizo de su conocimiento.
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El tepjf tiene como objetivo resolver las impugnaciones electorales 
y la protección de los derechos políticos. Está regulado por el artículo 
99 de la Constitución, la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federa-
ción y el Reglamento Interno del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación. Como es sabido, las salas regionales se integran por 
tres magistraturas electorales y sus sedes son las ciudades designadas 
como la cabecera de cada una de las cinco circunscripciones plurino-
minales en que se divide el país: Ciudad de México, Guadalajara, Mon-
terrey, Toluca y Xalapa.

En el caso que se analizará, después de la reseña jurídica, se obser-
va que, en principio, el teeo tuvo conocimiento, y en la impugnación 
conoció la Sala Regional Xalapa.

Cabe resaltar que, para el acceso a este derecho, ha sido una gesta de 
todas las mujeres, quienes, apenas a mediados del siglo pasado, logra-
ron el acceso al derecho al voto en el país. Así, el caso que ocupa ver-
sa acerca de una mujer a quien se le intentó restringir el goce de este 
derecho tan importante, en la modalidad de ejercicio del cargo, y que, 
gracias al apoyo de la dpe, pudo tener acceso a este y logró ejercer el 
cargo para el cual fue electa.

Marco de referencia en torno  
al derecho al voto de las mujeres

Derecho de la ciudadanía a ser votada,  
en la modalidad de ejercicio del cargo

El contenido o alcance del derecho político-electoral de la ciudadanía 
a ser votada es un derecho fundamental de base constitucional y con-
figuración legal, que no solo se encuentra en las leyes nacionales, sino 
también en las internacionales.

La palabra voto proviene del latín votum, lo que ilustra el origen reli-
gioso del término, que debía entenderse en el sentido de ofrenda o pro-
mesa hecha a los dioses.

El Diccionario electoral, editado por la Comisión Asesora para Elec-
ciones del Instituto Interamericano de Derechos Humanos, señala  
que, por medio del sufragio —voz derivada del latín suffragium, es decir, 

Este apartado pertenece a la obra 
Casos relevantes de la Defensoría Pública Electoral, la cual es acervo del TEPJF.

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



155

Casos relevantes de la Defensoría Pública Electoral

ayuda o auxilio— la ciudadanía coadyuva, en cuanto miembro del Es-
tado-comunidad, en la conformación del Estado-aparato y, en conse-
cuencia, en la integración funcional de la sociedad política (Instituto 
Interamericano de Derechos Humanos, 2017, p. 1088).

Los artículos 35 y 36 de la carta magna establecen que el voto es un 
derecho, porque conlleva el ejercicio de una forma de libertad, y una 
obligación, porque constituye una forma de integrar la voluntad colec-
tiva; por ello, es una expresión de la soberanía popular.

Desde esta perspectiva, es ilustrativo lo que señala Emilio Chuayffet 
Chemor en El sistema representativo en estudios jurídicos en torno a la 
Constitución mexicana de 1917:

Conforme a los artículos 35 y 36 de nuestra Constitución, así como 
el 4o. de la ley reglamentaria de esa materia, el voto es concebido 
simultáneamente como un derecho y como una obligación. En tanto 
prerrogativa representa uno de los derechos políticos fundamentales 
de los mexicanos, a través del cual se decide la conformación del go-
bierno como obligación, el voto constituye un deber ciudadano para 
con la sociedad de la cual forma parte. (Chuayffet et al., 1992, p. 411)

Dicho lo anterior, el sufragio es un instrumento de cohesión social; 
es la vía por medio de la cual una comunidad política se expresa, actúa 
y se conserva. En resumen, es el derecho político que la ciudadanía tie-
ne de participar en los asuntos públicos de su país, directamente o por 
medio de personas representantes libremente elegidas. Se trata de un 
derecho público subjetivo, de naturaleza política.

El sufragio es un tema de interés para las mujeres, porque el acceso a  
la vida pública empieza por el derecho a elegir y ser electas; así, desde 
finales del siglo xix, hay constancia de demandas de algunas mujeres 
por tener acceso a la participación política en igualdad de condiciones 
que los varones (Jaiven y Zúñiga, 2013, p. 1).

El derecho al voto de la mujer en México comenzó el 12 de febrero  
de 1947, con la publicación en el Diario Oficial de la Federación del decre- 
to de adición al artículo 115, para permitirles la participación como  
votantes y como candidatas, quedando establecido que en las elecciones 
municipales participarían las mujeres, en igualdad de condición que los 
varones, con el derecho de votar y ser votadas (Ochoa, s. f.).

Así, el 17 de octubre de 1953, el presidente Adolfo Ruiz Cortines 
promulgó las reformas constitucionales para que las mexicanas gozaran 
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de la ciudadanía plena y, de esta manera, el 3 de julio de 1955, las muje-
res en México sufragaron por primera vez en una elección federal. Acu-
dieron a las urnas a emitir su voto y fue el primer ejercicio de libertad 
de decisión de la mujer; sin embargo, fue hasta 1979 cuando México 
tuvo a la primera gobernadora estatal —de Colima—, Griselda Álva-
rez. Aunque no se ha de olvidar que, en el ámbito local, en 1923, la pri-
mera diputada en Yucatán fue Elvia Carrillo Puerto, así como Aurora 
Meza Andraca fue la primera presidenta municipal de Chilpancingo, 
Guerrero.

Como se observa, este derecho fue alcanzado tardíamente en 
comparación con otros países del mundo, luego de una larga lucha  
emprendida por las sufragistas, que inició desde antes del siglo xx. El vo-
to femenino significó el reconocimiento de la igualdad en la participación 
política. A partir de entonces, ha continuado la lucha de las mujeres por 
sus derechos a participar en la toma de decisiones del país.

Ahora bien, cabe mencionar que el derecho político-electoral de la 
ciudadanía a ser votada para todos los cargos de elección se encuentra 
consagrado en la cpeum; a continuación, se analizará el contenido de 
las disposiciones constitucionales que regulan este derecho.

El artículo 35, fracción II, del ordenamiento constitucional, establece  
expresamente como prerrogativa de la ciudadanía “poder ser votada en 
condiciones de paridad, para todos los cargos de elección popular, te-
niendo las calidades que establezca la ley” (Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, artículo 35, fracción II, 2021).

La interpretación gramatical1 de dicho precepto constitucional im-
plica estimar que el término calidad, en el presente contexto, significa 
requisito, circunstancia o condición necesaria establecida por el legis-
lador ordinario, que debe satisfacerse para ejercer un derecho, en parti-
cular, el político-electoral a ser votada para todos los cargos de elección 
popular, en el entendido de que esas calidades o requisitos no deben 
ser necesariamente inherentes al ser humano, sino que pueden incluir 
otras condiciones, siempre que sean razonables y establecidas en leyes 
que se dicten por razones de interés general, lo que es compatible con 

1	 Este método se basa en el sentido literal o gramatical de las palabras empleadas en la expre-
sión de la norma jurídica. De esta forma, se propone encontrar el sentido de la norma a partir 
de su literalidad, desentrañando el significado de las palabras y los signos gramaticales.
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el artículo 23, párrafo 2, de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos (Pacto de San José) (1978).

Una interpretación funcional2 del artículo 35 constitucional, frac-
ción II, conduce a estimar que el derecho político-electoral de la ciu-
dadanía a ser votada pueda ser considerado fundamental, de base 
constitucional y configuración legal, ya que, para que la ciudadanía es-
té en posibilidad jurídica de ejercer dicho derecho, es preciso que se 
cumplan las calidades que al efecto se establezcan en las leyes aplica-
bles, a fin de cumplir la función para la cual fue creado este derecho.

Por otro lado, el artículo 5, párrafo cuarto, de la cpeum, dispone 
que, en del servicio público, los cargos de elección popular directa e in-
directa serán obligatorios en los términos que establezca la ley.

A su vez, la fracción I del artículo 115 de la carta magna establece 
que cada municipio será gobernado por un ayuntamiento de elección 
popular directa, integrado por un presidente municipal y el número de 
regidores y síndicos que la ley determine.

Si alguno de los miembros dejara de desempeñar su cargo, será sus-
tituido por su suplente o se procederá según lo disponga la ley.

Protección internacional del derecho  
de la ciudadanía a ser votada

Por lo que hace al ámbito internacional, este derecho también se en-
cuentra ampliamente tutelado, en principio, por el Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y Políticos (1966), cuyo artículo 25 señala:

Artículo 25: Todos los ciudadanos gozarán, sin ninguna de las distin-
ciones mencionadas en el artículo 2, y sin restricciones indebidas, de 
los siguientes derechos y oportunidades:

a) Participar en la dirección de los asuntos públicos, directamente 
o por medio de representantes libremente elegidos; b) Votar y ser 
elegidos en elecciones periódicas, auténticas, realizadas por sufragio 
universal e igual y por voto secreto que garantice la libre expresión de 
la voluntad de los electores; c) Tener acceso, en condiciones generales  
de igualdad, a las funciones públicas de su país. (Pacto Internacional de  
Derechos Civiles y Políticos, artículo 25, 1966)

2	 Es un método de interpretación que comprende los factores relacionados con la creación, la 
aplicación y el funcionamiento del derecho, es decir, los fines y valores de la norma (para qué 
sirve o qué función tendrá esta).
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Por otro lado, este derecho se establece en la Convención Americana  
sobre Derechos Humanos (Pacto de San José) (1978). En este instru-
mento regional de protección de los derechos humanos se señala, en el 
artículo 23, lo siguiente:

Artículo 23. Derechos Políticos
1. Todos los ciudadanos deben gozar de los siguientes derechos y 

oportunidades:
a) de participar en la dirección de los asuntos públicos, directa-

mente o por medio de representantes libremente elegidos;
b) de votar y ser elegidos en elecciones periódicas auténticas, rea-

lizadas por sufragio universal e igual y por voto secreto que garantice 
la libre expresión de la voluntad de los electores, y

c) de tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las 
funciones públicas de su país.

2. La ley puede reglamentar el ejercicio de los derechos y oportu-
nidades a que se refiere el inciso anterior, exclusivamente por razones 
de edad, nacionalidad, residencia, idioma, instrucción, capacidad civil 
o mental, o condena, por juez competente, en proceso penal. (Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos, [Pacto de San José], 
artículo 23, 1978)

Una vez analizadas las disposiciones jurídicas que contempla este 
derecho político, es posible vislumbrar la importancia y trascendencia 
vital de este para la democracia de un Estado, porque “votar es elegir y 
hacerlo presupone libertad” (Gutiérrez, 2016, p. 6).

De tal suerte que, debe respetarse en todos los ámbitos del Estado 
para lograr un efectivo Estado de derecho en la democracia, con la par-
ticipación de la ciudadanía.

En el caso que se analizará a continuación, la Defensoría participó 
en pro de la protección de este derecho político-electoral de una ciuda-
dana, a quien se le obstruyó en el ejercicio de tan afable derecho y, por 
parte de la responsable, se le pretendía impedir que asumiera el cargo.

Protección local. El estado de Oaxaca

Toda vez que el asunto objeto de estudio corresponde a Oaxaca, convie-
ne analizar el contenido de las disposiciones legales referentes al tema  
que atañe.
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Una vez sentadas las disposiciones legales, tanto nacionales como 
internacionales, relacionadas con el derecho al voto y al desempeño del 
cargo para el cual fue electa la ciudadana, es dable precisar que dichos 
conceptos son abordados en similares términos por el artículo 113 de 
la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca (2024).

El artículo 113, fracción I, inciso i, cuarto párrafo, de la Constitu-
ción local, establece que los integrantes de los ayuntamientos electos 
por el régimen de sistemas normativos internos tomarán protesta y po-
sesión en la misma fecha acostumbrada y desempeñarán el cargo du-
rante el tiempo que sus normas, tradiciones y prácticas democráticas 
determinen.

De igual forma, así lo prevé el artículo 260 de la Ley de Instituciones 
y Procedimientos Electorales del Estado de Oaxaca (2024).

Por su parte, el artículo 36 de la Ley Orgánica Municipal del Estado  
de Oaxaca (2024) prevé que la instalación del ayuntamiento se hará 
en sesión solemne, en la cual el presidente municipal electo rendirá la 
protesta de ley y tomará la protesta a los demás concejales. La sesión 
se celebrará a las 10:00 horas del 1 de enero del año siguiente al de su 
elección, en el lugar de costumbre.

Así, el artículo 41 de la referida Ley Orgánica establece que los ayun-
tamientos pueden instalarse con la mayoría de sus miembros y, de no 
encontrarse la totalidad, se procederá a notificar a los ausentes, a efec-
tos de que asuman su cargo en un plazo no mayor a 5 días hábiles; de  
lo contrario, serán los suplentes quienes ejercerán dicho cargo, y  
de no comparecer, se dará aviso a la Legislatura del estado, pues esta 
será quien designe a quien deba asumir el cargo que no fue ocupado.

Planteamiento y análisis del caso

Forma de elección de la asesorada

El 13 de octubre de 2019, se celebró la asamblea general comunitaria de 
elección de las autoridades municipales para el periodo 2020-2022, en 
la que resultó electa la asesorada como regidora de Ecología.

Es importante destacar que en el acuerdo IEEPCO-CG-SNI- 
-144/2019, mediante el cual se calificó como jurídicamente válida la 
elección celebrada en la asamblea general comunitaria del 13 de octubre 
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de 2019, se estableció que el método sería por planillas, por el cual re-
sultó ganadora la roja, con 595 votos.

Sin embargo, la asesorada pertenecía a la planilla azul, pero, de con-
formidad con el artículo 13 del Estatuto Electoral Comunitario, a la pla-
nilla que ocupe el segundo lugar se le asignarán dos regidurías, por lo 
que a la que ella pertenecía se le asignaron las de Ecología y Panteones. 
Por ello, el ayuntamiento se encuentra compuesto por dos planillas, en 
su mayoría de integrantes de la roja, y, para el caso que aquí ocupa, la 
regiduría de Ecología fue asignada a la azul.

Así, el 1 de enero de 2020, se celebró la sesión solemne de la instala-
ción del ayuntamiento y la toma de protesta de las personas concejales 
electas, a la cual no compareció la asesorada, al no haberse enterado ni 
haber sido notificada de la celebración de esta, no obstante haber acu-
dido al ayuntamiento y solicitar al presidente municipal que le tomara 
la protesta de ley, pero recibir una negativa.

Intervención de la Defensoría Pública Electoral

Ante dicha circunstancia, la asesorada compareció en las oficinas de  
la dpe, a fin de que se le proporcionara la asesoría correspondiente  
para tener la posibilidad de asumir el cargo para el cual fue electa y se 
respetara la voluntad de la comunidad que ejerció su derecho al voto.

En primer lugar, se presentó un escrito dirigido al presidente  
municipal, en el que se solicitó que se señalara la fecha y hora para que, 
en sesión solemne de cabildo, se le tomara la protesta de ley y pudie-
ra asumir el cargo.

Ante la negativa del presidente municipal de dar respuesta a di-
cho escrito, se promovió un juicio para la protección de los derechos  
político-electorales de la ciudadanía (jdc) ante el teeo.

Presentación del juicio ciudadano local

Se promovió un jdc local contra el presidente del ayuntamiento, an-
te la negativa de tomarle protesta al cargo de regidora de Ecología; 
el medio de impugnación fue radicado con el número de expediente 
JDC/12/2020.
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No obstante, el cabildo del ayuntamiento designó a otra persona co-
mo regidora de Ecología. Al tener conocimiento de dicha circunstan-
cia, se tuvo que promover una ampliación de demanda, para resaltar el 
hecho, y ampliar la petición para que se declarara la invalidez de dicha 
persona en el cargo que correspondía a la asesorada.

Posteriormente, quien en ese momento ocupaba el cargo en la re-
giduría de Ecología promovió diverso juicio ciudadano contra la nega-
tiva de la Secretaría General de Gobierno de expedirle su acreditación 
como regidora de Ecología y, al advertirse la conexidad en los juicios, 
estos se acumularon.

Sentencia del tribunal local

El teeo emitió la sentencia en los juicios de la ciudadanía acumulados, 
mediante la cual resolvió lo siguiente:

5. EFECTOS DE LA SENTENCIA
[...] A. Se declara [énfasis añadido] la invalidez de la sesión de 

Cabildo [...] celebrada el veintitrés de enero de dos mil diecinueve a 
las diecisiete horas.

B. Se declara [énfasis añadido] la invalidez de la designación y del 
nombramiento de ******* como Regidora de Ecología [...]

C. Se ordena [énfasis añadido] al Presidente Municipal [...] con-
voque [énfasis añadido] a la totalidad de Concejales a una sesión de 
Cabildo [énfasis añadido] para que la actora ***** (nuestra asesorada 
JDC/12/2020) rinda protesta al cargo de Regidora de Ecología.

[...]
6. RESUELVE
Primero. Se declara fundado [énfasis añadido] el agravio hecho 

valer por la actora ***** (nuestra asesorada), por las razones expuestas 
en la parte considerativa de la sentencia.

Segundo. Se declara inoperante [énfasis añadido] el agravio hecho 
valer por la actora *****, por los motivos señalados en la parte consi-
derativa de la sentencia.

Tercero. Se ordena [énfasis añadido] a las y los integrantes del 
Ayuntamiento de San Jerónimo Sosola, Oaxaca, cumplan con lo 
dispuesto en el apartado de efectos de la sentencia. (Sentencia 
JDC/12/2020, 2020, p. 17)

El tribunal local determinó que no existía constancia en el expedien-
te que generara certeza respecto de que la asesorada fuera notificada 
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personalmente de la instalación del ayuntamiento ni del primer plazo 
que le fue concedido para tomar protesta del cargo ni de la última fe-
cha que se señaló para ese fin.

En ese contexto, el tribunal local calificó como fundados los agra-
vios del juicio de la ciudadanía promovido y, en consecuencia, decla-
ró la invalidez de la sesión de cabildo del ayuntamiento, en la que se  
designó a diversa persona como regidora de Ecología.

Asimismo, ordenó al presidente municipal convocar a sesión de  
cabildo para que la asesorada rindiera protesta al cargo de regidora  
de Ecología.

Análisis efectuado por el tribunal local

La instalación del ayuntamiento se llevó a cabo sin que la ciudadana 
asistiera, razón por la cual, mediante un oficio, el presidente municipal 
en funciones la requirió para que, dentro del plazo de cinco días hábi-
les, compareciera para asumir el cargo de regidora de Ecología, que fue 
recibido el 3 de enero por “*******” (diversa persona), sin que se estable-
ciera en dónde fue entregado ni el vínculo existente.

Sin embargo, la ciudadana presentó un escrito en el que solicitó la 
fecha y hora para rendir la protesta de ley, y demostró su interés por 
asumir el cargo.

Ante tal petición, el presidente municipal dio respuesta a la petición 
formulada y citó a la asesorada a las 10:00 horas, del 23 de enero de 
2020, para tomarle protesta del cargo; sin embargo, dicho oficio nun-
ca fue notificado a la asesorada. En el expediente, el escrito no contaba  
con acuse de recibo, sino únicamente con la certificación del secretario 
municipal, en la que indicaba que el 20 de enero se trasladó al domici- 
lio de la ciudadana, sin que nadie respondiera a su llamado, por lo 
que dejó un citatorio de espera para el día siguiente, pero tampoco se  
encontró presente, motivo por el cual se fijó en los estrados, pero no 
especificó en cuáles ni exhibió documento alguno que lo acreditara.
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Sustanciación del juicio de la ciudadanía  
ante la Sala Regional Xalapa

En contra de la sentencia emitida por el tribunal local, se inconformó 
la persona que ya había nombrado el presidente municipal para ocu-
par el cargo de regidora de Ecología; en el juicio SX-JDC-173/2020,  
se promovió un escrito de tercera interesada, de conformidad con  
los artículos 12, apartado 1, inciso c; 13, apartado 1, inciso b, y 17, apar-
tado 4, de la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 
Materia Electoral (2023).

Así, la Sala Regional Xalapa determinó confirmar la resolución del 
teeo, debido a que sí realizó una debida valoración probatoria, con la 
cual fue posible concluir que no existía certeza de la notificación practi-
cada a la asesorada para que estuviera en posibilidad de asumir el cargo  
de regidora de Ecología.

De esto se puede advertir, como lo resolvió la Sala, que es inconcluso  
que la autoridad municipal no desahogó el procedimiento referido en 
el artículo 41 de la Ley Orgánica Municipal, porque no se practicaron 
correctamente las notificaciones en las que se le requería a la aseso-
rada para que compareciera ante el ayuntamiento, a efectos de asumir 
el cargo de regidora de Ecología en un plazo no mayor de 5 días hábi-
les, como primer paso del procedimiento, lo que vulneró su garantía 
de audiencia.

Trámite y sustanciación del juicio de la 
ciudadanía ante la Sala Regional Xalapa

En contra de la sentencia emitida por el tribunal local, se inconformó 
también el síndico del ayuntamiento y, así, en el juicio SX-JE-44/2020,  
se promovió un escrito de tercero interesado; no obstante, la Sala  
Regional sobreseyó el juicio promovido por el actor al actualizarse la 
causal de improcedencia, consistente en la falta de legitimación activa,  
toda vez que quien acudió al juicio fue la autoridad responsable ante  
el teeo.
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Cumplimiento de la sentencia

Una vez resueltos los juicios, se dio cumplimiento a la sentencia por 
parte del presidente municipal, quien convocó a la asesorada a sesión  
de cabildo, a fin de que asumiera el cargo para el cual fue electa,  
es decir, como regidora de Ecología; de esta manera se logró que la ase-
sorada estuviera en posibilidad de ejercer el derecho político-electoral 
en disputa y pudiera desempeñar sus funciones.

Conclusiones

Vale la pena señalar que la intervención de los órganos jurisdiccio-
nales electorales mencionados en este trabajo ocurrió en respuesta a 
la solicitud que hizo la ciudadana, quien se autoadscribió como per-
sona indígena, por medio de la Defensoría, la cual procedió a pugnar 
por la protección de sus derechos político-electorales, hasta que se 
tradujo en un efectivo ejercicio.

Se advierte, de igual forma, que los instrumentos jurídicos interna-
cionales son de trascendencia para la protección del derecho de la ciu-
dadanía de ser votada y de ejercer y desempeñar su encargo, porque 
en ellos se obliga al Estado mexicano a su protección real y sustantiva. 
Los estados deben adoptar medidas eficaces para asegurar que todas las 
personas ejerzan su derecho a votar. En la legislación mexicana, tanto 
nacional como local, se encuentra plenamente reconocido este dere-
cho; así, las personas operadoras jurídicas encargadas del cumplimien-
to efectivo de las disposiciones internacionales y nacionales intervienen 
en la protección de los derechos político-electorales.

En términos electorales, el derecho al voto (activo y pasivo) es la piedra  
angular en esta materia; por ello, se acude a las instancias locales y fede-
ral para resolver los conflictos, y esto responde a la institucionalización 
de los comicios en los pueblos indígenas por parte de las autoridades 
en la materia, pero también da cuenta de la voluntad de los pueblos y 
las comunidades de luchar por la protección de sus derechos político- 
-electorales y, principalmente, en el caso que aquí ocupa, de una  
mujer indígena, porque, como se analizó en el capítulo correspondien-
te, el acceso de las mujeres a este derecho ha sido una lucha de muchos 
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años, y aunque en la actualidad la ley otorga la potestad de ser votadas, 
en la praxis, y más en el entorno de las comunidades indígenas, existe 
renuencia en la aceptación del ejercicio de este derecho.

En el caso de estudio, se puede advertir que, para que la asesora-
da tuviera pleno acceso a su derecho a ejercer el cargo para el cual fue 
electa, se tuvo que impugnar desde la instancia jurisdiccional local, es 
decir, con un juicio de la ciudadanía ante el teeo, hasta la instancia ju-
risdiccional federal, esto es, ante la Sala Regional Xalapa, donde cada 
instancia emitió una sentencia, pues, mientras las personas implicadas 
estén inconformes con el contenido del fallo, pueden apelar en el ám-
bito jurisdiccional subsiguiente, tal como sucedió. 

Tanto la Sala Regional como el tribunal local fueron garantes del de-
recho político-electoral de la ciudadana a ser votada, en la modalidad 
de ejercicio del cargo, con lo que se protegieron sus derechos conexos 
—como el de audiencia y de legalidad—, lo que redunda en la protec-
ción efectiva de una mujer, perteneciente a una comunidad indígena, 
que logró tener acceso a un derecho por el que muchas han luchado 
durante años y que, tardíamente, fue reconocido en el país.

Este es un derecho por el cual se continúa pugnando, toda vez que,  
como se ha hecho alusión, no basta con que esté escrito en la norma, sino 
que debe cumplirse a cabalidad, de manera sustantiva y de facto, así co-
mo en el interior de las comunidades respecto de sus usos y costumbres, 
porque lleva inmerso otros que pueden hacerse palpables con el ejercicio 
del derecho al voto pasivo.

Se trata de un compromiso que todas las instituciones deben ad-
quirir: una igualdad de derechos en todos los aspectos; un hombre y 
una mujer representan, cada uno, un voto. Pareciera obvio o natural,  
pero realmente no es así, y la mujer ha emprendido una campaña  
sigilosa, pero permanente y constante, para lograrlo y ha obtenido re-
sultados positivos.
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Acción afirmativa para personas  
indígenas migrantes y afromexicanas

Carmela Ramírez Santiago

Introducción

Tanto en la historia de la humanidad como en los tiempos actuales 
ha estado presente el fenómeno de la migración de las personas en el 
mundo, motivado por diversos factores, desde la búsqueda de una me-
jor calidad de vida hasta huir de situaciones de violencia o fenómenos 
naturales.

México no ha sido la excepción en cuanto a la migración interna; sin 
embargo, este proceso se vuelve más complejo cuando se trata de inte-
grantes de las comunidades y los pueblos indígenas, dada su condición 
cultural y lingüística, además de ser un grupo históricamente vulnera-
ble, lo que muchas veces propicia su movilidad hacia otros estados de 
la república, situación que conlleva discriminación interseccional, así 
como enfrentar diversos obstáculos para el ejercicio de sus derechos 
político-electorales.

Así, la migración interna para las personas integrantes de los pue-
blos y las comunidades indígenas no solo implica el cambio de residen-
cia a un determinado estado de la república, sino un desprendimiento 
de un modo de vida y de su lugar de origen, movilidad ocasionada por 
la crisis recurrente en el campo, el desempleo, la marginación, la violen-
cia del crimen organizado o por fenómenos naturales, lo que produce  
que sus condiciones de vida en el lugar al que arriban sean precarias, 
pues muchas veces no se les proporcionan los servicios básicos, así  
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como la falta de políticas públicas y estrategias que permitan su desa-
rrollo humano y la práctica de su cultura.

En adición a lo anterior, la omisión, por parte de los congresos loca-
les, como aconteció en Baja California Sur, al legislar el derecho de par-
ticipación y representación política de las personas indígenas migrantes 
residentes en ese territorio, potencia la producción y reproducción de 
las desigualdades étnicas y sociales; no obstante que esta población se 
asume como parte de dicha entidad, esto no garantiza una protección 
real y efectiva de sus derechos humanos.

Lo anterior no puede ser considerado como pretexto para dejar de 
cumplir con un derecho fundamental de las personas, en virtud de que su  
participación abona a la construcción de una democracia incluyente y 
pluricultural, por lo que garantizar su participación en la vida política 
del país, así como en la actividad pública del estado en el que residen, es 
imperativo para todas las autoridades, mediante la implementación de  
mecanismos que aseguren su actuación en los espacios de la toma  
de decisiones como ciudadanía mexicana; estos derechos se encuentran 
consagrados en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos (cpeum) y en los instrumentos internacionales.

No se puede hablar de una verdadera democracia cuando existe  
exclusión de esta parte de la población, so pretexto de ser diferente cul-
turalmente; tampoco se puede concebir que el simple hecho de cambiar 
de residencia implique la pérdida de sus derechos humanos —como la 
participación y representación política en el órgano legislativo y de go-
bierno de la entidad en la que residen—, lo que, en el caso, constituyó 
una demanda colectiva.

Así, la participación política implica para las personas estar presentes  
y estar representadas en los órganos facultados para ello. Sin embar-
go, la representación política no solo se limita a obtener una curul y  
formar parte de un órgano público colegiado. La representación tam-
bién está relacionada con lograr que las voces, opiniones y perspectivas 
de la ciudadanía estén presentes en los procesos de discusión, nego-
ciación, diseño y hechura de las políticas públicas (El Colegio de Mé-
xico, 2022, p. 10).

Cabe mencionar que, entre las problemáticas que genera la falta de  
la representación política de las personas integrantes de los pueblos  
y las comunidades indígenas migrantes en los órganos de gobierno de 
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las entidades en las que residen, está su exclusión de participar en el di-
seño de políticas públicas que atiendan sus necesidades. Esta situación 
genera desigualdad, pobreza y discriminación, las cuales impactan otros 
derechos fundamentales, por lo que asegurar el ejercicio de sus dere-
chos de participación y representación política en los órganos de elección 
popular permitirá que tengan voz y que coloquen en la agenda pública 
temas prioritarios a su favor, tales como garantizar su derecho a la edu-
cación, la salud, la vivienda, la seguridad social, entre otros.

En el presente artículo se expone la situación de las personas indígenas  
migrantes de diversos pueblos y comunidades que residen en Baja Ca-
lifornia Sur, así como la problemática que enfrentaron para ejercer sus 
derechos político-electorales; las acciones que se emprendieron para el 
reconocimiento y ejercicio de esos derechos, ante la discriminación y 
la desigualdad que sufren frente al resto de la sociedad sudcaliforniana.  
Finalmente, se abordará la situación actual respecto a su participación 
y representación política en el proceso electoral 2020-2021, que tuvo 
verificativo en este estado, en la renovación del Congreso local y los 
ayuntamientos.

Personas indígenas migrantes y afromexicanas 
residentes en Baja California Sur

Previo a desarrollar el presente tema, es importante apuntar el signifi-
cado de comunidades indígenas residentes, que son aquellas provenien-
tes de los pueblos y las comunidades indígenas de otros estados de la 
república mexicana, que, por medio de movilidades recientes o remo-
tas, arribaron a una determinada entidad para establecerse de manera 
permanente; es decir, su permanencia no es temporal, por tener otro  
destino, sino que residen en un estado, de manera definitiva, al grado de  
asumirse como integrantes de este actualmente.

Por su lado, los pueblos o las comunidades indígenas originarios son 
aquellos que ya existían en la entidad, por ser fundadores de esta. Al 
respecto, se enfatiza que:

Baja California Sur, en relación con su población indígena, en la época 
colonial fue documentada la presencia de diferentes grupos indígenas 
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en ese territorio, entre los que se mencionan a los cochimíes, guaicuras 
y pericúes, que paulatinamente fueron desapareciendo hasta quedar 
prácticamente extintos, razón por la que, hasta hace relativamente 
poco, Baja California Sur carecía de población indígena originaria. 
(Velasco y Hernández, 2018, p. 13)

De modo que la población indígena que existe actualmente en Baja  
California Sur es producto de migraciones, significativamente, de fina-
les de la década de 1960 y de principios de 1970; el flujo migratorio que 
provenía de Oaxaca transitaba por Sinaloa y Sonora y se detenía en La 
Paz, Baja California Sur.

Así, el flujo de migración de las personas indígenas en dicho territo-
rio nacional, atraídas, principalmente, por promesas laborales, fue in-
centivado por el proceso de integración de dicha entidad a la economía 
global, mediante actividades como la industria hortícola y frutícola de 
exportación, el turismo internacional y el desarrollo de la agroindus-
tria (Velasco y Hernández, 2018, p. 14).

Eso fue incrementando, al grado de que la población indígena migran-
te en dicha entidad representa un considerable porcentaje: de conformi-
dad con la Encuesta Intercensal 2015, realizada por el Instituto Nacional 
de Estadística y Geograf ía, en Baja California Sur, la población indígena 
representaba 14.47 % y la afromexicana, 1.55 por ciento.

En el ámbito estatal, las personas indígenas y afromexicanas repre-
sentan una población total de 114,067. Los Cabos es el municipio que 
tiene la población más alta, con 50,025 personas indígenas y afromexi-
canas (Acuerdo IEEBCS-CG040-OCTUBRE-2020, 2020, p. 90).
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Cuadro 1. Población indígena y 
afromexicana en Baja California Sur
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A) B) C)
(%) 

D) E)
(%)

B) +D) = F) C)+E) = G)
(%)

Estatal 712,029 103,031 14.47 11,036 1.55 114,067 16.02

La Paz 272,711 33,898 12.43 1,200 0.44 35,098 12.87

Los 
Cabos 287,671 46,718 16.24 3,308 1.15 50,026 17.39

Comondú 72,564 11,276 15.54 109 0.15 11,385 15.69

Loreto 18,912 1,732 9.16 23 0.12 1,755 9.28

Mulegé 60,171 9,405 15.63 6,378 10.60 15,783 26.23

Fuente: Elaboración propia con base en la Encuesta Intercensal 2015 (Instituto Nacional 
de Estadística y Geografía, 2015).

Respecto de las etnias que se encuentran en Baja California Sur, de 
acuerdo con los datos del Instituto Nacional para Pueblos Indígenas,  
en 2015, el estado contaba con una importante diversidad étnica:  
44 etnias provenientes de otras entidades federativas, tal como se muestra  
en el cuadro 2.

Cuadro 2. Etnias provenientes  
de otras entidades federativas

Pueblos indígenas

1. Amuzgo 12. Huave 23. Náhuatl 34. Teko

2. Ch’ol 13. Huichol 24. Otomí 35. Tepehuano del sur

3. Chatino 14. Jakalteko 25. Paipai 36. Tlapaneco

4. Chinanteco 15. K’iche’ 26. Popoloca 37. Tojolabal

5. Chocholteco/chocho 16. Kiliwa 27. Popoluca de la sierra 38. Totonaco

6. Chontal de Oaxaca 17. Maya 28. Pápago 39. Triqui
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Pueblos indígenas

7.Cora 18. Mayo 29. Q’anjob’al 40. Tseltal

8. Cucapá 19. Mazahua 30. Qato’k/motocintleco 41. Tsotsil

9. Cuicateco 20. Mazateco 31. Seri 42. Yaqui

10. Guarijío 21. Mixe 32. Tarahumara 43. Zapoteco

11. Huasteco 22. Mixteco 33. Tarasco/purépecha 44. Zoque

Fuente: Elaboración propia con base en Instituto Nacional  
de los Pueblos Indígenas (2020).

Gracias al arribo de miles de personas indígenas procedentes de  
diversos lugares del país, que se asentaron de manera permanente en  
Baja California Sur —lo que generó su composición pluricultural, plu-
riétnica y plurilingüe—, esta pluralidad se ha incrementado; por ello, se 
torna necesario garantizar su derecho de participación y representación 
política para lograr su desarrollo pleno, que permita la conservación de 
su identidad cultural, dado que la falta de mecanismos para garantizar la 
participación y representación de las personas indígenas y afromexica-
nas migrantes residentes en los procesos democráticos de dicho estado 
genera discriminación y exclusión por su condición étnica, lo que conlle-
va la vulneración de los mencionados derechos en la toma de decisiones.

Litigio en torno a la acción afirmativa  
para personas indígenas migrantes  
y afromexicanas

Participación y representación política de personas 
indígenas migrantes y afromexicanas

Es importante apuntar que México tiene una composición pluricultu-
ral sustentada originalmente en sus pueblos y comunidades indígenas; 
así, el artículo 2 de la cpeum (2023) reconoce y garantiza el derecho 
de los pueblos y las comunidades indígenas y afromexicanas a la parti-
cipación y representación política, así como de acceder y desempeñar 
los cargos públicos y de elección popular para los que hayan sido elec-
tos o designados, en un marco que respete el pacto federal.

Continuación.
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Aunado a lo anterior, el artículo 35, fracciones l, ll y lll de la Cons-
titución federal señala como derechos de la ciudadanía, entre otros, el 
de votar en las elecciones populares, ser votada, en condiciones de pa-
ridad, para todos los cargos de elección popular y asociarse individual 
y libremente para tomar parte, de forma pacífica, en los asuntos polí-
ticos del país.

De modo que, a las personas integrantes de los pueblos y las co-
munidades indígenas y afromexicanas, al ser personas ciudadanas  
mexicanas, les asiste el derecho a la participación y representación po-
lítica. Dicho de otra manera, tienen los derechos de votar y ser votadas 
en las elecciones populares en condiciones de igualdad para todos los  
cargos de elección popular y de participar en la vida política del país,  
los cuales no pueden ser limitados por el solo hecho de cambiar de resi-
dencia a otro estado del país.

Por lo tanto, resulta un imperativo para las autoridades estatales im-
plementar los mecanismos necesarios e idóneos a fin de hacer efectivo 
ese derecho; es decir, que las personas integrantes de los pueblos y las 
comunidades puedan ejercer su derecho al voto en las elecciones po-
pulares, así como ser votadas en condiciones de igualdad para todos los 
cargos de elección popular, dado que esos derechos están amparados 
por la Constitución federal y diferentes instrumentos internacionales.

No obstante, en el caso de Baja California Sur existe un considera-
ble porcentaje de población indígena y afromexicana residente, como 
producto de las migraciones; sin embargo, no había tenido participa-
ción política en los procesos electorales, mucho menos representación 
política en los espacios de toma de decisiones de dicha entidad.

Ello, a pesar de que la mayoría de las personas migrantes indígenas 
tiene más de 20 años residiendo en el estado; sin embargo, no existen 
mecanismos, por parte de las autoridades estatales, para garantizar el 
ejercicio de sus derechos político-electorales relativos a la participa-
ción y representación política.

Aunado a ello, está la omisión legislativa por parte del Congreso 
del Estado de Baja California Sur de regular el derecho a la libre de-
terminación y autonomía de los pueblos y las comunidades indígenas  
y afromexicanas para participar en las elecciones a diputaciones e  
integrantes de los ayuntamientos, así como para elegir, en los muni-
cipios con población indígena, representante ante los ayuntamientos, 
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previsto en las fracciones III y VII, apartados A y C, del artículo 2 
de la cpeum, lo que constituyó una limitante para el ejercicio de esos 
derechos.

Si bien es cierto que, en la actualidad, en Baja California Sur no se 
identifican pueblos originarios (guaycuras, pericúes, cochimíes) y que 
la población indígena residente en el estado es resultado de los proce-
sos migratorios, también lo es que dicha circunstancia no puede ser 
un obstáculo para garantizar el ejercicio de su derecho de participa-
ción y representación política; más aún, si la participación y represen-
tación política de las personas indígenas y afromexicanas migrantes y  
residentes en Baja California Sur han sido totalmente nulas, lo que  
se corrobora con el análisis comparativo de la postulación históri-
ca, realizado por el Instituto Estatal Electoral de Baja California Sur  
(ieebcs), de los últimos siete procesos electorales, esto es, de 1999 a 
2018 (Acuerdo IEEBCS-CG050-MARZO-2021, 2021), donde se evi-
dencia que no han tenido participación en la integración del Congreso 
local y en los ayuntamientos.

En ese contexto, la Defensoría Pública Electoral para Pueblos y Co-
munidades Indígenas, ahora Defensoría Pública Electoral (dpe), me-
diante los servicios gratuitos de asesoría y defensa electoral, marcó un  
precedente importante al lograr que las personas indígenas y afromexi-
canas migrantes, residentes en Baja California Sur, ejercieran, por  
primera vez, sus derechos de participación y representación política en 
la entidad en el proceso electoral local ordinario 2020-2021.

Solicitud de acciones afirmativas al Instituto 
Estatal Electoral de Baja California Sur 

La dpe, en cumplimiento de una de sus múltiples funciones, relativa a 
la promoción de los derechos político-electorales de los pueblos y las 
comunidades indígenas, participó en un evento organizado por el Ins-
tituto Estatal Electoral de Baja California Sur (ieebcs), el 27 de octubre 
de 2019, en la comunidad El Pescadero, municipio de La Paz.

En dicho evento, en el que estuvieron presentes las personas in-
dígenas migrantes residentes en la entidad, se realizó la difusión de 
los servicios gratuitos de asesoría y defensa electorales que otorga la 
Defensoría y se tuvo acercamiento con personas indígenas nahuas y 
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mixtecas, quienes solicitaron los servicios de este órgano para ejercer 
sus derechos de participación y representación política, al señalar que  
tienen más de 20 años residiendo en la entidad —incluso existe una  
generación de población indígena nacida allí—; sin embargo, no han  
tenido participación en los procesos electorales del estado.

Las personas manifestaron ser invisibilizadas. A pesar de que exis-
te un reconocimiento de sus derechos en la Constitución federal, no 
habían podido ejercerlos de forma efectiva, ya que son discriminadas 
por su origen étnico, además de que se encontraban en una situación 
de desventaja y desigualdad frente al resto de la población sudcalifor-
niana no indígena, dado que no se les dota de servicios básicos —como 
agua, luz, vivienda y educación—, y cuya participación y representa-
ción política ha sido nula, hecho que se comprobaba con su ausencia  
total en los órganos de representación popular, como ¿ el Congreso local  
y los ayuntamientos.

En ese sentido, la Defensoría, en atención a dicha solicitud, brin-
dó el servicio de asesoría electoral, que consistió en la elaboración de  
un escrito mediante el cual se solicitó al ieebcs local la implementación 
de acciones afirmativas para las personas indígenas y afromexicanas 
residentes en Baja California Sur para el proceso electoral 2020-2021.

En esa petición se propuso que, por un lado, para las diputaciones 
por el principio de mayoría relativa en el distrito local en el que haya 
mayor población indígena, los partidos políticos postularan a las per-
sonas indígenas con un vínculo comunitario por el principio de repre-
sentación proporcional, además de que entre los tres primeros lugares 
de la lista debía haber una persona indígena que acreditara el víncu-
lo mencionado.

Por otro lado, para los ayuntamientos, en cada uno de los cinco mu-
nicipios, por el principio de mayoría relativa, y en la planilla que re-
gistrara los partidos debía haber, al menos, una persona indígena con 
vínculo comunitario como candidatura a regiduría, y, por el principio 
de representación proporcional, para la asignación, debía haber una 
persona indígena en los dos primeros lugares de la lista.

En respuesta a lo anterior, el instituto electoral local, mediante el 
acuerdo IEEBCS-CG023-JUNIO-2020, dio contestación a dicha solici-
tud, en la que señaló que no había llevado a cabo actos, hasta ese mo-
mento, para la implementación de las acciones compensatorias en favor 
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de algún pueblo o comunidad, reconocida por los artículos 2 y 7 de las 
constituciones general y local, respectivamente, o un grupo equipara-
ble, y que, no obstante ello, la implementación de acciones afirmativas 
era parte de las estrategias de su trabajo para la elaboración de la pro-
puesta de modificaciones y adiciones al reglamento de registro, y que, 
en su oportunidad, determinarían lo conducente.

Posteriormente, el ieebcs, por acuerdo del Consejo General IEEBCS- 
-CG040-OCTUBRE-2020, aprobó las modificaciones y adiciones al  
Reglamento para el Registro de Candidatas y Candidatos a Cargos de 
Elección Popular, en el que implementó acciones afirmativas indígenas 
y afromexicanas para el proceso electoral 2020-2021. Se estableció que 
los partidos políticos, las coaliciones y las candidaturas comunes pos-
tularan, de forma obligatoria, para alguno de los distritos que integra el 
estado, una fórmula de candidaturas de personas con discapacidad, jó-
venes o que se autoadscriban indígenas o afromexicanas, mientras que 
para el caso de las planillas a los ayuntamientos de La Paz, Los Cabos, 
Comondú, Loreto y Mulegé, debían postular, para cualquier cargo, una 
fórmula integrada por personas con discapacidad, jóvenes o que se au-
toadscriban indígenas o afromexicanas.

Sentencia del Tribunal Estatal Electoral  
de Baja California Sur

Inconformes con el acuerdo IEEBCS-CG040-OCTUBRE-2020, al con-
siderar que no garantizaba la participación y representación política de 
las personas indígenas y afromexicanas, integrantes de diversas comu-
nidades indígenas migrantes residentes en la entidad, principalmente de 
las etnias nahua y mixteca, residentes de El Pescadero, La Paz, solicita-
ron el servicio de la Defensoría, a efectos de impugnar dicho acuerdo.

En ese sentido, se les otorgó el servicio de asesoría electoral, que 
consistió en la elaboración de un escrito de demanda para promover 
un juicio para la protección de los derechos político-electorales de la 
ciudadanía (jdc) ante el Tribunal Estatal Electoral de Baja California 
Sur (teebcs).

En los jdc, se hizo valer como agravios la violación al principio de 
certeza y la vulneración al derecho de participación y representación 
política de las personas indígenas y afromexicanas residentes en esa 
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entidad, dado que las medidas implementadas únicamente se limitaron a  
vincular a los partidos políticos para que eligieran a un grupo en  
desventaja (personas indígenas o afromexicanas, con discapacidad y 
jóvenes) para la postulación de una candidatura para la elección de las 
personas integrantes de los ayuntamientos y del Congreso local, de mo-
do que dicha decisión no garantizaba su acceso a dichos cargos públi-
cos, mucho menos aseguraba su representación política.

Los medios de impugnación dieron origen a los expedientes  
TEE-BCS-206/2020 y TEE-BCS-208/2020, los cuales, una vez sustancia-
dos, fueron resueltos el 13 de noviembre del 2020 por el tribunal local, 
quien determinó confirmar el acuerdo impugnado al considerar, entre 
otras cuestiones, que las medidas implementadas por el instituto local  
eran proporcionales, por lo que únicamente se modificó lo relativo a que 
se exigiera una autoadscripción calificada, y ordenó al ieebcs que, una 
vez concluido ese proceso electoral, consultara a la población indígena 
acerca de las acciones adoptadas (Sentencia TEE-BCS-206/2020 y acu-
mulados, 2020).

Inconformes con dicha resolución, al considerar que, en modo algu-
no, garantizaba su derecho de participación y representación política 
en el proceso electoral aludido, personas integrantes de los pueblos in-
dígenas nahua y mixteco recurrieron a la Defensoría para impugnarla.

Sentencia de la Sala Regional Guadalajara

En atención a la petición de diversas personas ciudadanas indígenas, in-
tegrantes de la comunidad pluricultural de Baja California Sur, asentadas 
en los municipios Mulegé y La Paz, la dpe otorgó el servicio de defensa 
electoral, que consistió en la elaboración de un escrito de demanda pa-
ra promover sendos jdc ante la Sala Regional Guadalajara del Tribunal 
Electoral del Poder Judicial de la Federación (tepjf).

En la demanda del juicio ciudadano se planteó como agravio la vul-
neración al principio de certeza y al derecho de participación y repre-
sentación política de la población indígena y afromexicana residente en  
la entidad, dado que las medidas implementadas dejaban al arbitrio  
de los partidos políticos elegir a un grupo en desventaja (personas indí-
genas o afromexicanas, con discapacidad y jóvenes) para la postulación 

Este apartado pertenece a la obra 
Casos relevantes de la Defensoría Pública Electoral, la cual es acervo del TEPJF.

D. R. © 2025. Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.



Acción afirmativa para personas indígenas migrantes y afromexicanas

180

de una candidatura, lo cual no garantizaba su acceso a los cargos públi-
cos, tanto en el Congreso local como en los ayuntamientos.

La Sala Regional Guadalajara, el 17 de diciembre 2020, dictó sentencia  
en los juicios ciudadanos SG-JDC-162/2020 y SG-JDC-168/2020, en 
los que determinó confirmar la resolución del tribunal electoral local, 
con base en la siguiente decisión:

Vll. 5. Decisión
50. Se confirma la resolución, en virtud de que, con independencia de 
que asista parcialmente la razón a los actores, sus agravios son inefica-
ces, toda vez que el proceso electoral ordinario de Baja California Sur 
ya dio inicio y está en vísperas la etapa de precampañas; motivos por  
los cuales, para no controvertir el principio de certeza establecido  
por el artículo 105, fracción ll, de la Constitución Federal, lo proce-
dente será que las medidas afirmativas específicas se emitan antes del  
inicio del próximo proceso electoral, previa consulta se realice a las 
comunidades indígenas y afromexicanas de esa entidad federativa. 
(Sentencia SG-JDC-162/2020, 2020, p. 50)

Esa resolución causó la inconformidad de la población indígena y 
afromexicana migrante residente en Baja California Sur, al considerar 
que anulaba su derecho de participación y representación política en 
el proceso electoral 2020-2021, por lo que recurrieron a la Defensoría 
para impugnar dicha determinación.

Sentencia de la Sala Superior

En representación de los ciudadanos Hilario Rufino Velazco Santiago 
y Margarita Vázquez Vázquez, indígenas integrantes de la comunidad 
pluricultural, asentados en los municipios de Mulegé y La Paz, Baja 
California Sur, la Defensoría, mediante el servicio de defensa electoral, 
promovió un recurso de reconsideración (rec) ante la Sala Superior del 
tepjf, contra la sentencia SG-JDC-162/2020 y acumulado, emitida por 
la Sala Regional Guadalajara.

En la demanda se planteó, entre otros agravios, la indebida inter-
pretación del artículo 105, fracción II, de la cpeum, en virtud de que la 
implementación de las medidas afirmativas no constituía modificacio-
nes fundamentales a los actos esenciales e imprescindibles de alguna 
de las etapas del proceso electoral, en especial, la atinente a los proce-
sos de selección de las candidaturas y al procedimiento de su registro.
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Ello, en virtud de que la finalidad de tales procedimientos no fue 
alterada, ya que solamente se establecieron cuestiones instrumenta-
les para optimizar el principio de paridad de género y el de pluralis-
mo cultural de los sujetos obligados por la Constitución federal y la 
ley, por lo que no se vulneraba el principio de certeza electoral ni se 
estaba en el caso de una modificación legal fundamental, dado que  
dichas medidas son de carácter accesorio y transitorio, en virtud  
de que solo se implementarían en ese proceso electoral; además, exis-
tía la temporalidad suficiente para ello. El recurso fue radicado con la 
clave SUP-REC-343/2020.

Así, el 31 de diciembre de 2020, la Sala Superior del tepjf, al re-
solver el rec aludido, revocó la sentencia emitida por la Sala Regional 
Guadalajara en los expedientes SG-JDC-162/2020 y acumulado, cuyas 
consecuencias jurídicas y efectos fueron los siguientes:

QUINTO. Sentido y efectos.
Al haber resultado fundados los agravios formulados en contra de 

la Sala Regional Guadalajara, se debe revocar la sentencia que se dictó 
en los expedientes SG-JDC-162/2020 y acumulado.

Asimismo, toda vez que, en plenitud de jurisdicción, resultaron 
fundados los motivos de disenso relativos a que las medidas imple-
mentadas por el Instituto Estatal Electoral de Baja California Sur no 
son proporcionales y no garantizan el derecho de participación polí-
tica y representación de los indígenas y/o afromexicanos que residen 
en dicha entidad federativa, lo procedente es modificar la sentencia 
dictada por el Tribunal Estatal Electoral, en lo que fue materia de 
impugnación, para los efectos siguientes:

1. Se revoca el Acuerdo IEEBCS-CG040-OCTUBRE-2020 emitido 
por el Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Baja Cali-
fornia, respecto a las acciones afirmativas en favor de los indígenas 
y afromexicanos, para el efecto de que, a la brevedad, implemente 
acciones afirmativas, específicamente para estos grupos vulnerables, 
que garanticen su participación política en el proceso electoral en  
curso (2020-2021), tanto en la elección de las diputaciones, como  
en la de integrantes de los ayuntamientos de la entidad.

Para lo anterior, deberá tomar en cuenta, al menos, el número de 
diputaciones y ayuntamientos que se elegirán en este proceso electoral; 
la proporción total de la población indígena y afromexicana respecto 
del total de la población en la entidad; la participación histórica de 
estos grupos vulnerables y, en su caso, la diversidad de grupos, etnias 
y comunidades existentes de las que se tenga información. Esto, de 
forma alguna, impide que la autoridad electoral considere o tome en 
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cuenta los informes, estudios o estadísticas que considere pertinentes 
para la implementación de las nuevas acciones que debe emitir.

2. Quedan intocadas las consideraciones respecto a que, en  
las acciones afirmativas a favor de personas indígenas y afromexicanas 
debe regir el criterio de autoadscripción calificada, y que el Instituto 
Electoral local debe realizar la consulta correspondiente, de manera 
inmediata a que concluya el proceso electoral local 2020-2021.

3. De esa forma, al haber quedado firme la obligación del Instituto 
Electoral local de realizar la consulta a las comunidades indígenas una 
vez concluido el actual proceso electoral local, queda vinculada esa  
autoridad administrativa a que, una vez cuente con la información  
y los datos recabados en los trabajos de consulta, así como de los 
estudios e informes atinentes, determine las medidas positivas que 
habrán de implementarse en el próximo proceso electoral local.

4. Quedan intocadas las consideraciones relativas a las acciones 
afirmativas para favorecer la participación de personas con discapa-
cidad y jóvenes. (Sentencia SG-JDC-162/2020 y SG-JDC-168/2020 
acumulados, 2020)

Por lo expuesto y fundado, se resolvió lo siguiente:

PRIMERO. Se revoca la sentencia impugnada.
SEGUNDO. Se modifica, en lo que fue materia de impugnación, la 

sentencia dictada por el Tribunal Estatal Electoral de Baja California 
Sur, en los términos precisados en esta ejecutoria.

TERCERO. Se revoca el Acuerdo IEEBCS-CG040-OCTUBRE- 
-2020, del Consejo General del Instituto Estatal Electoral de Baja  
California Sur, en lo tocante a las acciones afirmativas en favor de 
los indígenas y afromexicanos, para los efectos precisados en esta 
sentencia.

CUARTO. Se vincula al referido Instituto Electoral local, para el 
cumplimiento de esta sentencia y que informe de ello, en los términos 
señalados en la presente ejecutoria. (Sentencia SUP-REC-343/2020, 
2020, pp. 53-54)

En dicha resolución, la Sala Superior determinó que fueron inco-
rrectas las conclusiones a las que arribó la Sala Regional Guadalajara  
respecto a la interpretación del artículo 105, fracción ll, penúltimo  
párrafo, de la cpeum, que establece que las leyes electorales, federal y 
locales, deberán promulgarse y publicarse, por lo menos, 90 días antes 
de que inicie el proceso electoral en que vayan a aplicarse, y durante  
el proceso electoral en curso no podrá haber modificaciones legales 
fundamentales.
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Asimismo, señaló que, en el caso, la implementación de las acciones 
afirmativas específicas para las comunidades indígenas y afromexica-
nas residentes en Baja California Sur, para el proceso local 2020-2021, 
no constituía normas fundamentales que modificaran sustancialmente 
las reglas que conforman el marco jurídico aplicable, sino que se trató 
de la instrumentación de un derecho y de una obligación preexistentes.

Para llegar a tal conclusión, la Sala Superior partió de la base del 
principio de igualdad, reconocido en la Constitución, y de cumplir con 
los deberes y las obligaciones estipulados en los instrumentos interna-
cionales. En el sistema electoral mexicano se ha impuesto a las autori-
dades electorales el deber de establecer las medidas o los mecanismos 
que garanticen la participación efectiva de las personas afromexicanas e  
indígenas en la vida política del país, para que puedan acceder a los cargos  
de elección popular.

En adición a lo anterior, la Sala Superior señaló que tomó en con-
sideración diversos aspectos, tales como que las medidas se dictan en 
el ámbito administrativo-electoral; es decir, no se trata de normas for-
mal y materialmente legales, sino de acciones afirmativas, entendidas 
estas como medidas compensatorias, objetivas y razonables, que bus-
can revertir las situaciones de desigualdad histórica y de facto, que 
cuentan con una temporalidad acotada. Con esa lógica, son acciones 
implementadas por la autoridad administrativa electoral que, objetiva-
mente, solo disponen beneficios en favor de las comunidades origina-
rias y afrodescendientes.

Respecto a la no realización de la consulta previa a las comunidades 
indígenas, la Sala Superior consideró que existen supuestos,1 dentro de 
los cuales es dable convalidar la emisión de medidas administrativas  
relacionadas con los derechos político-electorales de los pueblos indíge-
nas y afromexicanos, en las que no se ha efectuado el referido ejercicio  
de consulta previa, sin que ello sea violatorio de derechos humanos.

Asimismo, apuntó que las condiciones fácticas de ese momento no 
permitían el desarrollo de la consulta indígena, al existir una justifica-
ción válida para la omisión de realizarla, a partir de la evaluación del 

1	 La Sala Superior consideró que, ante las condiciones generadas por la dispersión del virus  
sars-CoV2, causante de la enfermedad covid-19, se produjo un obstáculo de hecho para la 
celebración de las consultas previas en cuestión.
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riesgo que pudieran correr otros derechos humanos, como a la salud o  
a la vida; además, reiteró su criterio sostenido respecto a que el derecho a  
la consulta debía ceder ante el de la salud de las personas indígenas que 
habrían de ser consultadas, de forma tal que, en ese momento, no po-
día cumplirse con esta y que tendría lugar hasta que las condiciones de 
salud lo permitieran.

En ese sentido, la Sala Superior revocó la sentencia de la Sala Regional  
Guadalajara y, en plenitud de jurisdicción, modificó la dictada por el 
teebcs, a efectos de revocar el acuerdo impugnado, y ordenó que, a 
la brevedad, implementara acciones afirmativas, específicamente para  
estos grupos vulnerables, que garantizaran su participación política en  
el proceso electoral en curso (2020-2021), tanto en la elección de las  
diputaciones como en la de las personas integrantes de los ayuntamientos  
de la entidad.

De esa manera, se sentó un precedente de suma importancia, da-
do que, por primera vez, se implementaron acciones afirmativas para 
la población indígena y afromexicana migrante residente en Baja Cali-
fornia Sur, lo cual constituyó un reclamo del derecho a la participación 
y representación política.

Participación política indígena y afromexicana 
en Baja California Sur, 2020-2021

En cumplimiento de la sentencia de la Sala Superior, el ieebcs im-
plementó acciones afirmativas a favor de las personas indígenas y 
afromexicanas migrantes residentes en Baja California Sur para el pro-
ceso electoral ordinario 2020-2021, a efectos de que los partidos políti-
cos, para cargos de diputaciones, postularan de manera obligatoria una 
fórmula integrada por personas indígenas en dos distritos (8 y 16), con 
opción de postular más. Para los ayuntamientos de Los Cabos y Mule-
gé, los partidos políticos debían postular una fórmula, en cualquier car-
go por mayoría relativa, integrada por personas indígenas.

Como acción afirmativa para las personas afromexicanas, se esta-
bleció que los partidos políticos para cargos de diputaciones debían 
postular, de manera obligatoria, una fórmula integrada por estas, en 
cualquiera de los 16 distritos, y, para los ayuntamientos, estableció 
que los partidos políticos debían postular una fórmula integrada por 
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personas afromexicanas dentro de las planillas para cualquier cargo, en 
los municipios de Los Cabos, La Paz y Loreto.

De modo que, gracias a las acciones afirmativas, fueron electas como 
diputadas 1 mujer indígena de la etnia mixteca y 1 persona afromexi-
cana; de igual forma, los ayuntamientos quedaron integradas por per-
sonas indígenas y afromexicanas.

Lo anterior constituye un hecho histórico, en virtud de que, con 
motivo de las acciones afirmativas, en el Congreso de Baja California 
Sur y los ayuntamientos se integró a 2 personas indígenas y 1 perso-
na afromexicana, con lo cual se garantizó el derecho de participación 
y representación política de esta población residente en dicha entidad.

Conclusión

Mediante los servicios de asesoría y defensa electoral que otorga la  
Defensoría Pública Electoral, se garantizaron los derechos político-
-electorales de las personas integrantes de los pueblos y las comunida-
des indígenas y afromexicanas migrantes residentes en Baja California 
Sur, relativos a la participación y representación política, que históri-
camente no habían tenido en los comicios de dicha entidad federativa; 
de ahí que el caso sea un precedente importante.

De esta manera, la Defensoría cumple su cometido de coadyuvar al 
acceso pleno a la jurisdicción electoral, al debido proceso y a la tutela 
judicial efectiva en favor de los pueblos y las comunidades indígenas, 
para la defensa y protección de sus derechos político-electorales, tal 
como aconteció en el caso, en virtud de que, gracias a su intervención,  
las medidas implementadas por las autoridades electorales, principal-
mente por la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la  
Federación, se garantizó el ejercicio de un derecho individual y colec-
tivo indígena, como el de la participación y representación política.

Si bien ese hecho constituye un logro importante, falta mucho por 
hacer, pues la realidad que viven actualmente muchas personas inte-
grantes de los pueblos y las comunidades indígenas y afromexicanas 
migrantes, en muchas entidades de la república, está muy lejos de ga-
rantizarles dicho derecho, máxime si en las entidades a las que arriban 
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subsiste la omisión legislativa para garantizarlo, lo que retrasa su ejer-
cicio pleno. 

No obstante, dicha situación no puede ser impedimento para no 
garantizar un derecho fundamental, como el político-electoral de las  
personas indígenas y afromexicanas, pues, con medidas —como  
las acciones afirmativas— se garantiza este; además, al hacerlo, paralela- 
mente se respetan otros postulados constitucionales, como los de igual-
dad material, no discriminación y pluriculturalidad.

De ahí la importancia de la difusión de los casos relevantes, como el 
que se presenta aquí, para replicar los asuntos de éxito, así como para 
allegar la prestación de dichos servicios a las y los solicitantes de nue-
vas latitudes del territorio nacional y promover la difusión, el desarro-
llo y la defensa de los derechos político-electorales de los pueblos y las 
comunidades indígenas, además de garantizar condiciones de igualdad 
material a la jurisdicción electoral completa y efectiva de estos.
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Siglas y acrónimos

cdpd Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con 
Discapacidad

cedaw Convención para la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 
Contra la Mujer

ciaddis Convención Interamericana para la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación contra las Personas con Discapacidad

Constitución de 
la cdmx

Constitución de la Ciudad de México

Corte idh Corte Interamericana de Derechos Humanos

cpelso Constitución Política del Estado Libre y Soberano de Oaxaca

cpes Constitución Política del Estado de Sonora

cpeum Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

dpe Defensoría Pública Electoral, antes Defensoría Pública Electoral para 
Pueblos y Comunidades Indígenas

dudh Declaración Universal de Derechos Humanos

fede gro Fiscalía Especializada de Delitos Electorales del Estado de Guerrero

iecm Instituto Electoral de la Ciudad de México

ieebcs Instituto Estatal Electoral de Baja California Sur

iee Sonora Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de Sonora

iepc Guerrero Instituto Electoral y de Participación Ciudadana del Estado de Guerrero

iepco Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana de Oaxaca

inah Instituto Nacional de Antropología e Historia
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inah Sonora Instituto Nacional de Antropología e Historia de Sonora

Inapam Instituto Nacional de las Personas Adultas Mayores

ine Instituto Nacional Electoral

Inegi Instituto Nacional de Estadística y Geografía

inpi Instituto Nacional para Pueblos Indígenas

jdc Juicio para la protección de los derechos político-electorales  
de la ciudadanía

lgames Ley de Gobierno y Administración Municipal del Estado de Sonora

lgamvlv Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia

lgipd Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad

lgipe Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales

lgmde Ley General en Materia de Delitos Electorales

lgsmime Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia Electoral

lipeeo Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales del Estado de Oaxaca

lipees Ley de Instituciones y Procedimientos Electorales para el Estado  
de Sonora

lomeo Ley Orgánica Municipal del Estado de Oaxaca

lopjf Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación

mc Movimiento Ciudadano

onu Organización de las Naciones Unidas

ople Organismo público local electoral

oppmo Observatorio de Participación Política de las Mujeres de Oaxaca

Pacto de San José Convención Americana sobre Derechos Humanos

pcd Personas con discapacidad

pes Procedimiento especial sancionador

pidcp Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos

pt Partido del Trabajo

rep Recurso de revisión del procedimiento especial sancionador

Sala Regional 
Ciudad de México

Sala Regional Ciudad de México del Tribunal Electoral del Poder Judicial 
de la Federación

Sala Regional 
Guadalajara

Sala Regional Guadalajara del Tribunal Electoral del Poder Judicial  
de la Federación
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Sala Regional 
Xalapa 

Sala Regional Xalapa del Tribunal Electoral del Poder Judicial  
de la Federación

Sala Superior  
del tepjf

Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación

scjn Suprema Corte de Justicia de la Nación

tecdmx Tribunal Electoral de la Ciudad de México

teeg Tribunal Electoral del Estado de Guerrero

teeo Tribunal Electoral del Estado de Oaxaca

tees Tribunal Estatal Electoral de Sonora

tepjf Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación

vpmrg Violencia política contra las mujeres en razón de género
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Originaria de Morelia, Michoacán. Es licenciada en Derecho por la 
Universidad Michoacana de San Nicolás de Hidalgo y maestra en  
Derecho Constitucional por el Instituto Tecnológico y de Estudios  
Superiores de Occidente. 

Fue consejera distrital propietaria durante el proceso electoral  
federal 2011-2012. Se desempeñó en diversos cargos en el Tribu- 
nal Electoral del Estado de Michoacán y en la Sala Regional Guadalajara  
del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. En la actua-
lidad, es defensora pública electoral.

Yasmín Betanzos Torres

Originaria de Oaxaca. Es licenciada en Derecho por la Universidad Re-
gional del Sureste, así como maestra y doctora en Derecho Penal por el 
Centro de Estudios Superiores en Ciencias Jurídicas y Criminológicas.

Se ha desempeñado en el Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación como técnica operativa, auxiliar de mandos medios, asesora 
en la Secretaría Particular de la Presidencia, directora de Seguimiento 
y Análisis y asesora de mando superior. En la actualidad, es defensora 
pública electoral.
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Rosita de Lourdes Cancino Verdi

Originaria de Chiapa de Corzo, Chiapas; se autoadscribe indígena  
zoque. Es licenciada en Derecho, maestra en Derecho Constitucional y 
Amparo y doctora en Derecho por la Universidad José Vasconcelos de 
San Cristóbal de las Casas, Chiapas.

Se ha desempeñado como defensora pública, actuaria y proyectista  
en el Poder Judicial del Estado de Chiapas. Desde 2017, es defensora  
pública electoral.

Rafael Cruz Vargas

Originario de Oaxaca. Es licenciado en Derecho por la Universidad Pa-
namericana y maestro en Derecho Procesal Constitucional por el Cen-
tro de Estudios de Actualización en Derecho. Fue secretario de apoyo 
en la Sala Superior del  Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Fe-
deración; subsecretario de Resoluciones de Acceso a la Información 
en el  Instituto Nacional de Transparencia, Acceso a la Información y 
Protección de Datos Personales y coordinador de la Clínica de Litigio  
Electoral en Strategia Electoral. Laboró en Early Institute y en la  
Cámara de Diputaciones del Congreso de la Unión. Actualmente es  
defensor público electoral.

Eginardo Hernández Andrés

Originario de Oaxaca. Es hablante de la lengua indígena zapoteca se-
rrana del oeste. Es licenciado en Derecho por la Universidad Autóno-
ma Benito Juárez de Oaxaca. Fue director ejecutivo de Organización 
Electoral en el Instituto Estatal Electoral y de Participación Ciudadana  
de Oaxaca y asesor en el Instituto Electoral del Estado de México.  
Actualmente es defensor público electoral.
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Carlos Francisco López Reyna

Originario de Empalme, Sonora. Es licenciado en Derecho por la Uni-
versidad de Guadalajara; maestro en Derecho Constitucional y Amparo 
y en Derecho Electoral por la Universidad de Guadalajara. Es candi-
dato a doctor en Derecho por el Instituto Internacional del Derecho y 
el Estado. 

Fue abogado postulante y secretario, actuario, secretario auxiliar,  
secretario particular de magistrado regional, secretario técnico regio-
nal y secretario de estudio y cuenta regional del Tribunal Electoral del  
Poder Judicial de la Federación. Actualmente es defensor público 
electoral.

Marina Martha López Santiago

Originaria de San Cristóbal de las Casas, Chiapas; es indígena tsotsil. 
Es licenciada en Derecho, maestra en Derecho Constitucional y Am-
paro por la Universidad Autónoma de Chiapas y doctora en Derecho 
por la Universidad José Vasconcelos. 

Ha sido instructora de capacitación en derechos humanos, conse-
jera electoral suplente, defensora pública, mediadora, defensora elec-
toral y titular de la Defensoría Pública Electoral del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, del cual, actualmente, es encarga-
da de despacho.

Juan Carlos Martínez Hernández

Licenciado en Derecho y maestro en Derechos Humanos por la Univer-
sidad Autónoma Benito Juárez de Oaxaca; maestro en Políticas Públicas  
y Género por la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (Flacso) y  
doctor en Derecho por la Universidad José Vasconcelos de Chiapas. 

Desde enero de 2018, es defensor en la Defensoría Pública Electoral.
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Ariadna Ivette Ortega Moreno

Originaria de Ciudad de México. Es licenciada en Derecho por la Uni-
versidad Nacional Autónoma de México y especialista en Derecho 
Constitucional por la Universidad Autónoma de Baja California, así 
como en Formación y Preparación de Secretarios del Poder Judicial de 
la Federación por el Instituto de la Judicatura Federal.

Se ha desempeñado como servidora pública en el Instituto Fede-
ral de Defensoría Pública. Actualmente es defensora pública electoral.

Janine M. Otálora Malassis

Es licenciada en Derecho por la Universidad Nacional Autónoma de 
México y doctora en Ciencias Políticas por la Universidad la Sorbona  
de París.

Se ha desempeñado como secretaria técnica de ponencia en el Con-
sejo de la Judicatura Federal y como secretaria instructora en la Sala 
Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. Fue 
magistrada presidenta de la Sala Regional Ciudad de México y titular 
de la Defensoría Pública Electoral para Pueblos y Comunidades Indí-
genas. En 2016, el Senado de la República la designó magistrada de la 
Sala Superior del Tribunal Electoral, órgano que presidió de noviem-
bre de 2016 a enero de 2019.

Carmela Ramírez Santiago

Indígena y hablante de mixteco. Es licenciada en Derecho por la Uni-
versidad Autónoma Benito Juárez de Oaxaca y maestrante en Derecho 
Indígena por la Universidad Rosario Castellanos. Ha sido dictaminado-
ra y secretaria de estudio y cuenta en el Tribunal Electoral del Estado 
de Oaxaca. Fue la primera mujer síndica municipal propietaria en San 
Miguel Peras, Zaachila, Oaxaca; asesora jurídica de los municipios e in-
térprete y traductora de mixteco. Actualmente es defensora electoral.
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La Defensoría Pública Electoral del Tribunal Electoral del Poder 
Judicial de la Federación ha trabajado para el acceso a la justi-
cia de las personas históricamente discriminadas. Su labor se ha  
centrado, desde hace ocho años, en maximizar y proteger los 
derechos político-electorales de las personas, los pueblos y  
las comunidades indígenas, principalmente. Desde 2023, se ha 
ampliado la población a la que se dirigen sus servicios. 

El presente libro está integrado por 11 capítulos, mediante los 
cuales la magistrada de la Sala Superior del Tribunal Electoral 
del Poder Judicial de la Federación, Janine M. Otálora Malassis,  
la titular de la Defensoría, Marina Martha López Santiago, y el 
equipo de personas defensoras comparten cómo han hecho 
justiciables los derechos político-electorales.
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